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LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

Orfelina Mosquera Palacios
1
 

Resumen 

     En este trabajo se sistematizaron las normas de procedimiento de las víctimas en la JEP, para 

lograrlo, se identificaron con la palabra clave “víctima”, se analizaron parafraseándolas o 

citándolas. Las normas que fueron identificadas son: 1. El Acuerdo Final de 2016; 2. La Ley 

1820 de 2016; 3. El Acto Legislativo 1 de 2017; 4. La Ley 1957 de 2019; 5. El Acuerdo 001 de 

2018 y 6. La Ley 1922 de 2018; misma normatividad que sirvió para desarrollar la investigación. 

     Se tomaron las normas de procedimiento relacionadas con las víctimas del Acuerdo Final de 

2016, que trata de los órganos de la JEP y sus procedimientos; la Ley 1820 de 2016,  sobre la 

amnistía e indulto y el compromiso de los comparecientes con las víctimas; el Acto Legislativo 1 

de 2017, que incorpora las normas constitucionales transitorias, la participación de las víctimas y 

cómo pueden obtener verdad, justicia, reparación integral y no repetición. 

     La Ley 1957 de 2019, en relación con el derecho de las víctimas a la gratuidad, el enfoque 

étnico y cultural, acompañamiento psicológico y jurídico. El Acuerdo 001, en referencia al 

principio de centralidad de las víctimas, su participación efectiva, la justicia de los pueblos 

étnicos; la justicia prospectiva y, finalmente, la Ley 1922 de 2018, por la cual se reglamenta la 

participación de las víctimas, de los sujetos procesales y de los intervinientes especiales. 

Asimismo, también se regulan los informes, las medidas cautelares, el procedimiento dialógico, 

el enfoque étnico racial entre otros temas. En conclusión, la JEP es un tribunal que propugna por 

garantizar el derecho a la verdad, justicia, reparación inmaterial y las garantías de no repetición a 

las víctimas. 

Palabras Clave: Víctimas, Cacarica, procedimiento, JEP 

Abstract 

                                                 
1
Aspirante a Magister en Ciudadanía y Derechos Humanos. Universidad Jorge Tadeo Lozano. Directora: Dra. 

Beatriz Eugenia Suarez López. 
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     In this work, the procedural norms of the victims in the JEP were systematized, to achieve 

this, they were identified with the keyword “victim”, they were analyzed by paraphrasing or 

citing them. The standards that were identified are: 1. The Final Agreement of 2016; 2. Law 

1820 of 2016; 3. Legislative Act 1 of 2017; 4. Law 1957 of 2019; 5. Agreement 001 of 2018 and 

6. Law 1922 of 2018; those norms were used to develop the investigation. 

     The procedural norms related to the victims of the Final Agreement of 2016 were adopted, 

which is about of the JEP and their procedures; Law 1820 of 2016in reference amnesty and 

pardon and the commitment of those appearing to the victims; Legislative Act 1 of 2017, which 

incorporates the transitory constitutional norms, the participation of the victims and how they can 

obtain truth, justice, comprehensive reparation and non-repetition. 

     Law 1957 of 2019, in relation with the rights of victims to gratuity, the ethnic and cultural 

approach, psychological and legal support. Agreement 001, concerningto the principle of 

centrality of the victims, their effective participation, the justice of the ethnic peoples; 

prospective justice and, finally, Law 1922 of 2018, which regulates the participation of victims, 

procedural subjects and special interveners. Likewise, reports, precautionary measures, dialogic 

procedure, ethnic-racial focus, among other issues, are also regulated. In conclusion, the JEP is a 

court that advocates to guarantee the rights to truth, justice, non-pecuniary reparation and the 

guarantees of non-repetition in favor to the victims. 

 

Key words: Victims, Cacarica, Special Jurisdiction of Peace, Procedural. 
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Pregunta 

¿Es posible sistematizar las normas de procedimiento de las víctimas en la JEP
2
? 

                                                 
2
 En este enlace se encuentra la definición de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP): 

https://www.jep.gov.co/JEP/Paginas/Jurisdiccion-Especial-para-la-Paz.aspx “La Jurisdicción Especial para la Paz 

(JEP) es el componente de justicia del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición, creado por 

el Acuerdo de Paz entre el Gobierno Nacional y las Farc-EP.” 

https://www.jep.gov.co/JEP/Paginas/Jurisdiccion-Especial-para-la-Paz.aspx
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Objetivo General 

Identificar las normas de procedimiento de las víctimas en la JEP y realizar una sistematización 

de las mismas. 

Objetivos Específicos 

   1. Identificar las normas de procedimiento que tienen las víctimas en la JEP. 

   2. Analizar las normas de procedimiento. 

   3. Relacionar algunas normas de procedimiento con el caso de las víctimas de Cacarica. 

Introducción 

     En Colombia se ha vivido un clima de violencia que se deriva del ejercicio de un conflicto 

armado interno 
3
que se remonta a más de cincuenta años, lo que trajo como consecuencia una 

gran cantidad de víctimas. Se tienen registros inferiores o superiores a diez millones 10.000.000 

de víctimas del conflicto armado, no es posible conocer con total certeza el número exacto, 

porque muchas no fueron  reconocidas o no quisieron ser reconocidas. 

El concepto de víctima se encuentra en construcción, por parte de la doctrina y los tribunales, son 

muchos los conceptos, así lo hacen saber Woolcott-Oyague, O. (2017):   

Otra expresión del carácter evolutivo y progresivo de la jurisprudencia de la CIDH se halla en la extensión del 

concepto de víctima, pues asume como tal no solo a la persona que sufre directamente los efectos de la violación de 

derechos humanos, sino también a los familiares como víctimas indirectas. (p. 81) 

     Como consecuencia de la violación de derechos humanos, se emitió, la Carta de las Naciones 

Unidas en su preámbulo se indica que: “NOSOSTROS LOS PUEBLOS DE LAS NACIONES 

UNIDAS RESUELTOS a preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos veces 

durante nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos indecibles” (…)  con este documento se 

                                                 
3
 El conflicto armado interno, según el Protocolo II Adicional a los cuatro Convenios de Ginebra, se da cuando en 

un Estado entre sus fuerzas armadas, Protocolo, I. I. (1977): “fuerzas armadas disidentes o grupos armados 

organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control 

tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo.” Art. 1. En 

la actualidad existen disidencias de las FARC, el ELN, sucesores del paramilitarismo, carteles mexicanos, entre 

otros. 



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 8 

pretendió proteger a la humanidad que fue víctima de la primera y segunda guerra mundial, y lo más 

importante, a las generaciones futuras quienes pueden ser víctimas, si se vuelve a repetir lo ocurrido. 

     Las víctimas del conflicto armado, son personas que se encuentran en distintas situaciones de 

vulnerabilidad, por esta razón en la introducción del Acuerdo Final, 2016, se establecieron unos 

enfoques específicos  los cuales son: “(…) el enfoque territorial, diferencial y de género.” (p. 6); 

más adelante en este Acuerdo se hace  mención en los principios del capítulo étnico, al enfoque 

étnico en dos oportunidades. (p. 206)  Con estos enfoques es que se dará cuenta de que la 

mayoría de las víctimas, son parte de grupos étnicos como Negros, Afrodescendientes, 

Palenqueros, Raizales en adelante NARP, por esta razón, la JEP, tendrá en cuenta estos 

enfoques.  

     Acerca del enfoque diferencial para el restablecimiento de los derechos de las comunidades 

negras y Afrodescendientes en el conflicto armado, el legislador ha adoptado normas importantes 

como la siguiente:  

Artículo 3.- Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de este Decreto, a las comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras, como sujetos colectivos y a sus miembros individualmente 

considerados, que hayan sufrido un daño en los términos definidos en este Decreto por hechos ocurridos a 

partir del 1° enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de 

violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos y que guarden 

relación con factores subyacentes y vinculados al conflicto armado interno (Decreto Ley 4635, 2011). (…) 

     Como se observa en la anterior norma se hace un enfoque diferenciado étnico en relación a 

las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. En un ensayo el autor Vega 

Lasso, F. J. (2020) abordó el Decreto Ley 4635 de 2011 y su normativa frente al enfoque 

diferenciado étnico de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. En una 

de sus conclusiones, concluyó que en el periodo del año 2012 y 2018 disminuyeron las víctimas 

del conflicto armado de las comunidades étnicas en mención. Sin embargo, en la actualidad se 

están repitiendo hechos semejantes en los territorios al que se mencionará a continuación. 

     Centraremos nuestra atención en el Urabá chocoano y antioqueño, en donde se encuentran 

asentados un gran número de grupos étnicos. Uno de los casos que tiene que ver con 

comunidades Afrodescendientes fue el ocurrido en Cacarica – Chocó, entre el 24 y 27 de febrero 

de 1997. En este caso Marino López Mena fue víctima de una ejecución extrajudicial, este hecho 

y otros generaron terror en la población, además, se cometieron delitos considerados como de 
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lesa humanidad, así como el desplazamiento forzado de más de 3.500 personas, genocidio u 

etnocidio
4
 y crímenes de guerra. 

     Estos hechos de Cacarica, se dieron en: Las Bocas, Turbo – Antioquia, La bahía de Cupica – 

Chocó, Bijao, la Cuenca Cacarica, según el artículo titulado CACARICA: 22 AÑOS DE 

RESISTENCIA, el cual fue publicado en el año 2019, se indica que comprende: “103.024 

hectáreas, y colinda con el Parque Nacional Natural Los Katíos por el norte, por el sur con el 

Consejo Comunitario de Salaquí, por el oriente con el río Atrato y por el occidente con Panamá.” 

(p. 4). Estas personas que fueron desplazadas a Turbo, Bocas de Atrato y Panamá, más adelante 

en 1998, con quienes lograron volver a su territorio de nuevo, se crearon las Comunidades de 

Autodeterminación, Vida y Dignidad del Cacarica CAVIDA. A continuación, se puede ver mapa 

de territorio del Urabá: 

                                                 
4
 Respecto al etnocidio, ha existido una asimetría histórica con la complicidad de profesionales con 

interdisciplinariedades en pro de los blancos, lo anterior, parafraseando al historiador e investigador  Quiñonez, S. 

A. (2016) quien indicó que: “En este horizonte, se debe comprender el etnocidio como hijo y expresión de dicha 

ideología, que hoy exige una mirada retrospectiva, con mayor detenimiento, dados los solapamientos y simulacros 

académico-políticos que pretenden seguir negando estos crudos vínculos.” (p. 82) se puede entender de lo anterior, 

que esa negación de los grupos étnicos históricamente en la academia y en la política es un etnocidio. 
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Figura 1. Se obtuvo de la web https://www.jep.gov.co/Especiales/casos/04.html 

     Se evidencia en el anterior mapa que la mayor parte del territorio se encuentra ocupado por 

consejos comunitarios la mayoría seguramente compuesto por comunidades negras – 

Afrodescendientes y por pueblos o resguardos indígenas, sin embargo, no existe un censo que dé 

certeza cuantas personas negras, Afrodescendientes  existen en el departamento de Antioquia y 

Chocó, porque que aún no se han auto reconocido o reconocido a todas. 

     En el año 2000
5
, se realizó el retorno de muchas de las personas desplazadas del territorio de 

Cacarica, con el apoyo de algunas organizaciones internacionales entre estas la de Brigadas 

Internacionales de Paz  PIB , gracias a esta organización internacional las organizaciones 

sociales: “se benefician de esa protección que les brinda PIB, pudiendo continuar sus procesos 

organizativos y siendo capaces de mantener su actividad en contextos de conflicto donde existen 

unos elevados niveles de violencia” (Checa Hidalgo, 2011, p. 347). Lo anterior, evidencia la falta 

de presencia de las entidades del Estado. 

                                                 
5
 En este enlace video cuentan las victimas como fue su retorno al territorio Cacarica de donde fueron desplazados, 

https://www.youtube.com/watch?v=3UysFs6MClI 
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      En el año 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en adelante CIDH se 

declaró competente para conocer de estos hechos, mientras tanto, se adelantaban actuaciones en 

Justicia y Paz. En versión libre; del 16 de julio de 2007, Fredy Rendón Herrera, comandante del 

Bloque Elmer Cárdenas, confiesa que hubo participación de su bloque en el homicidio de Marino 

López Mena. De igual manera, aceptaron su participación en el homicidio: el 1 de abril de 2008, 

Diego Luis Hinestrosa Moreno; el 22 de abril de 2008, Luis Fuentes Mendoza; el 9 de julio de 

2008, William Manuel Soto Salcedo; el 6 de agosto de 2008, Franklin Hernando Segura; el 9 de 

agosto de 2008, Rubén Darío Blandón Blanquise; y el 28 de octubre de 2008, Alberto García 

Sevilla. 

     El 23 de marzo de 2009
6
, la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz   CIJP  en representación 

de las víctimas de Cacarica, estuvieron en audiencia pública ante la CIDH en donde se 

presentaron argumentos y alegatos de fondo con el Estado de Colombia. En esta audiencia se 

ventilaron varios hechos graves ocurridos en el territorio de los Afrodescendientes de las 

Comunidades de Cacarica. 

     En el año 2011, se somete el caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos  en 

adelante Corte CIDH  . Al siguiente año, sucedió un hecho importante en la justicia ordinaria 

posiblemente como uno de los impactos que tuvo el procedimiento ante la Corte CIDH: “(…) en 

el año 2012 – quince años después de la masacre el General (r) Rito Alejo del Rio Rojas fue 

condenado a 25 años y 8 meses de prisión (…)” según el autor Ruiz Delgado, T. E. (2016). 

Luego, el Estado de Colombia es condenado por la Corte CIDH el 20 de noviembre de 2013, 

(LA CORTE, I. P. A. 2013), y se le ordenó reparar a las víctimas. Posteriormente, por medio de 

la Resolución de 20 de octubre de 2016, la Corte I.D.H., requirió al Estado porque no había dado 

cumplimiento de la sentencia. Entre sus puntos de incumplimiento están:  

(…) El Estado deberá utilizar los medios que sean necesarios, para continuar eficazmente y con la mayor 

diligencia las investigaciones abiertas, así como abrir las que sean necesarias, con el fin de individualizar, 

juzgar y eventualmente sancionar a todos los responsables de los hechos del presente caso y remover todos 

los obstáculos, de facto y de jure, que puedan mantener la impunidad. (p. 145) 

                                                 
6
 En este enlace se encuentra la AUDIENCIA DEL 134o PERÍODO DE SESIONES EN LA COMISIÓN 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: Tema: Caso 12.573 – Marino López y otros (Operación 

Génesis), Colombia Solicitante: Comisión Intereclesial de Justicia y Paz Estado de Colombia Fecha: lunes 23 de 

marzo de 2009, https://www.youtube.com/watch?v=zVyFHhrsUwI 
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     Como para las víctimas y la sociedad colombiana aún existe impunidad, porque no se han 

esclarecido los hechos de manera detallada y los responsables, se hace necesario que la JEP, 

priorice los hechos ocurridos entre el 24 y 27 de febrero de 1997, relacionados con las 

comunidades Afrodescendientes de Cacarica – Choco. Para ello se abre el Caso 004. Para 

adelantar la investigación se utilizó una metodología previamente desarrollada y aplicada que 

consiste en hallar patrones de macrocriminalidad y macrovictimización.  

     La JEP, es el órgano judicial creado dentro del punto 5 del Acuerdo Final, 2016, y que 

pertenece al Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición SIVJRNR, es la 

encargada de administrar justicia por parte del Estado de Colombia, en asuntos relacionados con 

el conflicto armado interno de manera directa o indirecta, su competencia temporal es por hechos 

ocurridos desde 1986 hasta el 1 de diciembre de 2016. 

 

Figura 2. Punto Quinto Víctimas. Elaboración propia. 

     Las conductas que investigará la JEP serán: las muertes violentas, desapariciones forzadas, 

torturas, desplazamientos forzados, violencia sexual, privaciones graves de la libertad, métodos y 

medios prohibidos por el Derecho Internacional Humanitario DIH, omisiones de la fuerza 

pública, bienes adquiridos de manera ilegal, daños ambientales y daños a bienes de la población 

civil. 

     Dentro de este órgano judicial, existen unos órganos divididos en salas y secciones estos son: 

a. Sala de reconocimiento de verdad, de responsabilidad y de determinación de los hechos y 

conductas SRVR, b. El Tribunal para la Paz TP, c. Sala de Amnistía o indulto SAI, d. Sala de 
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definición de situaciones jurídicas SDSJ, e. Unidad de Investigación y Acusación UIA, esto 

según el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, p. 152, las abreviaturas usadas son las que 

oficialmente se utilizan en la JEP. 

 

Figura 3. Punto Quinto Víctimas. Elaboración propia. 

     En relación con la SAI, Macia (1912) indica que la amnistía e indulto proviene del antiguo 

derecho de gracia: “(…) consistía en la remisión o condonación hecha a un criminal por el 

Soberano o Jefe de Estado de toda o de parte de la pena que por su crimen se le había impuesto.” 

(p. 28), en este caso en la JEP, no es un perdón y olvido de lo que realizó el criminal, lo que se 

pretende es negociar y que prime el bien general.  

     Ahora, en el TP de la JEP, se encuentran las cuatro secciones que son: la Sección de Primera 

Instancia en Caso de Reconocimiento de la Verdad y Responsabilidad SRV; la Sección de 

Primera Instancia para Casos de Ausencia de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad 

SARV; la Sección de Apelación SAT y la Sección de Revisión SRT. Posteriormente, se podrá 

crear una nueva Sección que será la encargada de dar cumplimiento a las decisiones, después de 

terminadas las funciones de los demás órganos de la JEP, se llamará la Sección de Estabilidad, 

Eficacia y Cumplimiento de las Decisiones SEEC. (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, pp. 160-

161). 
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    Primeramente, la SRVR, será el órgano donde las víctimas podrán participar en mayor 

medida, pues a esta, se le dice que es la puerta de entrada a la JEP, aquí las víctimas, presentarán 

informes a través de las organizaciones, hablarán de lo que les ocurrió a ellas y a sus seres 

queridos, escucharán a los comparecientes y podrán ejercer su derecho de defensa, con las 

normas de procedimiento que se mencionarán en este documento. 

     La SRVR al igual que los otros órganos, debe resolver los asuntos que tengan en 

conocimiento, con fundamento en metodologías desarrolladas y las normas de procedimiento del 

Acuerdo Final, 2016; Ley 1820 de 2016, el Acto Legislativo 1, 2017; el Decreto 277 de 2017, el 

Decreto 706 de 2017; la Ley 1957, 2019; el Acuerdo 001, 2018; la Ley 1922, 2018; los 

“Criterios y metodología de priorización de casos y situaciones” de 28 de junio de 2018. A 

continuación, se mencionarán algunas decisiones tomadas. 

      

  Figura 4. Víctimas – Informes – SRVR - Normas. Elaboración propia. 

     El 11 de septiembre de 2018, la SRVR de la JEP, admitió el conocimiento del  Caso 004, que 

Prioriza la situación humanitaria de los municipios de Turbo, Apartadó, Carepa, Chigorodó, 

Mutatá, Dabeiba (Antioquia) y El Carmen del Darién, Riosucio, Unguía y Acandí (Chocó), esta 

decisión se encuentra acorde con la entrega de informes del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, 

b; en relación con el reconocimiento de las víctimas el Acto Legislativo 1, 2017, art. 1; de la 

competencia el Acto Legislativo 1, 2017, art. 5; facultad de la SRVR de crear un documento para 

priorizar los casos Acto Legislativo 1, 2017, art. 7; y la entrada en funcionamiento de la JEP en 

el Acto Legislativo 1, 2017, art. 15. 
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     En este caso, las primeras entidades que entregaron informes fueron la Fiscalía General de la 

Nación  FGN  , el Centro Nacional de Memoria Histórica CNMH, Corporación Reiniciar y el 

Centro de Investigación y Educación Popular CINEP; gracias a esta información se pudo dar 

apertura al caso 004, los informes se encuentran acordes con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 

47, inc. 1; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, b, c, d, f, g, h.  

 

  Figura 5. Informes - Caso 004. Elaboración propia. 

     La Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad SRVR es la encargada de recibir los 

informes, por eso elaboró el 24 de mayo de 2018, un “Documento guía para la presentación de 

informes elaborados por organizaciones de víctimas, indígenas, negras, afrocolombianas, 

raizales, palenqueras, Rrom y de derechos humanos colombianas”, el cual contiene los requisitos 

de los informes elaborados; contenidos adicionales y optativos de los informes; plazos para la 

presentación de informes; recepción de los informes; tramite de los informes; consideraciones 

especiales en relación con los informes sobre violencia basada en género, incluida la violencia 

sexual y la violencia por prejuicio. 

     Consideraciones especiales en relación con los informes sobre hechos de violencia en contra 

de niños, niñas y adolescentes víctimas del conflicto armado interno; informes presentados por 

pueblos étnicos; medidas de protección en caso de riesgo asociados a la presentación de 

informes; acompañamiento de la Secretaria Ejecutiva de la JEP y remisión a entidades 

competentes y compulsa de copias. Como puede verse del contenido de la guía las víctimas son 
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priorizadas según su condición de vulnerabilidad, esta guía se realizó con un enfoque 

diferenciado y étnico. 

     En relación con el anterior documento, para priorizar los casos, en la sentencia C-579 de 

2013, se establecieron unos parámetros específicos respecto a la priorización y con relación a la 

selección se indicó que debía ser por parte del legislador, conforme a lo anterior, es que la SRVR 

elaboró el documento el 28 de junio de 2018, titulado: “Criterios y Metodología de Priorización 

de Casos y Situaciones”, en este proceso de priorización, se determina el alcance de la 

priorización y la diferencia con la selección; la agrupación y concentración; los criterios de 

priorización y la metodología para la aplicación de los criterios de priorización.  

     El 10 de diciembre de 2018, el Instituto Popular de Capacitación IPC, la Corporación Jurídica 

Libertad CJL, la CIJ y Forjando Futuros entregaron un informe relacionado con hechos 

victimizantes ocurridos en el Urabá Antioqueño. Dos días después, el 12 de diciembre de 2018, 

la SRVR recibió informe sobre violencia sexual en Apartado – Antioquia, de este asunto 

también, se encargaría la Comisión de Género creada dentro del Acuerdo 001, 2018, art. 104; sus 

funciones son las que se encuentran en el Acuerdo 001, 2018, art. 105, para el cumplimiento de 

estas funciones se dispone de tres magistrados de las Salas y tres magistrados del TP y su 

secretaria será la Secretaria Ejecutiva SEJEP. 

   

Figura 6. Comisión de Género. Elaboración propia. 
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     El 4 de marzo de 2019, las Comunidades de Autodeterminación, Vida y Dignidad CAVIDA 

entregaron a la JEP un informe mixto de las comunidades de Vida y Dignidad de la Balsita, 

Consejos Comunitarios de Jiguamiandó, Curvaradó, Pedeguita y Mancilla y de las Zonas 

Humanitarias y de Biodiversidad, Resguardo Indígena Alto Guayabal y Asociación de Víctimas 

de la violencia de Riosucio. Riosucio: 2019.  

     Con este informe las víctimas accedieron a la JEP de manera colectiva, por primera vez en la 

historia, se tiene en cuenta de esta manera el relato de las víctimas, esto, refleja la centralidad de 

las víctimas en cumplimiento del Acuerdo Final de 2016, 5.1.1.1.1, inc. 1, que trata sobre la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad CEV. Además, se solicitaron medidas cautelares 

por parte de las víctimas y antes de tomar alguna decisión, se realizaron requerimientos a todas 

las autoridades a través de autos de fechas: de 12 de marzo de 2019, el 19 de marzo de 2019, el 2 

de abril de 2019, el 19 de abril de 2019, el 11 de abril de 2019, el 12 de abril de 2019 y el 3 de 

mayo de 2019. 

     En relación con la población LGBTI, el 29 de marzo de 2019, se recibieron dos informes al 

respecto concluyeron Martínez, G. C. M., Tamayo, R. S., & Padilla, A. M. I. (2021): “Los 

grupos armados estatales e ilegales han cometido violencias contra personas LGBTI en ocasión 

del conflicto armado colombiano para demostrar dominio e imponer lógicas de heterosexualidad 

como obligatorias (. . .)” (p. 12). Respecto a estas víctimas en la JEP se les esta garantizando su 

participación a través de los informes.  

     El 28 de mayo de 2019, según el auto No. SRVNH-04/00-43/19, se incorporaron los informes 

de la Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC; Asociación Mujeres del Plantón y 

comunidades de Vida y Dignidad La Balsita, Dabeiba; Consejo Comunitario de Jiguamiandó; 

Consejo Comunitario de Curvaradó, Consejo Comunitario de Pedeguita y Mancilla y de las 

Zonas Humanitarias y de Biodiversidad; Resguardo Indígena Alto Guayabal; y Asociación de 

Víctimas de la Violencia de Riosucio. 

     Después de estos informes, el 30 de julio de 2019, a través del Auto_SRVR-175, se 

decretaron medidas cautelares conforme a la Ley 1922 de 2018, art. 22 – 26, a favor de las 

comunidades habitantes del pueblo indígena del Alto Guayabal- Coredocito del resguardo 

Urabá- Jiguamiandó, específicamente el Cabildo Mayor CAMERUJ y las Zonas Humanitarias y 
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Zonas de Biodiversidad de las cuencas de los ríos Jiguamiandó y Curvaradó (municipios de 

Riosucio y Carmen del Darién), que aseguren la continuidad de su participación ante la JEP., en 

los territorios en donde se encuentran hostigando a la población civil las Autodefensas 

Gaitanistas de Colombia AGC. 

     Las medidas cautelares deben ser efectivas, para garantizar el derecho de las víctimas a 

participar en la JEP, es de público conocimiento que actualmente la violencia por parte de los 

actores armados ha ido en crecimiento; igualmente, se han aumentado los grupos armados 

incluso hay carteles mexicanos, se está viviendo en Colombia una lucha por los territorios, para 

tener control de las rutas del narcotráfico, re victimizando a las víctimas del conflicto armado; lo 

que con lleva a que muchas de estas personas no puedan acudir a la JEP.  

     Respecto a las medidas cautelares competencia de la UIA, el Acuerdo Final 2016, 5.1.2, III, 

51, b, se mencionan las medidas de protección a las víctimas y se reitera en el resumen de trabajo 

de tesis de BECERRA MORALES, R. A. (2020) indica que esta debe: “Decidir sobre las 

medidas de protección a víctimas y testigos y la adopción de medidas de aseguramiento y 

cautelares en caso de ser necesario.” (p. 16) Se tiene un mecanismo ante la justicia transicional 

JEP, para preservar las vidas e integridad física en los territorios, se espera que este sea eficaz y 

eficiente. 

     El 7 de octubre de 2019, mediante Auto_SRVR-04-03-02-19, la SRVR acreditó como 

víctimas colectivas del conflicto armado, a la: CAVIDA-, Cabildo Indígena Wounaan 

comunidad indígena Juin Phubuur, quienes habitan en el rio Cacarica, entre otras, de 

conformidad con la Ley 1922, 2018, art. 3 y en concordancia con la Ley 1957, 2019, Parágrafo 

1, art. 15; se indica que la demostración como víctima tendrá una amplia libertad probatoria y 

sumaria.      

     El 25 de agosto de 2020, a través del Auto_SRVR-04-00-121-20,  la SRVR, se compulsó 

copias y se requirió información a la FGN en aras de garantizar el derecho a la participación de 

las víctimas de los territorios colectivos de Salaquí, Cacarica, Urada-Jiguamiandó y Pedeguita-

Mancilla en el marco del Caso No. 04. “Situación territorial de la región de Urabá́”. Consultada 

la página web de la JEP el 18 de abril de 2021, se han acreditado 35.174 víctimas en el caso 004. 

Finalmente, en el Caso 004, se han acreditado colectivamente a víctimas del conflicto armado en 
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el año 2020, a los Consejos Comunitarios del Río Curbaradó, los Manatíes, Puerto Girón, y el de 

los ríos La Larga Tumaradó COCOLATU.  

     En este trabajo se sistematizarán las normas de procedimiento de las víctimas en la JEP, 

obteniendo un único cuerpo de normas, por lo que en primer lugar, se identificarán las normas 

procedimentales que tienen las víctimas con la palabra clave “víctima”, luego, se analizarán las 

normas de procedimiento relacionándolas o concordándolas con el mismo conjunto normativo y 

con otras normas o sistemas de normas. Además, se relacionarán las normas procedimentales con 

el caso de las víctimas de Cacarica. 

     A continuación, se enunciará brevemente de que trata cada norma de procedimiento de las 

víctimas: 1. el Acuerdo Final, 2016, en su punto 5.1.2 III, que trata de los órganos de la JEP y sus 

procedimientos; 2. la Ley 1820, 2016, sobre la amnistía e indulto y tratamientos penales 

especiales en los procedimientos de los beneficios de comparecientes que son aquellas personas 

que cometieron delitos relacionados con el conflicto armado y que quieren comparecer ante la 

JEP, con el fin de obtener beneficios a cambio de contribuir al Sistema Integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y No Repetición en adelante SIVJRNR
7
. 

     3. El Acto Legislativo 1, 2017, para la terminación del conflicto armado y la construcción de 

una paz estable y duradera, la participación de las víctimas y como pueden obtener verdad, 

justicia, reparación integral y no repetición; 4. La Ley 1957, 2019, que es la ley estatutaria de la 

administración de justicia de la JEP, y trata del derecho de las víctimas a la gratuidad, el enfoque 

étnico y cultural, acompañamiento psicológico y jurídico. 

     5. El Acuerdo 001, 2018, reglamento general de la JEP, que trata sobre la centralidad de las 

víctimas, su participación efectiva, la justicia de los pueblos étnicos, la justicia prospectiva; y el 

6. La Ley 1922, 2018, reglas de procedimiento para la JEP en concordancia con la Ley 906, 

2004, código de procedimiento penal y entre otras; estas reglas tratan de la participación de las 

víctimas, acerca de la Defensoría del Pueblo, de la Procuraduría General de la Nación PNG, los 

                                                 
7
 El SIVJRNR, se encuentra integrado por dos órganos extrajudiciales y uno judicial. Los extrajudiciales son: la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad CEV y la Unidad de Búsqueda para Personas Desaparecidas UBPD; 

el judicial es la: JEP. 
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sujetos procesales, los intervinientes especiales, los informes, las medidas cautelares, el 

procedimiento dialógico
8
, el enfoque étnico racial entre otros temas. 

     Acorde a lo anterior, se desarrollarán seis capítulos en este trabajo para Analizar los 

procedimientos para las víctimas ante la JEP los cuales se titulan: 1. “Las Víctimas en el 

Acuerdo Final, 2016”,2. “Las Víctimas en la Ley 1820, 2016”,3. “Las Víctimas en el Acto 

Legislativo 1, 2017”,4. “Las Víctimas en la Ley 1957, 2019”, 5. “Las Víctimas en el Acuerdo 

001, 2018”, y el 6. “Las Víctimas en la Ley 1922, 2018”  

 

Figura 7. Normas de Procedimiento de las Víctimas. Elaboración propia. 

     Los funcionarios de la JEP, han construido herramientas con la ayuda de expertos extranjeros, 

nacionales, organizaciones de víctimas, las víctimas, órganos del Estado u organismos 

internacionales; para entender el funcionamiento de la JEP y el SIVJRNR. Al respecto, el 23 de 

noviembre de 2020, se realizó el lanzamiento del  “Manual para la participación de las víctimas 

ante la JEP” en este lanzamiento el presidente de la JEP, indicó que este documento era bastante 

importante para las víctimas, pero que se podían realizar nuevos documentos relacionados con 

este, para mejorar la participación de las víctimas, y que serían bienvenidas todas las 

herramientas que se creen en adelante. 

     Por esta razón, es que se realiza este documento, con fines pedagógicos, técnicos, para 

minimizar tiempos de respuesta, para encontrar de manera eficaz las normas de procedimiento, 

servirá para que los abogados defensores de víctimas, organizaciones de víctimas, funcionarios 

                                                 
8
 El procedimiento dialógico es un procedimiento diseñado para que las personas que acudan a la JEP, de manera 

voluntaria aporten verdad plena con relación al conflicto armado interno. En este, se impondrán sanciones de 5 – 8 

años de restricción de la libertad. 
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de la JEP y quienes ayudan a las víctimas a participar en la justicia transicional. Estas normas se 

relacionarán con el caso 004 de la JEP, por ser este de importancia en cuanto al enfoque étnico 

racial, en específico con el Caso de las comunidades de Cacarica. Esto se realizará de 

conformidad, a la metodología de la sistematización.      

Metodología de la Sistematización 

     En la tesis meritoria, de Moreno Castiblanco, E. A. (2019), se indica que para estudiar las 

normas de procedimiento de la JEP, se tiene que usar una metodología de la sistematización con 

un método inductivo y cualitativo, en una de sus figuras donde ilustra normas, indica que las 

normas de procedimiento son el “Acuerdo Final, 2016; Ley 1820, 2016; Decreto 277, 2017; Acto 

Legislativo 1, 2017; Decreto 700, 2017; Decreto Ley 706, 2017; Acuerdo 001, 2018; Ley 1957, 

2019 y la Ley 1922, 2018” (p. 64), revisando estas normas, algunas coinciden para la elaboración 

del presente documento.  

     Para realizar esta sistematización de normas de las víctimas se deben cumplir unos elementos 

de la función sistematizadora. Latorre, (2012) indica que son: “a) Síntesis de sus características 

fundamentales b) principios que lo gobiernan c) Relaciones entre sus partes componentes d) 

Relaciones con otros conjuntos normativos.” (p.127). En cuanto a la síntesis de sus 

características fundamentales, es importante señalar que se ha identificado algunos elementos 

comunes que permite identificar el conjunto de normas que van a ser parte de este trabajo. Así 

las cosas, lo primero es indicar que se estudiaran normas que hacen referencia a víctimas en el 

contexto del conflicto armado, otra característica es que se trata de normas que aborda el 

tratamiento de las víctimas a partir del Acuerdo Final firmado con las FARC, Por último,  si 

bien, aunque se hará referencia a normas sustanciales, este trabajo principalmente se centra en 

normas procedimentales. Esto nos permite limitar el universo de normas a sistematizar en las 

siguientes: 1. Acuerdo Final, 2016; 2. Ley 1820, 2016; 3. Acto Legislativo 1, 2017; 4. Ley 1957, 

2019; 5. Acuerdo 001, 2018 y 6. La Ley 1922, 2018.  

     Los principios que lo gobiernan, son: 1. La verdad; 2. La justicia; 3. La reparación inmaterial; 

y 4. La no repetición de lo ocurrido. La verdad es el principio fundamental con el que se busca 

dignificar a las víctimas del conflicto armado, por esta razón es que el procedimiento 

desarrollado busca que los comparecientes aporten la verdad a cambio de beneficios. El principio 



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 22 

de la justicia que se encuentra en segundo lugar, se representa en el componente de justicia o 

Jurisdicción Especial para la Paz JEP, es un Tribunal flexible en la imposición de sus sanciones 

con el fin de conseguir la verdad para las víctimas. En tercer lugar, se encuentra la reparación 

inmaterial, y acorde con el principio de la verdad, esta reparación busca reparar la honra y el 

buen nombre de las víctimas, con la verdad de lo ocurrido serán dignificadas. Y por último, en 

cuarto lugar, se busca la no repetición, que trata sobre la re victimización que se está presentando 

en los territorios más afectados por el conflicto armado y en donde muchas víctimas, están 

repitiendo lo ocurrido. En el proceso de sistematización se hará énfasis en el alcance de estos 

principios.    

     Las relaciones entre sus partes componentes se realizará con la sistematización normativa 

dentro del mismo cuerpo normativo. Siguiendo al citado autor, debe resaltarse que el proceso de 

sistematización es predominantemente descriptivo (Latorre, 2012, p. 119). Esto quiere decir que 

es necesario identificar un conjunto normativo ya ha sido seleccionado, bajo unos criterios ya 

descritos. A partir de ello, la consiguiente tarea es la de interrelacionar las normas objeto de 

estudio. Este trabajo de interrelación no puede confundirse con una simple labor de compilación, 

pues la labor del investigador va más allá,  en el sentido de analizar y relacionar las normas con 

el fin de brindarle mayor claridad al lector. Esta labor será desarrollada a lo largo de los diversos 

capítulos que componen este trabajo, relacionando no solo normas nacionales sino 

internacionales, de especial aplicación para el caso de Cacarica. Además de esto, la tarea 

sistematizadora debe tener fines pedagógicos, y tal como se ha señalado en la primera parte de 

este texto, este es uno de los motivos que justifican este trabajo, esto es, el de establecer un 

documento que sea de fácil consulta y comprensión por las partes que intervienen en los 

procedimientos de víctimas. 

     Esta metodología de la sistematización es importante aplicarla en este trabajo, porque las 

normas en general se encuentran en desorden o en varios cuerpos normativos, lo que llevaría a 

simplificar los procesos, ahorrar tiempo en los procedimientos y para tener presente las 

concordancias normativas. 
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Figura 8. Metodología de la Sistematización. Elaboración propia. 

     Por último, existen normas incompletas que se clasifican según Larenz (2001), en: 

“aclaratorias, las restrictivas y las remisivas.” (p.250). se realizará un análisis en algunas de las 

normas, para identificar estas normas incompletas del procedimiento de las víctimas; en este 

conjunto normativo desarrollado; se evidencian las tres clases de normas, sobre todo las normas 

incompletas aclaratorias, las cuales, se repiten en ocasiones en el desarrollo de los capítulos.    

1. Las Víctimas en el Acuerdo Final, 2016  

     Este Acuerdo Final, 2016, fue sometido a un referendo en el que  participaron los ciudadanos, 

algunos votaron por el sí y otros votaron por el no; como resultado, ganaron los que votaron por 

el no. Sin embargo, ganó el deseo de sacar adelante estos Acuerdos y estos fueron refrendados 

por el Congreso de la República, después de varias modificaciones propuestas por el partido 

político de oposición a los Acuerdos, entrando en vigor el 1 de diciembre de 2016, finalmente, el 

Acuerdo Final, 2016 fue declarado exequible a través de las sentencias C-699/16 y C-169/17. 

     En este capítulo, se realizará un recorrido a través del Acuerdo Final, para identificar las 

normas de procedimiento de las víctimas, estas, se encuentran en el punto 5, las víctimas 

participarán, a través de informes, allegados estos a la SRVR por organizaciones de víctimas, 

pero también, podrán de manera personal solicitar su acreditación como víctima en la SRVR, 

según el art. 3, Ley 1922, 2018. 
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     En el procedimiento dialógico, la SRVR, podrá citar a las organizaciones de víctimas a 

audiencia pública en donde los comparecientes aportarán verdad de manera oral, y también, lo 

podrán hacer por escrito, (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 47, inc. 2). Es importante que este 

aporte se haga por escrito, para que no se escapen detalles importantes que puedan olvidarse en 

la audiencia pública. También, la SRVR recibirá informes de las organizaciones de víctimas y de 

derechos humanos colombianas “Relativos a las conductas cometidas con ocasión al conflicto 

armado, así como de fuentes judiciales o administrativas” (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, c). 

Este universo de información ayudará al esclarecimiento de la verdad.  

 

Figura 9. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, c, p. 154. Elaboración propia. 

     Lo que pretende la JEP, es en primer lugar obtener verdad para las víctimas y la sociedad 

colombiana, algo de suma importancia, para muchas de las víctimas del conflicto armado, pues 

algunas manifiestan no estar interesadas en dineros de ninguna clase, sino en que se sepan cómo 

fueron los hechos ocurridos y sus responsables de hechos graves cometidos, por los actores 

armados.  

     Los actores armados pueden ser agentes del Estado, terceros y los ex miembros de las FARC - 

EP, estos últimos, son quienes tienen más comparecientes ante la JEP, se espera que estos 
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aporten verdad plena, a continuación, se hablará de una norma aplicada para estos actores 

armados, quienes deberán responder, sobre todo, por los delitos más graves, los cuales no son 

objeto de amnistía, indulto, olvido o perdón, estos son:  

40.- No serán objeto de amnistía ni indulto ni de beneficios equivalentes los delitos de lesa humanidad, el 

genocidio, los graves crímenes de guerra -esto es, toda infracción del Derecho Internacional Humanitario 

cometida de forma sistemática -, la toma de rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las 

ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia 

sexual, la sustracción de menores, el desplazamiento forzado, además del reclutamiento de menores, todo 

ello conforme a lo establecido en el Estatuto de Roma. Acuerdo Final, 2016, 40, II, 5.1.2. p. 151.   

     Después de que la SRVR determine que las conductas cometidas en los casos relacionados 

con los ex miembros de las FARC-EP no son amnistiables, procederá a poner en conocimiento 

de los comparecientes el contenido de los informes y estos, si lo quieren aportarán verdad a las 

víctimas. (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, h, inc. 1). Lo anterior como un compromiso con 

las víctimas y con la sociedad, esto, por parte de todos los actores armados que en este 

documento serán mencionados en los procedimientos. 
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Figura 10. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, h, inc. 1, p. 155. Elaboración propia. 

     Respecto a los informes, la SRVR puede después de entregados, requerir a la FGN, 

organizaciones de víctimas y de derechos humanos u a otros, cuando no cuente con información 

suficiente, (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, k). Con respecto a la FGN, se han presentado 

incumplimientos a requerimientos de la información, también se han iniciado incidentes por 

incumplimientos en contra de representantes legales de entidades. 

     Las víctimas al acceder a la JEP, pueden ser amenazadas en su vida e integridad personal, por 

esta razón se facultó a la UIA, para que decidiera las medidas de protección a las víctimas, 

(Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51, b), lo anterior, se encuentra acorde con la Ley 1957, 2019, 
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art. 17 en donde se indica que será la Unidad Nacional de Protección UNP la encargada de 

proteger a las víctimas en su integridad física. En la siguiente norma se mencionará el derecho de 

las víctimas a recurrir a una segunda instancia, ante la Sección de Apelación del Tribunal SAT. 

 

Figura 11. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51, b, p. 159. Elaboración propia. 

     Frente al derecho al debido proceso, derecho de defensa, o regla técnica de la doble instancia 

consagrado en la Const. 1991, art. 29 y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

C. A. S. D. 1969, art. 8, h, la víctima tendrá derecho a una segunda instancia ante la SAT, cuando 

la SRV o la SARV, profieran una sentencia que vulnere sus derechos fundamentales, esta 

apelación deberá ser resuelta en (10) días, Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, inc. 5.  

     Este derecho a tener una segunda instancia se encuentra en el procedimiento dialógico y en el 

adversarial. Lo que contribuye al principio de la verdad, porque en caso de que las víctimas no se 

sientan satisfechas en cualquiera de estos procedimientos, con los aportes hechos por los 

comparecientes y la decisión de los magistrados. Por lo anterior, es importante que los 

comparecientes aporten verdad plena, detallada y exhaustiva.   
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Figura 12. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51, b, p. 159. Elaboración propia. 

     En caso de que el o los comparecientes no hayan aportado verdad plena a las víctimas, en el 

proceso dialógico; dentro del proceso adversarial las víctimas tendrán derecho a obtener justicia, 

y la encargada será la UIA, (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, e, p. 152). Es posible que las 

víctimas en este procedimiento obtengan también verdad, si antes de que se profiera sentencia el 

compareciente decide contribuir a la verdad, a cambio de una pena alternativa. 

 

Figura 13. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, e, p. 152. Elaboración propia. 
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     El procedimiento adversarial: es un procedimiento que se da en caso de que una o varias 

personas, presuntamente no están diciendo la verdad, respecto a hechos relacionados con el 

conflicto armado interno. De otro lado, la pena alternativa: es aquella que se da, cuando el 

compareciente decide por voluntad propia decir la verdad de lo ocurrido antes de que se profiera 

la sentencia en el procedimiento adversarial, y tendrá como sanción una pena de 5-8 años de 

prisión. 

 

Figura 14. Procedimientos Generales JEP. Elaboración propia. 

     Al respecto, la UIA llevará a juicio al compareciente ante la SARV, esta sección, será la 

encargada de imponerle una sentencia condenatoria o absolverlo, en este juicio podrán estar 

presentes las organizaciones de víctimas, (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 54, a, p. 162). Como 

se mencionó en el párrafo anterior, también se podrá aplicar una sanción alternativa. No 

solamente podrán estar presentes en audiencia las organizaciones de víctimas, sino que también 

deberán estar las víctimas de manera directa en el mismo recinto o por la virtualidad.  

     Como nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos hechos, “Non bis in idem”,  no se 

puede aplicar siempre en la JEP el procedimiento dialógico u adversarial, por esta razón, existe 

un procedimiento especial, para aquellas personas que ya fueron condenadas por la justicia 

ordinaria y quieren participar en la JEP, bajo la lógica del SIVJRNR. Son muchos los 

condenados en la justicia ordinaria por delitos relacionados con el conflicto armado. 
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Figura 15. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 54, a, p. 162. Elaboración propia. 

     Cuando ya existan sentencias condenatorias y a solicitud de la SDSJ, la SRT, puede imponer 

sanciones de conformidad al “LISTADO DE SANCIONES, I, II y III” (Acuerdo Final, 2016, p. 

171 – 175). También, en este procedimiento las víctimas podrán participar y ejercer sus 

derechos, Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 57, a, p. 163. La SDSJ y la SRT deberán citar a las 

víctimas para que participen en el proceso y reclamen sus derechos.  

     La reclamación de los derechos de las víctimas, se puede dar en la Sala de Definición de 

Situaciones Jurídicas SDSJ y en la Sección de Revisión del Tribunal SRT. Las reparaciones 

inmateriales a las víctimas dentro del procedimiento dialógico ante la Sala de Reconocimiento de 

Verdad y Responsabilidad SRVR, se deben cumplir varios requisitos por parte de los 

comparecientes antes de ser sancionados en el procedimiento dialógico. 
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Figura 16. Sentencias Condenatorias Justicia Ordinaria. Elaboración propia. 

     En el procedimiento de imposición de sanciones cuando reconozcan verdad exhaustiva, 

detallada y plena en la SRVR, los comparecientes deberán realizar un proyecto para la 

reparación de las víctimas y estas podrán participar en el procedimiento ante la SRVR y en el TP. 

Acuerdo Final, 2016, I, p. 172 – 173. Son importantes estas sanciones denominadas como 

propias, porque deben aportar a la reforma rural agraria, a la participación política, y a la 

solución del problema de las drogas. Ley 1957, 2019, art. 141. 

  

Figura 17. Proyecto para la Reparación. Elaboración propia. 

     Usualmente, se piensa que la reparación material es lo más importante para las víctimas del 

conflicto armado y se olvida la dignidad humana de estas, porque muchas de estas víctimas que 

participan en la JEP, lo que buscan en primer lugar es la verdad de lo que ocurrió con ellas y con 
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sus seres queridos; en esta justicia transicional se trabaja bajo la lógica del SIVJRNR, a esto se le 

llama justicia restaurativa. Cuando se aborde el capítulo tercero del Acto Legislativo 1, 2017, se 

hablará de que la JEP no es el escenario para obtener indemnizaciones monetarias. A 

continuación, se esclarece esta pregunta: ¿Qué es la justicia restaurativa? 

     La noción de justicia restaurativa según los investigadores Uprimny, R., & Saffon, M. P. 

(2005) es: (…) “un modelo alternativo de enfrentamiento del crimen que, en lugar de fundarse en 

la idea tradicional de retribución o castigo, parte de la importancia que tiene para la sociedad la 

reconciliación entre víctima y victimario.” (p. 217 – 218). Por ser la JEP un modelo alternativo 

no se enfocó en indemnizaciones monetarias, sino en indemnizaciones inmateriales como el 

valor de la verdad. 

     Ahora, lo que se quiere con la justicia restaurativa se materializa en el Listado de Sanciones 

que trata sobre: “Los compromisos en materia de reparación a las víctimas y garantías de no 

repetición.” (p. 171); este compromiso es de los comparecientes y el Estado para llegar a la 

verdad de lo ocurrido. Además, “Que la actividad realizada haya reparado a las víctimas o haya 

tenido un impacto restaurador.” (p. 172), aquí se hace mención de ese modelo alternativo que es 

la justicia restaurativa, que pretende sanar las heridas y reconciliar a las víctimas con los 

victimarios. 

     Los comparecientes deberán elaborar un proyecto de trabajos, obras y actividades que se 

denomina TOAR, relacionado con el cumplimiento de los acuerdos de paz de 2016, el cual, 

podrá ser concertado con las víctimas a través de los representantes de víctimas, este 

procedimiento lo harán ante la SRVR y en caso de no estar de acuerdo podrán acudir ante el TP, 

“La Sección de primera instancia de reconocimiento de verdad y responsabilidad determinará la 

ejecución efectiva de la sanción.” (p. 173). Será un procedimiento participativo, para que se 

cumplan los proyectos de manera efectiva en la SRV del TP. Ahora, en el siguiente capítulo, se 

hará mención de los beneficios y obligaciones con las víctimas que adquieren los comparecientes 

cuando ingresan a la JEP.  
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2. Las Víctimas en la Ley 1820, 2016   

     En este capítulo, se identificarán las normas de procedimiento relacionadas con las víctimas 

que existen en la Ley 1820 de 2016, hay que recordar que gracias a esta ley de amnistía e indulto 

y otros tratamientos especiales, tales como el Decreto 277 de 2017, y al Decreto Ley 706 de 

2017, muchos de los actores armados recobraron su libertad y la recobrarán a futuro previo 

cumplimiento a los requisitos de estas normas; entre estos requisitos es que se comprometan a 

reparar a las víctimas del conflicto armado de manera integral. No se abordarán los dos decretos 

en mención, porque no hacen mención de las víctimas de manera directa. 

 

Figura 18. Normas de Beneficios Condicionados para los Comparecientes. Elaboración propia. 

     En la Ley 1820 del 30 de diciembre de 2016, que trata sobre la amnistía, indulto y 

tratamientos penales especiales, se indica que los comparecientes deben contribuir a la 

satisfacción de los derechos de las víctimas, por esta razón, si en el transcurso de cinco (5) años 

los comparecientes incumplen los requerimientos del TP, perderán el beneficio de las sanciones 

propias de la JEP, (Ley 1820, 2016, art. 14, inc. 2). 

     Dichas sanciones propias van de 5 a 8 años de restricción de la libertad no intramural. Entre 

los que comparecen a la JEP, se encuentran los ex miembros de las FARC, los agentes del 

Estado, y los terceros que con ocasión y en relación con el conflicto armado de manera directa o 

indirecta hayan participado en el conflicto armado; con la diferenciación de que los ex miembros 

de las FARC deberán comparecer de manera obligatoria y los agentes del Estado no miembros 

de las fuerzas armadas y terceros de manera voluntaria porque la JEP no es su juez natural, según 

la sentencia C-674-17 de la Corte Constitucional. 
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     En asuntos relacionados con terceros civiles y agentes del Estado, la SDSJ, podrá emitir 

resoluciones declarando a los comparecientes: 1. La renuncia a la persecución penal; 2. La 

cesación de procedimiento; 3. La suspensión de la ejecución de la pena y 4. La extinción de 

responsabilidad por cumplimiento de la sanción; pero lo anterior, no eximirá al o los 

comparecientes del deber de contribuir al esclarecimiento de la verdad y tendrán que comparecer 

los cinco (5) años siguientes de la resolución, Ley 1820, art. 31, art. 33. Este deber de contribuir 

a la verdad será vigilado por el TP. 

 

Figura 19. Terceros Civiles y Agentes del Estado. Elaboración propia. 

     Con el fin de proteger los derechos de las víctimas, el TP, podrá requerir a los comparecientes 

que se encuentren con el beneficio de la libertad condicional y en caso de no acudir se les 

revocará, (Ley 1820, 2016, art. 35, parágrafo, inc. 6). Esta revocatoria se hará a través de un 

incidente, el cual es un trámite accesorio del proceso y en donde se puede resolver como ocurrió 

el 26 de abril de 2019 en el auto 061 se declaró: “que el señor Hernán Darío Velásquez 

Saldarriaga ha incumplido con las condiciones constitucionales y legales para mantener los 

beneficios que ha recibido como excombatiente de la antigua guerrilla de las FARC-EP (…)”. 

Este compareciente se ausentó y presuntamente ahora pertenece a las disidencias FARC. 

     En relación con los efectos de la amnistía y la renuncia a la persecución penal,  que benefician 

a los comparecientes, las víctimas tendrán garantías de reparación dentro del marco de la Ley 

1448 de 2011
9
 y el SIVJRNR, en concordancia con las normas Ley 1820, art. 41, inc. 1; Ley 

                                                 
9
 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno y se dictan otras disposiciones.” 



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 35 

1820, art. 42, inc. 1 y la Ley 1820, art. 48, 5. La amnistía se da con relación a los rebeldes que en 

este caso son los ex miembros de las FARC-EP u otros grupos armados quizás a futuro y la 

renuncia a la persecución penal se puede dar a agentes del Estado y a terceros que hayan 

participado en el conflicto armado. 

     Ahora, los agentes del Estado tienen mecanismos de tratamiento especial diferenciado, sin 

perjuicio para las víctimas de estos beneficios, deben contribuir al esclarecimiento de la verdad 

en los órganos judiciales y extrajudiciales que pertenecen al SIVJRNR, igualmente, podrán 

perder los beneficios si al ser requeridos, no asisten, Ley 1820, 2016, art. 50, inc. 1. Como ya se 

mencionó a través de la apertura de un incidente para la pérdida del régimen de condicionalidad, 

pueden perder los beneficios. 

 

Figura 20. Régimen de condicionalidad. Elaboración propia. 

     A la par, los agentes del Estado beneficiarios de la libertad transitoria condicionada y 

anticipada, se comprometen a aportar verdad y a la no repetición con el fin de reparar de manera 

inmaterial a las víctimas, (Ley 1820, 2016, art. 52, 4). Esta verdad debe ser exhaustiva y 

detallada como se indica en el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, I, 13. Para muchas víctimas es 

bastante importante que los agentes del Estado señalen quienes de sus superiores les dieron la 

orden, para establecer la llamada responsabilidad de mando.  



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 36 

    En cuanto al concepto de responsabilidad de mando Ambos, K. (1999) indicó que: “El 

concepto de responsabilidad de mando -o mejor dicho, de responsabilidad del superior (1)-, crea 

la responsabilidad del superior por el incumplimiento de actuar para impedir conductas penales 

de sus subordinados.” (…) (p. 527) al respecto, el 4 de febrero de 2020, se publico en la web de 

Tubarco Colombia
10

 que el ex General Montoya ante la JEP, alega que las ejecuciones 

extrajudiciales, se presentaron, porque los soldados eran pobres e ignorantes; seguramente, esto 

no será suficiente para librarse de responsabilidad, pues él era el comandante de las Fuerzas 

Militares.  

   

Figura 21. Responsabilidad de mando. Elaboración propia. 

     Sin perjuicio de lo anterior, estos agentes del Estado que se encuentren privados de la libertad 

menos de cinco (5) años podrán solicitar que se les traslade a una Unidad Militar o Policial, 

comprometiéndose a contribuir al SIVJRNR. (Ley 1820, 2016, art. 57, 4). Este compromiso debe 

ser con la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. Por último, esta Ley 1820, 2016, 

fue declarada exequible en la Sentencia C-007, 2018 de la Corte Constitucional. El siguiente 

capítulo trata de las normas de rango constitucional que fueron incorporadas a la Const. 1991 

para superar el conflicto armado y garantizar una paz estable y duradera. 

                                                 
10

 En esta página web aparece la noticia relacionada con las ejecuciones extrajudiciales: 

https://tubarco.news/tubarco-noticias-colombia/los-soldados-eran-pobres-e-ignorantes-el-general-montoya-sobre-

falsos-positivos/ 
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Figura 22. Beneficio – Condición – Agentes del Estado. Elaboración propia. 

     En los anteriores procedimientos los comparecientes, agentes del Estado, terceros civiles y ex 

miembros de las FARC, obtendrán beneficios a cambio de aportar a los derechos de las víctimas, 

en distintos escenarios, como la Comisión de Esclarecimiento de la Verdad CEV; la Unidad de 

Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas UBPD y la Jurisdicción Especial para la Paz 

JEP, con la verdad, justicia, reparación y la no repetición; hay que tener en cuenta las demás 

normas de la Ley 1820, 2016, las del Decreto 277 de 2017 y el Decreto 706 de 2017. 

3. Las Víctimas en el Acto Legislativo 1, 2017  

     El Acto Legislativo, 2017, fue declarado exequible en la Sentencia C-674, 2017, de la Corte 

Constitucional. En este capítulo se identificarán las normas de rango constitucional que servirán 

para proteger a las víctimas dentro del procedimiento; se hará mención del órgano de la UIA, el 

cual está, para velar por los derechos de las víctimas y para evitar la impunidad, esto en 

concordancia, con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, e, (p. 152) y con el Acuerdo Final, 

2016, 5.1.2, III, 51. (p. 159). Además, en este capítulo se mencionará: La SDSJ, la participación 

de las víctimas, la Procuraduría General de la Nación en adelante PGN, las sanciones y de la 

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas en adelante UARIV.      

     La UIA, tendrá un equipo para tratar asuntos de violencia sexual, por esta razón, creó el: 

Protocolo de comunicación de la UIA con las víctimas de violencia sexual, que tiene 

concordancias con las normas: Ley 1957, 2019, art. 16, 39, 86; Ley 1922, 2018, art. 22; y la Ley 

1922, 2018, art. 27D, 7 además, en sus investigaciones y en ejercicio de la acción penal, podrá 

requerir información de la FGN, las organizaciones de víctimas u otras.  
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     Lo anterior, dentro del procedimiento adversarial y dialógico, ayudará con el esclarecimiento 

de la verdad, el Acto Legislativo 1, 2017, art. 7, inc. 5 y la Ley 1957, 2019, art. 86; facultan a la 

UIA para requerir a entidades. De otra parte, podría pasar que algunos comparecientes, no 

quieran aportar verdad plena para las víctimas y logren obtener una sentencia absolutoria por 

falta de pruebas, sin embargo, la UIA velará para que no haya impunidad  y se haga justicia.  

     Como ya se había mencionado con anterioridad, existe un procedimiento especial que 

consiste en la sustitución de la sanción penal para agentes del Estado y terceros civiles. Este 

procedimiento se encuentra más acorde con el proceso dialógico, porque en la JEP no volverán a 

ser juzgados de nuevo; pero si estarán los comparecientes obligados a contribuir con la verdad, 

justicia, reparación y no repetición. 

 

Figura 23. Acto Legislativo 1, 2017, art. 7, inc. 5. Elaboración propia 

     Cuando no proceda la renuncia a la persecución penal, la SDSJ, solicitará a la SRT que 

sustituya la condena de la justicia ordinaria, por las sanciones propias o alternativas; el 
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condenado deberá garantizar que las víctimas obtengan reparación y que no se repitan los hechos 

victimizantes, Acto Legislativo 1, 2017, art. 11, inc. 1 en concordancia con el Acuerdo Final, 

2016, 5.1.2, III, 57, a, (p. 163). En este procedimiento especial el o los comparecientes deberán 

contribuir al SIVJRNR, quiere decir en lo extrajudicial y judicial, para reparar integralmente a 

las víctimas. 

     No solamente serán las normas en sentido estricto, las que determinen el trato que merecen 

las víctimas dentro del procedimiento, sino que estas dependerán del buen trato de las 

magistradas y magistrados los cuales tienen amplias facultades, para visibilizar y darles el 

protagonismo que merecen por el hecho de haber guardado silencio durante mucho tiempo. 

   

 

Figura 24. Sustitución de la Condena. Elaboración propia. 

     Los magistrados de la JEP deben velar porque las víctimas tengan participación “según los 

estándares nacionales e internacionales y los parámetros establecidos en el Acuerdo Final y 

doble instancia en el marco de un modelo adversarial.” (Acto Legislativo 1, 2017, art. 12, inc. 1). 

Más adelante en otras normas se verá que las víctimas también tienen doble instancia en el 

procedimiento dialógico. 

     En relación con la participación de las víctimas en la JEP existen varias herramientas entre 

estas: 1. el “Manual para la Participación de las Víctimas ante la JEP”; 2. el “Documento guía 

para la presentación de informes elaborados por organizaciones de víctimas, indígenas, negras, 

afrocolombianas, raizales, palenqueras, Rrom y de derechos humanos colombianas”; y el 3. 
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“Orientaciones para la Elaboración de Informes (De las Organizaciones de Víctimas, Indígenas, 

Negras, Afrocolombianas, Raizales, Palenqueras, Rom y de Derechos Humanos) Dirigidos a la 

JEP” entre otros. 

 

Figura 25. Documentos para la Participación de las Víctimas. Elaboración propia. 

      Acorde con la participación de las víctimas, hay que señalar que el Acuerdo Final, 2016, no 

se menciona la participación en audiencias de la PGN, ya en el Acto legislativo 1, 2017, se le da 

participación con el fin de garantizar los derechos de las víctimas, Acto Legislativo 1, 2017, art. 

12, inc. 2. Actualmente, en todas las audiencias en la JEP está participando la PGN. 

     Respecto a las sanciones que puede  imponer la JEP, es preciso señalar, en primer lugar que 

las víctimas tendrán el derecho a que la justicia en este caso la JEP, imponga sanciones a los 

comparecientes, estas sanciones pueden ser propias, alternativas u ordinarias, las anteriores 

sanciones se encuentran en concordancia con el Acuerdo Final, 2016, 60, 61, 62; en estos 

numerales se menciona,  por primera vez las sanciones, y se introduce al Listado de Sanciones 

(p. 171) y s.s;  

     Acto Legislativo 1, 2017, art. 13, esta es una norma aclaratoria y remisiva respecto a las 

sanciones; Ley 1957, 2019, Titulo IX, este aclara en 19 normas lo relacionado con las sanciones; 

Ley 1922, 2018, art. 30, inc. 2, menciona la relación entre la sentencia y las sanciones; Ley 1922, 

2018, art. 31, inc. 1, es una norma aclaratoria respecto a la sanción en la etapa de inexistencia de 
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correspondencia de la resolución de conclusiones y la Ley 1922, 2018, art. 33, inc. 2, se aclara en 

esta norma la relación de la sanción y los organismos encargados del cumplimiento.  

 

Figura 26. Sanciones y Reparación Integral. Elaboración propia. 

     Ahora, en relación con la reparación integral, en el artículo 18 del acto legislativo se indica 

que en el procedimiento de la JEP, el universo de víctimas de graves violaciones a los DDHH e 

infracciones al DIH, tendrán derecho a la reparación de manera integral, adecuada, diferenciada 

y efectiva. Cuando se habla de reparación integral se refiere la norma al Sistema Integral de 

Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición SIVJRNR. 

     La reparación adecuada, depende de que la víctima este satisfecha en su participación en el 

procedimiento dentro de la JEP; se debe dar una reparación diferenciada, por ejemplo, algunas 

víctimas requieren ser valoradas por psicólogos, psiquiatras, médicos especialistas entre otras 

formas de reparación y finalmente, la reparación efectiva, hace referencia a la calidad, para esto, 

se requieren recursos económicos. Cuando se recorta el presupuesto de la JEP, se pone en riesgo 

la reparación efectiva de las víctimas. 

     La Secretaria Ejecutiva de la JEP  SEJEP, destina dineros para las víctimas que asisten o 

asistirán a las audiencias, de manera directa, estas reciben en ocasiones dineros para viáticos, 

asesoría jurídica, psicológica, de manera indirecta, cuando se le paga a sus abogados todo lo que 

corresponda para el ejercicio de sus funciones. Si se recorta el presupuesto de la JEP, podría 

afectar a las víctimas en el acceso a la justicia.     
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     Respecto al parágrafo del artículo 18, se señala que las víctimas dentro de un proceso judicial 

ordinario, en donde el procesado se beneficie de la amnistía e indulto o la renuncia a la 

persecución penal, accedan a la JEP, sin olvidar a las víctimas, se indica que: “(…) deberán 

contribuir al esclarecimiento de la verdad, a la reparación de las víctimas y garantizar la no 

repetición.” Acto Legislativo 1, 2017, art. 18.  

     Se deben diferenciar los conceptos de DDHH y DIH. La noción de DDHH de Nikken, P. 

(1994): “Estos derechos, atributos de toda persona e inherentes a su dignidad, que el estado está 

en el deber de respetar, garantizar o satisfacer son los que hoy conocemos como derechos 

humanos.” (p. 1) muchos de los derechos humanos se encuentran incorporados en la 

Constitución Política de Colombia de 1991, de manera directa y de manera indirecta por 

interpretación de la norma constitucional se pueden reclamar dentro del Estado, como el derecho 

a la verdad que tienen las víctimas del conflicto armado. Ahora, la definición del DIH según la 

Cruz Roja Española (2018) señaló que: 

 

Es un conjunto de normas internacionales de origen convencional y consuetudinario, específicamente 

destinado a ser aplicado en los conflictos armados, internacionales o no, que limita, por razones 

humanitarias, el derecho de las partes en conflicto a elegir libremente los métodos (modos) y medios 

(armas) de hacer la guerra y que protege a las personas y los bienes afectados o que puedan resultar 

afectados por ella. (p. 3). 

 

     Para algunas personas es absurdo que existan regulaciones para la guerra o los conflictos 

armados, pues siendo los seres humanos racionales no deberían cometer actos de barbarie y 

actuar bien, sin embargo, existen principios que deben ser respetados como los principios de 

necesidad militar, limitación, distinción y proporcionalidad; como no se respetaron estos 

principios, se generaron víctimas. 

 

Figura 27. Incumplimiento de los Principios del DIH. Elaboración propia. 

 



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 43 

     Ahora, las víctimas tendrán derecho al esclarecimiento de la verdad, a la reparación no 

monetaria y las garantías de no repetición, aun cuando se excluyan a los miembros de la fuerza 

pública de ser requeridos en acciones de repetición y el llamamiento en garantía, Acto 

Legislativo 1, 2017, art. 26, en concordancia con el artículo 2 de la ley 678 del 2001, sin 

perjuicio, de que las victimas puedan reclamar indemnizaciones monetarias ante la UARIV u 

otras entidades del Estado. 

     En relación con la UARIV, y en cumplimiento de la Sentencia de constitucionalidad C-

588/19 el Congreso de la República expidió el 8 de enero, la Ley 2078 de 2021, "POR MEDIO 

DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1448 DE 2011 Y LOS DECRETOS LEY ETNICOS 

4633 DE 2011, 4634 DE 2011 Y 4635 DE 2011, PRORROGANDO POR 10 AÑOS SU 

VIGENCIA". A continuación, se abordará la ley estatutaria de la JEP y su relación con las 

normas de procedimiento de las víctimas.  

4. Las Víctimas en la Ley 1957, 2019 – Ley Estatutaria de Administración de Justicia de la 

JEP -   

     A través de la sentencia C-080, 2018, la Honorable Corte Constitucional, en el mes de agosto 

de 2018, declaró exequible la Ley Estatutaria de Administración de Justicia de la JEP, luego, el 

Presidente de la República objeto 6 de los artículos de los 159 artículos por inconvenientes, que 

más adelante no fueron aceptadas por el Congreso de la República y casi 10 meses después fue 

firmada la Ley 1957 de 2019,  por el presidente el 6 de junio de 2019. 

     En este capítulo, se identificarán las normas de procedimiento de las víctimas en la Ley 1957, 

2019, o Ley Estatutaria de Administración de Justicia de la JEP, esta norma demoró en entrar en 

vigencia debido a intereses políticos, al entrar en vigencia permitió que la JEP empezará a operar 

de manera efectiva, esta norma a grandes rasgos, trata del derecho de las víctimas a la gratuidad, 

el enfoque étnico y cultural, y del acompañamiento psicológico y jurídico a las víctimas.    

     Esta ley parte de una serie de principios de deben ser garantizados en las actuaciones de este 

organismo. Así, se reconoce el principio de la gratuidad cobija a todas las víctimas, las 

actuaciones y procedimientos ante la JEP no tienen ningún costo y será gratuito el acceso a la 

justicia. Ley 1957, 2019, art. 11. El Estado de Colombia se encuentra en mora con las víctimas 

del conflicto armado interno, debido a que no se han esclarecido los hechos ocurridos, mal seria 
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que se les exija a las víctimas pagar de cualquier forma, por tener acceso a la justicia, pues es un 

servicio público esencial el poder participar en la JEP.  

     En el principio de la centralidad de las víctimas, se indica que en todas las actuaciones se 

debe tener en cuenta la gravedad del sufrimiento infligido por las graves infracciones al DIH y 

las graves violaciones a los DDHH (Ley 1957, 2019, art. 13, en concordancia con el Acto 

Legislativo 1, 2017, art. 18). Teniendo en cuenta las graves infracciones al DIH y las graves 

violaciones a los DDHH en el Acuerdo Final 2016, se indicó que no son amnistiables: 

(…) No serán objeto de amnistía ni indulto ni de beneficios equivalentes los delitos de lesa humanidad, el 

genocidio, los graves crímenes de guerra -esto es, toda infracción del Derecho Internacional Humanitario 

cometida de forma sistemática -, la toma de rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las 

ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia 

sexual, la sustracción de menores, el desplazamiento forzado, además del reclutamiento de menores, todo 

ello conforme a lo establecido en el Estatuto de Roma. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, I, 40, inc. 1. 

     Las infracciones al DIH pueden ser por: el empleo de medios ilícitos de guerra: por ejemplo 

utilizar armas prohibidas como cilindros bomba; el empleo de métodos ilícitos de guerra: por 

ejemplo el ataque indiscriminado que generó el desplazamiento forzado como se dio en el 

territorio del Cacarica; atacar objetivos ilícitos de guerra: por ejemplo el ataque a bienes civiles 

como el medio ambiente, y el trato indigno al ser humano: el homicidio o lesiones a persona 

protegida en el caso de Marino López Mena, relacionado con el Caso 004 de la JEP. 

     Además, de las conductas establecidas en el Acuerdo Final, 2016, 40, se debe observar el 

Código Penal en especial en lo relacionado al Título II “DELITOS CONTRA PERSONAS Y 

BIENES PROTEGIDOS POR EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO” el 

Código de Procedimiento Penal en materia de DDHH y DIH de conformidad al art. 3; 21; art. 

111, 1; art. 111, 1, d; art. 124, 130; art. 192, 4; art. 276 y 373 y la Ley 1820, 2016, en su art. 23, 

30, 46, 47, 52 y el 57. Las anteriores normas, evidencian que en el asunto de las conductas se 

tienen normas aclaratorias y remisivas; en cuanto a las remisiones de estas normas, nos llevan a 

los DDHH, al Derecho Internacional de los Derechos Humanos DIDH, DIH, Derecho Penal 

Internacional…  

     Una de las cuestiones más importantes frente al caso que se ha escogido en este trabajo es lo 

referente al enfoque étnico y cultural que desarrolla esta ley. Las victimas tendrán el derecho a la 

participación con perspectivas étnicas y culturales, tendrán acceso a información, y a la 
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asistencia técnica y psicosocial. Ley 1957, 2019, art. 14, inc. 2. El conflicto armado interno ha 

afectado en su mayoría a grupos étnicos y culturales, cuando no se les ha respetado su territorio, 

desconociéndoles el derecho de consulta, por esta razón, es que muchos grupos indígenas y 

comunidades de negros, Afrodescendientes serán representados por: el Sistema Autónomo de 

Asesoría y Defensa SAAD –Representación a Víctimas negras, Afrodescendientes, se encuentra 

a cargo de la: Corporación Agencia Afrocolombiana Hileros. 

     Tanto las víctimas de la Cuenca del Rio Cacarica como cualquier otra víctima de los 

territorios o casos priorizados en la JEP que se identifique como negra, afrodescendiente, puede 

solicitar que la Corporación en mención, la incluyan en sus informes y si es procedente las 

víctimas podrán ser acreditadas por la JEP; hay que tener en cuenta que la JEP tiene los 

siguientes casos dentro de los que podrían ser reconocidas:  

     Caso 01: Toma de rehenes y otras privaciones graves de la libertad cometidas por las Farc EP. 

Caso 02: Prioriza la situación territorial de Ricaurte, Tumaco y Barbacoas (Nariño). Caso 03: 

Muertes ilegítimamente presentadas como bajas en combate por agentes del Estado. Caso 04: 

Situación territorial de la región de Urabá. Caso 05: Prioriza situación territorial en la región del 

norte del Cauca y el sur del Valle del Cauca. Caso 06: Victimización de miembros de la Unión 

Patriótica. Caso 07: Reclutamiento y utilización de niñas y niños en el conflicto armado. 

 

     De lo anterior, se puede decir que no solamente las víctimas de la Cuenca del Rio Cacarica 

son negras y Afrodescendientes, y que además, no solamente fueron víctimas dentro del Caso 

004; sino que pueden ser víctimas dentro de cualquiera de los siete casos de la JEP y a futuro 

dentro de los demás casos a los que se les de apertura. Sin embargo, en este trabajo se menciona 

de manera específica los negros y Afrodescendientes de la Cuenca del Rio Cacarica; quienes han 

sido desplazadas de sus territorios, ejecutados extrajudicialmente y desaparecidos, estos hechos, 

posiblemente se esclarecerán en el caso 004. Personas naturales y jurídicas han ejecutado 

proyectos en territorios de pueblos con enfoque étnico sin la consulta previa.  

    

     Respecto al derecho de consulta la Organización Internacional del Trabajo (1989) indica que 

se debe: “consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en 

particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas 

https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/01.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/02.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/03.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/03.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/03.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/04.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/04.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/04.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/05.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/05.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/05.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/06.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/06.html
https://www.jep.gov.co/especiales1/macrocasos/07.html
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legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente” (p. 3). Esta consulta previa 

no se ha hecho en muchos territorios en donde viven grupos étnicos, al respecto véase también la 

SU 123, 2018 y la T 011, 063, 281, 541 de 2019, de la Corte Constitucional entre otras.  

     Respecto a la consulta previa la Secretaria Ejecutiva, para realizar presencia territorial a 

realizado gestión de la siguiente manera:  

Para el cumplimiento de las líneas estratégicas de la gestión y atención a nivel territorial, desde finales de 

2018 la Secretaría Ejecutiva ha fortalecido su presencia y acción con equipos conformados por los enlaces 

territoriales del Departamento de Gestión Territorial, profesionales sociales y psicosociales del 

Departamento de Atención a Víctimas, abogados y profesionales psicosociales del Sistema Autónomo de 

Asesoría y Defensa a Comparecientes y, en algunas zonas del país, también por enlaces étnicos para el 

relacionamiento diferenciado con Pueblos Indígenas, Comunidades Negras, Afrodescendientes, Raizales y 

Palenqueras y con el Pueblo Rrom, en cumplimiento de acuerdos de la Consulta Previa, para facilitar su 

participación efectiva ante JEP..
11

 

     Producto de la consulta previa hecha por la JEP se elaboró el: “Protocolo para la 

coordinación, articulación interjurisdiccional y diálogo intercultural entre la Jurisdicción 

Especial Indígena y la Jurisdicción Especial para la Paz”. Esta herramienta es un apoyo para que 

las víctimas puedan participar en la JEP; el órgano de carácter administrativo de la JEP, la 

Secretaria Ejecutiva se encuentra trabajando fuertemente para garantizar el acceso a la justicia de 

las víctimas.  

 

     Respecto a la Secretaria Ejecutiva de la JEP SEJEP tiene una dependencia adscrita, llamada el 

Sistema Autónomo de Asesoría y Defensa SAAD, encargada de garantizar los derechos de las 

víctimas a través de la asesoría y defensa de abogados que las asistirán en las diferentes etapas 

procesales en los órganos de la JEP. (Ley 1957, 2019, art. 14, parágrafo). Esta asesoría está 

acorde con el principio de la gratuidad, para que las víctimas puedan acceder a la JEP. 

    Los derechos de las víctimas se garantizarán a través de sus representantes quienes 

normalmente pertenecen al SAAD, entre estos derechos esta: “Ser reconocidas como víctimas 

dentro del proceso judicial que se adelanta.” Ley 1957, 2019, art. 15, a. En el artículo titulado 

“Las Políticas de Justicia y Paz en el Reconocimiento a las Víctimas del Conflicto Armado en 

                                                 
11

 En esta página web se encuentra lo relacionado con la SEJEP: 

https://www.jep.gov.co/Paginas/Secretar%C3%ADa-Ejecutiva-de-la-JEP.aspx 
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Colombia” se resalta la importancia de la justicia transicional para el reconocimiento de las 

víctimas de la siguiente manera García, Y. E. G. (2013):  

     “Es por ello que el reconocimiento de las víctimas debe convertirse en el eje fundamental  

para  el  logro  de  una  hermenéutica  jurídica  basada  en  la  igualdad  de  derechos  a  través  de 

la participación ciudadana.” (p. 24) En el título de este libro se hace referencia a Justicia y Paz, 

un tribunal de justicia transicional, para la desmovilización de grupos paramilitares y de 

guerrilleros de las FARC, este antecede a la JEP y le aportó bastantes experiencias al nuevo 

tribunal, para que se reconozcan a las víctimas, se espera que las víctimas tengan mayor 

participación en la JEP.  

     Las víctimas pueden participar ejerciendo sus derechos, aportando pruebas e interponiendo 

recursos establecidos en la JEP contra las sentencias que se profieran. Ley 1957, 2019, art. 15, b. 

Los recursos a los que pueden acudir por ejemplo son: el de reposición, apelación, y a la 

solicitud de apertura de incidentes. Lo anterior en concordancia con la Ley 1922, 2018, art. 27D, 

4, que trata, también, sobre la participación de las víctimas con las pruebas; y la Ley 1957, 2019, 

art. 144, en relación con los recursos de reposición y el de apelación.  

     Para que las víctimas puedan aportar dichas pruebas e interponer recursos deben recibir 

asesoría, orientación y representación judicial a través del SAAD que trata el artículo 115 de la 

presente Ley Estatutaria. Ley 1957, 2019, art. 15, c. Además, esto se encuentra el SAAD en 

concordancia con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, inciso 3; Ley 1820, 2016, art. 60; Acto 

Legislativo 1, 2017, art. 12, parágrafo; el parágrafo del artículo 14 de la Ley 1957 de 2019; Ley 

1957, 2019, art. 37; Ley 1922, 2018 art. 2, 6; Decreto 1166, 2018; artículo 97 del Acuerdo ASP 

No. 001 de 2020; y con la Resolución No. 786 de 31 de diciembre de 2020, expedida por la 

SEJEP:  

Por la cual se crea el Registro de Abogados del Sistema Autónomo de Asesoría y Defensa (SAAD) para la 

asesoría y defensa de comparecientes y la asesoría y representación judicial de las víctimas ante la 

Jurisdicción Especial para la Paz – JEP. 

     Las víctimas en el inciso 2 del artículo 14 de la ley 1957 de 2019, tienen el derecho a la 

asistencia técnica y psicosocial y más adelante se indica que pueden: “Contar con 

acompañamiento sicológico y jurídico (…)” Ley 1957, 2019, art. 15, d, esto específicamente en 
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el listado de los derechos de las víctimas de la Ley Estatutaria de la JEP. Las víctimas del 

conflicto armado aún recuerdan con dolor los hechos ocurridos con ellas y sus familiares, por 

esta razón, es importante que tengan asesoría psicológica del SAAD - SEJEP.  

     La asesoría psicológica según Becerra, A., & Saldaña, A. T. (2012):“Es la acción realizada 

por profesionales de la salud mental, intencionalmente dirigida a brindar herramientas 

conceptuales, metodológicas y técnicas, en las áreas comportamental y cognitiva que facilite la 

toma de decisiones en la vida relacional de las personas” (p. 53). Las víctimas del conflicto 

armado pudieron ser afectadas de distintas formas, y para esto, se requiere de profesionales de la 

psicología. 

     Debido a estas afectaciones psicológicas las víctimas merecen: “Ser tratadas con justicia, 

dignidad y respeto.” (Ley 1957, 2019, art. 15, e). Muchas veces los funcionarios por falta de 

conocimiento y capacitación no han tenido en cuenta el derecho de las víctimas, esto a causa de 

que en Colombia no se les había dado protagonismo a las víctimas, y ellas habían permanecido 

en silencio. Ahora se busca que las víctimas dentro del procedimiento de la JEP tengan un mejor 

trato. 

     Los funcionarios de la JEP se encuentran comprometidos con las víctimas, por esta razón 

ellas deben: “Ser informadas del avance de la investigación y del proceso.” (Ley 1957, 2019, art. 

15, f). Cuando se les notifica de las distintas resoluciones que resuelven las Salas y Secciones, al 

correo electrónico que suministren ellas y sus apoderados y en ocasiones, también, se les llama 

por teléfono. 

 

Figura 28. Informes, pruebas y procedimientos de las víctimas. Elaboración propia. 
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     En esta Ley Estatutaria se indica que las víctimas deben: “Ser informadas a tiempo de cuando 

se llevarán a cabo las distintas audiencias del proceso, y a intervenir en ellas.” (Ley 1957, 2019, 

art. 15, g). Las víctimas en la JEP son notificadas en los términos procesales de todas las 

decisiones que profieren los jueces de las salas y secciones. Al respecto, en la siguiente norma, 

se hace mención de que las Salas en casos de reconocimiento de verdad y responsabilidad: 

(…) podrán llevar a cabo audiencias públicas en presencia de víctimas individuales o colectivas afectadas 

con la o las conductas, sin perjuicio de que dicho reconocimiento se realice por escrito. En los casos de 

reconocimiento escrito, deberá entregárseles copia del mismo a las víctimas directas y se les dará la debida 

publicidad en concertación con estas, conforme las normas de procedimiento. Ley 1957, 2019, art. 15, h. 

     En la anterior norma, se indica que las Salas pueden darle a las víctimas, presencia en las 

audiencias públicas de manera individual y colectiva; que se les pondrá en conocimiento el 

reconocimiento que realicen los comparecientes; estos actos, pertenecen al procedimiento 

dialógico que trata del reconocimiento de la verdad; por esta razón es importante que sean 

reconocidas las víctimas. 

     Las víctimas podrán ser reconocidas en la JEP por: 1. La vía administrativa: por ejemplo en la 

UARIV. 2. Bases de datos: como las del CNMH 3. Por asilo o refugio: muchos países han 

recibido víctimas del conflicto armado y a través de sus instituciones u organizaciones podrían 

dar fe de lo que ocurrió y de la calidad de víctimas. Las víctimas poseen diferentes y amplios 

mecanismos para probar su condición de víctima esto da a entender la Ley 1957, 2019, art. 15, 

parágrafo 1. Luego, de que sean reconocidas las víctimas, hay que tener especial cuidado con las 

víctimas de violencia sexual, quienes tienen unos derechos procesales. 

     Las víctimas de violencia sexual tendrán derechos procesales dentro de la JEP como: 1. El 

deber de la debida diligencia, 2. El derecho a la intimidad. Y el 3. El derecho a no ser 

revíctimizadas. La práctica de pruebas en estos delitos se hará acorde con el Estatuto de Roma y 

tendrá tratamiento especial y garantías procesales los pueblos y comunidades indígenas, esto en 

concordancia con la Ley 1957, 2019, art. 16, relacionado con el derecho de las víctimas en casos 

de violencia sexual y la Ley 1957, 2019, art. 39, acerca de la contribución a la reparación de las 

víctimas. Respecto al deber de la debida diligencia León, G. D., Krsticevic, V., & Obando, L. 

(2010) señalan que los: 
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Principios generales de debida diligencia para la investigación de graves violaciones a los derechos 

humanos 1. Oficiosidad 2. Oportunidad 3. Competencia 4. Independencia e imparcialidad 5. Exhaustividad 

6 Participación de las víctimas y sus familiares. (p. 22)  

     Frente a estos principios es importante resaltar la labor que tiene la JEP, sus jueces deben 

impulsar las investigaciones; para que dentro de los 15 – 20 años que investigarán los delitos de 

violencia sexual y demás delitos, no queden en la impunidad; con independencia e imparcialidad; 

de manera exhaustiva y con la participación de las víctimas y ojalá con la de sus familiares; 

gracias a la virtualidad de las audiencias en la JEP, es posible que asistan múltiples víctimas. 

     En relación con el artículo 124 del Estatuto de Roma, los crímenes de lesa humanidad y 

genocidio, el Estado de Colombia aceptó la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en 

relación a crímenes de guerra a partir del 1 de noviembre de 2009 y frente a los crímenes de lesa 

humanidad y genocidio la competencia fue aceptada a partir del 5 de agosto de 2002. Estatuto de 

Roma E.D.R, 1998, art. 124. Lo anterior, en caso de que el Estado de Colombia, por diferentes 

razones, no logre garantizar la no impunidad; deberán responder las personas involucradas ante 

la Corte Penal Internacional. 

     De ahí la importancia de que la JEP, pueda realizar su trabajo, y que no haya impunidad para 

las víctimas; en esta lucha por la verdad, justicia, reparación y no repetición; las víctimas, 

comparecientes, testigos e intervinientes en el proceso ante la JEP, pueden llegar a ser vulneradas 

en sus garantías procesales, el derecho a la vida, y la seguridad personal, ante esto pueden, 

solicitar que se les vincule a un programa de protección de la UNP, Ley 1957, 2019, art. 17, esto 

en concordancia con la Ley 1922, 2018, art. 23. En la siguiente figura explica la Comisión 

Colombiana de Juristas CCJ, cuatro clases de medidas cautelares: Preventivas, conservativas, 

anticipadas y suspensivas.  

     Las preventivas se pueden dar, cuando las víctimas del conflicto armado son amenazadas y en 

ocasiones requieren de escoltas para evitar que pierdan la vida. Las conservativas, cuando la JEP 

le ha dado protección a los cementerios, para proteger los cuerpos de personas presuntamente 

desaparecidas. Las anticipativas, un ejemplo sería que la JEP ordene que las víctimas puedan 

volver a sus territorios de donde fueron desplazados de manera forzada como ocurrió en el caso 

de Cacarica, que será investigado en dentro del caso 004. Por último, las suspensivas se pueden 
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dar en territorios en donde presuntamente existen cuerpos de personas dadas por desaparecidas y 

que se estén desarrollando vías o proyectos por parte de la administración respectiva.   

 

Figura 29. Esta figura pertenece a la CCJ e ilustra el contenido de la Ley 1922, 2018, art. 23. 

     Ya es un hecho que están en riesgo las víctimas, testigos y comparecientes a la JEP, debido a 

que, se están presentando disputas por el control territorial, para realizar actividades ilícitas por 

parte de grupos armados, al respecto, el 27 de enero de 2021, a las 7:00 a.m., El Espectador 

@EEColombia2020, vía Twitter publicó una noticia titulada “2021, el inicio de año más violento 

desde la firma del Acuerdo de Paz”: JEP: 

La @UIA_JEP entregó el informe de monitoreo de riesgos de seguridad que revela que, entre el 1 y el 24 

de enero de este año, se han presentado 33 enfrentamientos, amenazas y masacres, 18 hechos más que en el 

mismo periodo en 2020. 

     En este informe de la UIA, se refleja la necesidad de proteger a las víctimas, comparecientes, 

testigos e intervinientes; presuntamente hay intereses de algunas personas en que no se sepa lo 

ocurrido en el conflicto armado interno, y por esta razón, se están realizando amenazas de muerte 

a las víctimas para que no comparezcan a la JEP, a los líderes sociales y a ex miembros de Las 

FARC, se les está asesinando, aprovechando la emergencia sanitaria del COVID. El Estado no 

les ha dado un trato igualitario a las víctimas; a través de la JEP, se buscará equilibrar con 

enfoques específicos.  
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     Para hablar del derecho a la igualdad en la JEP, hay que tener en cuenta que somos iguales 

frente a la ley y la Constitución Política, pero distintos en situaciones específicas. La JEP operará 

de conformidad al derecho a la igualdad y de los “enfoques” los cuales son acordes con la Const. 

1991, art. 13, en determinadas situaciones todos no se encuentran en igualdad de condiciones, 

entonces hay que proteger a aquellas personas que se encuentran en estado de debilidad en 

mayor grado de vulnerabilidad. Por esto, en la siguiente norma se hablará del enfoque 

diferenciado en la Ley de Víctimas y en la JEP. 

     El enfoque diferencial en la Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras, se menciona por 

primera vez en esta Ley en el artículo 13; en su inciso 2, se indica que el Estado deberá proteger 

a: “(…) mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, 

campesinos, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de Derechos 

Humanos y víctimas de desplazamiento forzado.” Además, se mencionan a los grupos étnicos en 

el art. 2, inc. 2; art. 136, inc. 2; art. 205, b; En contraste, las normas de procedimiento de la JEP 

aclaran y remiten a otras normas internacionales en este tema según el siguiente párrafo. 

     El enfoque diferenciado en las actuaciones de la JEP, abarca lo relacionado con las víctimas: 

mujeres, niñas, niños, inclusive el enfoque étnico de los pueblos y comunidades indígenas, 

NARP y Rrom, en defensa de estos se debe tener en cuenta los derechos fundamentales; la 

jurisprudencia constitucional; el Convenio 169 de la OIT; el Convenio Internacional para la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial CERD y todas las normas del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos DIDH. Ley 1957, 2019, art. 18.  

     En todas las actuaciones de la JEP, se deberá tener en cuenta el enfoque diferenciado, por esta 

razón la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas SDSJ y la Sala de Reconocimiento de 

Verdad y Responsabilidad SRVR tendrán herramientas para aplicar este enfoque, y así, 

garantizar los derechos de las víctimas más vulneradas por su situación, que las ha llevado a ser 

discriminadas. 

        La SDSJ y la SRVR tienen la facultad de aplicar los criterios y metodología de priorización 

de casos y situaciones conforme al documento creado por la SRVR el 28 de junio de 2018, para 

concentrar el ejercicio de la acción penal según el numeral 17: “criterios para concentrar el 

ejercicio de la acción penal en quienes tuvieron participación determinante en los hechos más 
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graves y representativos” y en relación con la Ley 1957, 2019, art. 19, inc. 1, dentro del proceso 

respecto a las víctimas, tendrá unas características diferenciales:  

Condiciones de vulnerabilidad y/o necesidad de adoptar medidas diferenciales de protección derivadas de 

patrones históricos, sociales y culturales de discriminación que se han identificado a partir de aspectos 

como: el origen étnico, el género, la edad, la condición de discapacidad, la orientación sexual y la identidad 

de género y/o rol social de la víctima. Ley 1957, 2019, art. 19, 3. 

     Quiere decir lo anterior que la discriminación se ha dado por tres patrones: 1. Histórico, 2. 

Social y 3. Cultural y que se han identificado a partir de seis (6) aspectos: 1. El origen étnico, 2. 

El género, 3. La edad, 4. La condición de discapacidad, 5. La orientación sexual, y 6. La 

identidad de género y/o rol social de la víctima. En la Ley de Víctimas y de Restitución de 

Tierras, se hace énfasis a lo histórico, por esto es que hace mención a la memoria histórica, 

reparación simbólica; ordena al Centro Nacional de Memoria Histórica CNMH y aborda temas 

relacionados con los DDHH.   

 

Figura 30. Discriminación. Elaboración propia. 

     Las víctimas han sido discriminadas dentro de los procedimientos penales, ahora, en la JEP se 

le tendrá en cuenta de distintas maneras, entre estas está, el régimen de condicionalidad que trata 

de que los comparecientes obtengan ciertos beneficios, pero estos serán, a cambio del aporte a la 

verdad, justicia, reparación y no repetición para las víctimas; la discriminación fue a tal punto 

que en ocasiones a algunas víctimas, ni siquiera, se les recibieron sus denuncias penales o 

algunas denuncias nunca tuvieron actuaciones que las satisficieran.  

     Se aclarará en las normas de procedimiento de la Ley Estatutaria lo relacionado con el 

régimen de condicionalidad. Los comparecientes tienen que cumplir con unos requisitos, para el 
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tratamiento especial, dentro del régimen de condicionalidad, entre estos, el más importante el 

aporte que haga a la verdad plena, para el conocimiento de las víctimas, estas podrán solicitar 

que se inicie un incidente, cuando consideren que se está incumpliendo con el régimen de 

condicionalidad, Ley 1957, 2019, art. 20, en relación con el Acuerdo Final, 2016 y la Ley 1820, 

2016. Un beneficio producto del régimen de condicionalidad es la amnistía la cual se da para los 

rebeldes en este caso los ex miembros de las FARC. 

     La amnistía: “extingue la acción y la sanción penal principal y las accesorias” y entre otros 

beneficios para los comparecientes a la JEP, es importante señalar que las víctimas, sin perjuicio 

de esos beneficios, tienen derechos normados en la Ley 1448 de 2011, y en relación con el 

enfoque étnico con los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011 que deben ser complementados 

en el SIVJRNR. Ley 1957, 2019, art. 41, inc. 1. Lo anterior, está relacionado con los ex 

miembros de las FARC – EP quienes acuden a la SAI. 

     Del mismo modo, los agentes del Estado también tienen unos beneficios dentro del régimen 

de condicionalidad, los cuales se materializan en la renuncia a la persecución penal, que se 

solicitan ante la SDSJ, las resoluciones proferidas por esta Sala, pueden ser recurridas por las 

víctimas con el recurso de reposición ante la misma, y en apelación ante la SAT del TP. Ley 

1957, 2019, art. 48. Dentro del régimen de condicionalidad debe el compareciente, aportar a los 

órganos extrajudiciales CEV y UBPD. 

 

Figura 31. Recurso de Reposición y Apelación. Elaboración propia. 
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       Cuando sean requeridos los comparecientes por el TP, para que contribuyan al 

esclarecimiento de la verdad y dando información en la Comisión para el Esclarecimiento de la 

Verdad CEV y a la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas UBPD y se 

rehúsen, perderán los beneficios. Ley 1957, 2019, art. 49, inc. 2. Como se observa dentro del 

régimen de condicionalidad, no solamente los comparecientes deben aportar al órgano judicial 

JEP, sino también a los órganos extrajudiciales. En el siguiente artículo, se mencionará el 

beneficio de la libertad transitoria condicionada y anticipada para los agentes del Estado. Este 

artículo sigue aclarando lo relacionado con el régimen de condicionalidad, para agentes del 

Estado. 

     Los beneficios de la libertad transitoria condicionada y anticipada para los agentes del Estado, 

deben cumplir cuatro (4) requisitos, entre estos, el numeral 4, art. 52 de la Ley Estatutaria, indica 

que se deberá reparar a las víctimas de manera inmaterial dentro del SIVJRNR, atendiendo los 

requerimientos de los órganos del sistema. Ley 1957, 2019, art. 52, 4. Otro beneficio para los 

agentes del Estado es la privación de la libertad en unidad militar o policial para integrantes de 

las fuerzas militares y policiales. 

 

Figura 32. Libertad Transitoria Agentes del Estado. Elaboración propia. 

     Dentro del procedimiento que da beneficios de la privación de la libertad en unidad militar o 

policial para integrantes de las fuerzas militares y policiales, se reitera que se deberá observar la 

reparación inmaterial que debe hacer el compareciente a las víctimas dentro del marco del 

SIVJRNR y atender los requerimientos de los órganos, Ley 1957, 2019, art. 57, 4. En la Ley 

Estatutaria de la JEP, se aclara, cuales son los órganos de la JEP. 

     Al igual que se indica en el Acuerdo Final, 2016, en su numeral 46, en la Ley Estatutaria de 

Administración de Justicia de la JEP, se crean unos órganos de la JEP para garantizar los 
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derechos de las víctimas estos son: a. SRVR, b. TP, c. SAI, d. SDSJ, y e. UIA; además, se 

mencionan los dos procedimientos generales, en el caso del Acuerdo Final, 2016 en el numeral 

45, y en la Ley Estatutaria, estos son: 1. “Procedimiento en caso de reconocimiento de verdad y 

reconocimiento de responsabilidad.” 2. Procedimiento en caso de ausencia de reconocimiento de 

verdad y de responsabilidad.” Ley 1957, 2019, art. 72, 73. En seguida, la Ley Estatutaria faculta 

a los magistrados y magistradas a crear el Reglamento General de la JEP, para dar garantías a las 

víctimas y complementar los dos procedimientos en mención. 

     Los magistrados y magistradas de la JEP adoptarán un Reglamento Interno que los faculta en 

la Ley Estatutaria y deberán hacerlo: “respetando los principios de imparcialidad, independencia 

y las garantías de las víctimas” en este Reglamento, el cual es reconocido como el Acuerdo 001, 

2018, y que se abordará en el próximo capítulo, se desarrollaron procedimientos importantes 

para las víctimas, donde se deberá ver reflejado el principio de la participación de las víctimas. 

Ley 1957, 2019, art. 75, 76. En relación con el principio de la participación de las víctimas, estas 

pueden participar de manera indirecta, a través, de la PGN. 

     En la Const. 1991, art. 277, numerales 1 y 2, se indica que la PGN vigilará las decisiones 

judiciales y protegerá los derechos humanos, esto se encuentra acorde con el Acto legislativo 1, 

2017, art. 12, inc. 2, que trata sobre la defensa de los derechos fundamentales de las víctimas y la 

Ley 1957, 2019, art. 77, que menciona la intervención de la PGN. Por esta razón, dentro de los 

procesos ante la JEP deberá la PGN ejercer la defensa de los derechos de las víctimas. En 

ejercicio de dicha defensa, el 11 de diciembre de 2018, la PGN entregó el primer informe sobre 

1.588 procesos disciplinarios relacionados con el conflicto armado a la JEP. 

    La SRVR recibirá informes de las: “organizaciones de víctimas, indígenas, negras, 

afrocolombianas, raizales, palenqueras, Rrom y de derechos humanos colombianas relativos a las 

conductas cometidas por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto 

armado, así como de fuentes judiciales o administrativas.” Ley 1957, 2019, art. 79, c. Como se 

puede observar, las víctimas se encuentran clasificadas de acuerdo a su origen étnico racial, 

porque la mayoría de las víctimas del conflicto armado pertenecen a estos grupos étnicos.  

     Al respecto de lo anterior,  en el libro titulado: Los derechos propios de los pueblos étnicos en 

el Acuerdo de Paz de agosto de 2016, Braconnier Moreno, L. (2018) indicó que: “Aunque los 
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pueblos indígenas y afrodescendientes representan solamente el 13% de la población 

colombiana, más de la mitad de las víctimas pertenecen a estos grupos” (p. 115) Hoy en día, 

gracias al reconocimiento hecho en el capítulo del enfoque étnico del Acuerdo de Paz, 2016, es 

que en la JEP, se está trabajando para esclarecer la verdad de lo ocurrido en los territorios de los 

NARP, indígenas y Rrom. 

     Se aclara en la Ley Estatutaria de la JEP que la SRVR, también, podrá requerir a la FGN, a 

“las organizaciones de víctimas, o de derechos humanos o a otros órganos investigadores del 

Estado” cuando no cuente con información suficiente respecto de los informes que les han 

allegado. Ley 1957, 2019, art. 79, k. Acto seguido, se mencionarán algunas concordancias con 

los informes. 

     En concordancia con los informes se encuentran las siguientes normas: Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 48, c, que trata sobre la función de la SRVR de recibir informes; Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 48, k, que concierne respecto a los nuevos requerimientos que puede hacer la SRVR, 

después de presentados los informes; igualmente, la Ley 1957, 2019, art. 79, k; Acuerdo 001, 

2018, art. 44, parágrafo 2, faculta a la SRVR para que realice protocolos relacionados con la 

organización de los informes. 

     Ley 1922, 2018, art. 18, relacionado con la libertad probatoria y los informes; Ley 1922, 

2018, art. 27 D, 1, que trata sobre la presentación de los informes; Ley 1922, 2018, art. 29, inc. 1, 

que trata sobre los informes del Magistrado Ponente. Una vez presentados todos los informes la 

SRVR, procederá a realizar una resolución de conclusiones, en la web de la JEP se indica que la 

SRVR deberá:  

(…) Presentar una resolución de conclusiones ante el tribunal con énfasis en la identificación de los casos 

más graves y representativos, la individualización de las responsabilidades, en particular de quienes 

tuvieron una participación determinante, los reconocimientos de la verdad y responsabilidad, la calificación 

jurídica y la identificación de las sanciones correspondientes.
12

 

     La víctima o compareciente podrán solicitar a la SRVR que en el contenido de su Resolución 

de Conclusiones, que remita a las Salas: SDSJ, a la SAI y a las Secciones: SRV, SARV, SRT, 

SAT, se indique que pertenecen a algún grupo étnico, esto en virtud del derecho a la igualdad 

                                                 
12

 En esta página web se encuentran las funciones de la SRVR: https://www.jep.gov.co/paginas/nuestras-

funciones.aspx 
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que tienen los indígenas; negros, afrocolombianos, raizales. Palenqueros NARP y gitanos o 

Rrom. Ley 1957, 2019, art. 79, parágrafo. Estos grupos étnicos deben tener un trato preferencial 

o diferenciado, porque han sido discriminados y vulnerados en sus derechos, cuando llegan a sus 

territorios, sin su consulta previa con proyectos de toda clase, por parte del Estado, grupos 

armados y empresarios nacionales e internacionales. 

 

Figura 33. Ley 1957, 2019, art. 79, parágrafo. Elaboración propia 

     Un ejemplo de la falta de consulta previa, es el Proyecto vial Transversal de las Américas – 

vía Panamericana que busca conectar la Patagonia con Alaska, se hace mención a este proyecto 

en el trabajo titulado: “Evaluación del impacto ambiental asociado a la pérdida de cobertura 

vegetal en el Parque Natural Nacional Los Katíos por la posible construcción de la Transversal 

de las Américas” según Herkrath Sanclemente, A. E. (2011) concluyó que: “se estarían afectando 

los corredores migratorios y los diferentes ecosistemas presentes en la zona, caracterizados por 

su riqueza en fauna y flora.” (p. 12) 
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     Además, en este proyecto se pretende pasar por zonas en donde hay comunidades 

afrocolombianas, campesinas e indígenas, sin realizar una consulta previa a estas personas, entre 

las que se verían perjudicadas se encuentran las Comunidades Afrodescendientes del Cacarica, 

por donde se pretende pasar esta vía que causaría un daño grave a la fauna y la flora como se 

manifestó y un desplazamiento de personas por la pérdida de su territorio en donde perviven.   

     Ahora, la SRVR podrá citar a audiencia pública cuando se dé el reconocimiento de verdad y 

responsabilidad, a las organizaciones de víctimas, representantes de pueblos, comunidades y 

organizaciones indígenas, en virtud del derecho a la igualdad, a las organizaciones de NARP y 

gitanos o Rrom. Ley 1957, 2019, art. 80, 4. Cuando en las normas nacionales se hace referencia 

únicamente a “grupos indígenas”, debe entenderse que esto incluye a todos los grupos étnicos, lo 

anterior, porque se hace mención únicamente a “indígenas” en algunas normas de la JEP.  

     Como ya se ha mencionado, las víctimas se encuentran con dos procedimientos generales en 

la Jurisdicción Especial para la Paz JEP, el dialógico que se relaciona con el anterior párrafo, en 

donde se mencionó a la Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad SRVR, ahora, se 

mencionará a la Unidad de Investigación y Acusación UIA, que luchará para que las víctimas no 

tengan impunidad, sino una justicia con sanciones alternativas u ordinarias.  

     En el proceso adversarial tiene protagonismo la UIA, será la encargada de acusar ante la 

SARV, y podrá solicitar la colaboración de las organizaciones de víctimas, estar en 

comunicación constante con los representantes de las víctimas, para esto, se desarrolló el 

Protocolo de Comunicación con las Víctimas de Violencia Sexual, entregado el 10 de marzo de 

2020, el cual se aplica también a todas las víctimas. Ley 1957, 2019, art. 86. 
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Figura 34. Ley 1957, 2019, art. 86, inc. 1. Elaboración propia 

      

Figura 35. Ley 1957, 2019, art. 86, inc. 2. Elaboración propia 
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     La UIA velará por que las víctimas no tengan impunidad en caso de que no haya 

reconocimiento de la verdad y responsabilidad, con este fin, decidirá, “de oficio o a solicitud de 

las Salas o Secciones de la JEP, las medidas de protección aplicables a víctimas, testigos y demás 

intervinientes,” en la actualidad se están presentando amenazas, producto de la participación en 

la JEP, Ley 1957, 2019, art. 87, b. 

     También la UIA solicitará: “a otros órganos competentes del Estado o a organizaciones de 

derechos humanos y de víctimas, que informen respecto de hechos sobre los cuales no se cuente 

con información suficiente.” Ley 1957, 2019, art. 87, i, lo anterior en concordancia con la Ley 

1957, 2019, art. 106, inc. 5, que trata sobre el mismo requerimiento. Para recaudar el mayor 

número de información es necesario que la UIA tenga esa facultad de requerir a cualquier 

autoridad del Estado.  

 

Figura 36. Ley 1957, 2019, art. 87, i. Elaboración propia 

     Ya se ha mencionado a la SRVR que es la protagonista en el proceso dialógico, también, se 

ha mencionado a la UIA que en mayor medida debe actuar en el procedimiento adversarial, 
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ahora, se hablará del órgano: Sección de Revisión del Tribunal SRT; los comparecientes que 

quieran sustituir sus sentencias de la jurisdicción ordinaria, a sanciones propias o alternativas de 

la JEP, deberán hacer un reconocimiento de la verdad completa detallada y exhaustiva, 

satisfaciendo los derechos de las víctimas, ante la SRVR, luego, la SDSJ solicitará ante la SRT la 

sustitución de la pena ordinaria a una sanción propia o alternativa dependiendo la etapa procesal. 

Ley 1957, art. 97, a. Este procedimiento especial, se relaciona con el principio de que nadie 

puede ser juzgado dos veces por el mismo delito. 

     Se han mencionado órganos judiciales que componen a la JEP, pero también, hay un órgano 

con funciones administrativas llamado la Secretaria Ejecutiva de la JEP SEJEP, que coordinará 

con todas las entidades y organismos públicos, para garantizar el derecho de las víctimas al: 1. 

acceso a la justicia, 2. La participación, 3. La defensa, 4. La comparecencia. 5. La representación 

judicial, 6. La seguridad y 7. El cumplimiento de la justicia restaurativa; conforme al Acto 

Legislativo 1 de 2017, art. 5; Ley 1957, 2019, art. 112, 14. Con relación a la representación 

judicial está el SAAD. 

     A través del SAAD, la SEJEP brindará asesoría jurídica a las víctimas, Ley 1957, 2019, art. 

115, inc. 2. En este sistema los abogados deben ser especializados o con maestría relacionada 

con DDHH, DIH, derecho penal o afine al objeto de la JEP. El Estado debe dar garantía de que 

las víctimas sean representadas, creando convenios de financiación con organizaciones de 

derechos humanos y de víctimas. Ley 1957, 2019, art. 115, inc. 4. 

     Organizaciones sociales y defensoras de Derechos Humanos con experiencia en 

representaciones de víctimas que trabajan con la JEP entre otras son: 1. Corporación Regional 

para la defensa de los derechos – CREDHOS 2. Comité Cívico por los Derechos Humanos del 

Meta 3. Corporación para el Desarrollo del Oriente – COMPROMISO 4. Corporación Colectivo 

de Abogados Luis Carlos Pérez 5. Consorcio presentado por Corporación Colectivo de 

Abogados José Alvear Restrepo 6. Comisión Colombiana de Juristas 7. Asociación Víctimas de 

Crímenes del Estado - ASORVIM 8 Fundación Forjando Futuros. 

  

     La JEP realizó un concurso público de Organizaciones de DDHH y de víctimas y escogió a 

ocho organizaciones, estos procedimientos de escogencia los realizará la SEJEP, quien podrá 
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realizar convenios interadministrativos, con autoridades y organizaciones de víctimas 

pertenecientes a indígenas, negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y Rrom, con el objeto 

de garantizar la asesoría y representación de las víctimas. Ley 1957, 2019, art. 115, inc. 6.  

     En el Titulo IX de la Ley Estatutaria que trata de las Sanciones. La JEP tiene sanciones 

clasificadas en propias, alternativas y ordinarias, siendo las propias las que buscan obtener la 

verdad plena de los comparecientes, la siguiente que es la alternativa y menos conveniente para 

el compareciente de igual modo busca esa verdad plena y la última, son las sanciones ordinarias; 

en menor medida garantiza ese derecho de las víctimas, Ley 1957, 2019, art. 125, inc. 1.  

     En el mismo Título IX, respecto al contenido y dosificación de la sanción, los magistrados 

deberán tener en cuenta ciertos criterios, garantizando la reparación y no repetición para las 

víctimas, cuando hayan delitos no amnistiables, se deberá tener en cuenta el contenido de la 

sanción, el lugar de ejecución de la sanción, y las condiciones y efectos, Ley 1957, 2019, art. 

134, 4. Para cuando se tenga el contenido de la sanción, previamente las víctimas debieron 

participar en la imposición de esta, garantizando la participación de las víctimas en el 

procedimiento. Un ejemplo de cómo se repararía anticipadamente a las víctimas con un efecto 

restaurador: 

     Cuando el compareciente realice “Limpieza y descontaminación de municiones sin explotar, 

restos explosivos de guerra y limpieza de minas anti persona" se tendrá como un impacto 

restaurador para las víctimas en sus territorios, y como un cumplimiento anticipado de sanciones 

para el compareciente, Ley 1957, 2019, art. 139, 1. Aun en los territorios se encuentran las minas 

antipersona, generando un riesgo latente es de urgencia que estos sean desminados y mucho 

mejor que lo hagan quienes las plantaron. 

     Asimismo, los miembros de la fuerza pública cuando desarrollen trabajos, obras o actividades 

que reparen TOAR a las víctimas o tengan un efecto restaurador, se les tendrá en cuenta como un 

cumplimiento anticipado de la sanción que se encuentran en el listado de sanciones, esto como 

consecuencia de que ya habían suscrito el acta de compromiso que trata la Ley 1820 de 2016 

artículo 52, parágrafo y artículo 53. Ley 1957. 2019, art. 140, inc. 1. 
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     Respecto al efecto restaurador para las víctimas, el componente restaurativo de la sanción 

propia, se deberá desarrollar a través de un proyecto en donde las víctimas que viven en el 

territorio a desarrollar, deberán ser consultados todos los pueblos y comunidades que tengan un 

enfoque étnico racial en virtud del derecho a la igualdad, estas víctimas podrán participar en el 

procedimiento de la JEP, con relación a los proyectos que se planteen ante la SRVR y el TP. Ley 

1957, 2019, art. 141, inc. 6.  

     En el Titulo X de los recursos y acciones, las víctimas pueden interponer el recurso de 

reposición y apelación ante las salas: SRVR, la SAI y la SDSJ y las secciones: la SRV, la SARV, 

y la SRT; estos recursos se surtirán ante la Sección de Apelación del Tribunal para la Paz SAT. 

Ley 1957, 2019, art. 144. En el artículo titulado: ¿Cómo participan las víctimas ante la JEP? Se 

señala por parte de Trujillo, J. V., & Villarreal, J. G. (2020) que:  

     “Las víctimas tienen derecho a ser oídas y a presentar recursos judiciales y observaciones en 

diferentes momentos procesales ante las Salas y Secciones de la JEP.” (p. 9) a pesar de lo 

anterior, los autores de este articulo revelan que no hay claridad en cuanto a la participación 

efectiva de las víctimas, y dan a entender que esta participación está en construcción, por parte 

de los magistrados de la JEP, la Corte Constitucional, las Organizaciones de Víctimas, 

organizaciones internacionales y en general todos los colombianos. En el próximo capítulo, se 

abordará el Acuerdo 001, 2018, el cual, fue desarrollado por la JEP con base a la presente Ley 

Estatutaria que para la época aun no era una ley sino hasta el año 2019, se le llamaba el 

“Proyecto Ley Estatutaria, 2017” 

5. Las Víctimas en el Acuerdo 001, 2018  

    En este capítulo se filtrarán las normas de procedimiento de las víctimas, del Acuerdo 001 de 

2018, estas normas fueron elaboradas por el Órgano de Gobierno de la JEP, el 9 de marzo de 

2018, que para esa época estaba conformado por la primera Presidenta de la JEP, la Dra. Patricia 

Linares Prieto y por el primer Secretario Ejecutivo de la JEP el Dr. Néstor Raúl Correa Henao. 

Actualmente, el Órgano de Gobierno se encuentra conformado por nueve magistrados y el 

Director de la UIA.    
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     Dentro del Acuerdo 001 de 2018, en los principios de la JEP, se rescatan dos principios 

importantes para las víctimas estos son: el principio de “centralidad y participación de las 

víctimas” y el principio “Pro homine y pro víctima” estos principios deben ser tenidos en cuenta 

en el procedimiento, pues las víctimas deben participar y sus derechos deben ser priorizados, 

Acuerdo 001, 2018, art. 4, a, j. A continuación, se mencionará el órgano de la SRVR.  

     La SRVR en el Acuerdo 001 de 2018, está facultada para realizar protocolos, para garantizar 

la “participación efectiva de las víctimas” por eso esta Sala expidió el 24 de mayo de 2018, un 

“Documento guía para la presentación de informes elaborados por organizaciones de víctimas, 

indígenas, negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, Rrom y de derechos humanos 

colombianas” Acuerdo 001, 2018, art. 44, parágrafo 2. 

     La SRVR en sus etapas procesales puede adoptar “sistemas de justicia de los pueblos étnicos 

orientados a buscar la verdad” Acuerdo 001, 2018, art. 44, parágrafo 3. Las víctimas se 

beneficiarán de estos sistemas de justicia los cuales pueden llegar a la consciencia del procesado 

y que revele todo lo que ocurrió. Las víctimas del conflicto armado fueron afectadas de diversas 

formas, esto es, de manera económica, social, cultural y ambiental. 

     Las víctimas tienen derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, y a que, en las 

resoluciones y sentencias se adopte “un plan de justicia prospectiva que deberá ser ejecutado por 

las autoridades competentes” Acuerdo 001, 2018, art. 62. Para las víctimas de Cacarica y en 

general del Urabá esta será una garantía de no repetición de lo ocurrido en sus territorios, un 

ejemplo de esta justicia prospectiva, se puede dar con la una sentencia que ordene la 

reforestación de zonas afectadas con bombardeos; la justicia prospectiva se encuentra en 

concordancia con las normas del Acuerdo Final, 2016, Preámbulo, párrafo 22; Acuerdo 001, 

2018, art. 4, b; y el Acuerdo 001, 2018, art. 6. A continuación, se mencionarán las normas 

relacionadas con las intervenciones de las víctimas. 

     Son importantes las intervenciones de las víctimas, para que se profieran decisiones con 

efectos prospectivos, pues ellas nos cuentan los daños reales que padecieron en el territorio el 

Acuerdo 001 de 2018, señala que estas se regulan: “por la Constitución, la Ley Estatutaria de la 

JEP y la ley de procedimiento de la JEP” Acuerdo 001, 2018, art. 68. Sin embargo, también se 

debe tener en cuenta el DIDH y en general el Derecho Internacional Público, cuando los Estados 
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se obligan a cumplir los tratados internacionales esto en relación con cómo deben intervenir las 

víctimas.  

     En el Capítulo 10 del Acuerdo 001, 2018, se muestra que las víctimas tienen en la JEP un 

grupo, encargado de elaborar y examinar planes de acción de justicia prospectiva, este es el, 

Grupo de Análisis de Información GRAI, creado por el Órgano de Gobierno, mediante el 

Acuerdo OG 004 del 5 de febrero de 2018, este grupo, contribuirá a que se garanticen los 

derechos de las víctimas de varias maneras, entre estas, ayudará a la “elaboración y examen de 

planes de acción de justicia prospectiva” Acuerdo 001, 2018, art. 71, h. Lo anterior, ayudará con 

las resoluciones y sentencias con carácter reparador prospectivo. 

     A continuación, se mencionarán los órganos de la Unidad de Investigación y Acusación UIA 

y la Secretaria Ejecutiva de la JEP, los cuales, trabajan en pro de los derechos de las víctimas que 

comparecen a la JEP. En el Capitulo 13 que trata sobre la Unidad de Investigación y Acusación 

UIA, las víctimas podrán acudir ante la UIA, con el fin de satisfacer sus derechos a la verdad, 

justicia, reparación y no repetición, Acuerdo 001, 2018, art. 82, esto, en concordancia con el 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, e; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51; acto Legislativo 1, 

2017, art. 7, inc. 5; Ley 1957, 2019, art. 17; Ley 1957, 2019, art. 86, inc. 2; Ley 1922, 2018, art. 

34; Ley 1922, 2018, art. 36, 6; Ley 1922, 2018, art. 36, 6. En el siguiente párrafo se mencionará 

el órgano de la SEJEP. 

 

Figura 37. Acuerdo 001, 2018, art. 82. Elaboración propia 
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     En el Capítulo 14, que trata sobre la Secretaría de la JEP SEJEP este fue el primer órgano de 

la JEP creado por disposición del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, I, 16, es la encargada de 

administrar los recursos económicos de la JEP, también administra al SAAD que es el encargado 

de brindar asesoría jurídica y representación legal a las víctimas, con fundamento en la 

constitución política y la ley estatutaria de la JEP. Acuerdo 001, 2018, art. 93.  

     A continuación, lo relacionado con el capítulo 15 la coordinación con la Jurisdicción Especial 

Indígena JEI y otras justicias étnicas. En este, se menciona que se deben tener en cuenta las 

normas constitucionales, por ejemplo: el artículo 7 que trata sobre la protección de la diversidad 

étnica y cultural; el artículo 10 que trata sobre las lenguas y dialectos de los grupos étnicos; el 

artículo 63 que protege las tierras comunales de los grupos étnicos; el artículo 68 permite la 

creación de establecimientos educativos por parte de grupos étnicos; el artículo 72 el patrimonio 

cultural y arqueológico de los grupos étnicos; y artículo 176 de la posibilidad de participación 

política de los grupos étnicos en la Cámara de Representantes. 

     También, se menciona el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales; los 

decretos ley 4633, 4634 y 4635 de 2011. En virtud de la coordinación y articulación 

interjurisdiccional, que trata sobre la participación de víctimas pertenecientes a grupos étnicos, 

como ejemplo, las victimas Afrodescendientes de Cacarica en el proceso pueden solicitar que las 

audiencias o sesiones se realicen en sus territorios ancestrales, a través del colectivo de 

Comunidades de Autodeterminación, Vida y Dignidad del Cacarica CAVIDA o con la Comisión 

Intereclesial de Justicia y Paz CIJYP, Acuerdo 001, 2018, art. 95. En concordancia con el 

Acuerdo 001, 2018, art. 103; Acuerdo 001, 2018, art. 104; Protocolo 001, 2019.  

     En cualquier atapa procesal las victimas pueden tener acompañamiento de la autoridad étnica, 

haciendo uso de los mecanismos de coordinación inter jurisdiccional y criterios de articulación; 

estas autoridades étnicas deben ser debidamente notificadas “por medios expeditos, oportunos y 

eficaces” Acuerdo 001, 2018, art. 96, b, c. Lo anterior, en concordancia con la Constitución 

Política, art. 7, que trata sobre la protección de la diversidad étnica y cultural; el Acuerdo Final, 

2016, 6.2, Capítulo Étnico y el ya mencionado Protocolo 001, 2019, Para la Coordinación, 

Articulación Interjurisdiccional y Diálogo Intercultural entre la JEI y la JEP. 
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     En el artículo de investigación titulado: Reflexiones en torno de la jurisdicción especial 

indígena en Colombia, se concluyó, respecto al reconocimiento de las autoridades indígenas en 

su derecho propio, ahora la JEP, está reconociendo a estas autoridades indígenas, y también, a 

Negros, Afrodescendientes, Palenqueros, raizales y rom. Respecto a los pueblos indígenas indicó 

Botero, E. S. (2005) que: 

Como tendencia positiva y en contraria a lo que sucede cotidianamente a los indígenas respecto de su vida 

e integridad como pueblos, cada día de manera más cualitativa se respetan esos otros jueces de la república, 

indígenas decididos a proteger su existencia cultural alterna, realizando su propio derecho. (p. 250) 

     Sin embargo, puede verse afectado el reconocimiento de estas autoridades porque, los grupos 

étnicos indígenas, Negros, Afrodescendientes, en la actualidad siguen padeciendo vulneraciones 

a los DDHH a la vida, integridad física, desplazamientos forzados, ataques presentados de 

manera directa, e indirecta a causa de combates entre grupos armados, sus territorios se 

encuentran en gran parte con minas antipersonales, recientemente un niño Emberá de 13 años 

perdió su pierna véase al respecto
13

.   

     Por lo anterior, la Comisión Territorial y Ambiental de la JEP hará propuestas ante las salas y 

secciones de: “Planes de acción de justicia prospectiva” Acuerdo 001, 2018, art. 102, d. Para que 

por medio de las sentencias y resoluciones se garanticen los derechos de las víctimas entre estos 

la no repetición de los hechos de violencia. En concordancia con el Acuerdo 001, 2018, art. 100, 

en donde se menciona que la JEP tiene una comisión territorial y ambiental, una comisión étnica, 

y una comisión de género; Acuerdo 001, 2018, art. 101, que trata de la Comisión Territorial y 

Ambiental; Ley 1922 de 2018, art. 1, c.  

     Próximamente, se lanzará un libro titulado: “Conflicto armado, medio ambiente y territorio. 

Reflexiones sobre el enfoque territorial y ambiental en la Jurisdicción Especial para la Paz.” Este 

fue realizado con aportes de diferentes sectores académicos. La Comisión Étnica de la JEP 

adoptará un: “plan de acción que armonice los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011” para 

dar herramientas a la JEP y así garantizar los derechos de las víctimas que pertenecen a grupos 

étnicos, Acuerdo 001, 2018, art. 104, e, g. Además, se requiere de la verdad histórica, en 

                                                 
13

 Niño Emberá perdió su pierna por mina antipersona. https://www.kienyke.com/regiones/nino-embera-perdio-una-

pierna-por-mina-antipersona-en-antioquia  

https://www.kienyke.com/regiones/nino-embera-perdio-una-pierna-por-mina-antipersona-en-antioquia
https://www.kienyke.com/regiones/nino-embera-perdio-una-pierna-por-mina-antipersona-en-antioquia
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Colombia porque se han cometido delitos de lesa humanidad, en contra de personas con 

costumbres ancestrales, muchos quieren ocultar esa verdad al respecto Rosero-Labbé, C. M. 

(2007) señalan que: 

Aceptar estas reglas de juego de la modernidad nos hace cómplices de un Estado inmoral 

y nos expone a repetir la historia del genocidio, la barbarie, el abuso y el atropello del 

Otro por alimentar el olvido y no tener memoria. (p.259) 

     Se hace necesario que en los colegios, universidades e institutos de educación se enseñe la 

cátedra de la afro descendencia, como lo dispuso la ley 70 de 1993, art. 39, reglamentado por 

Decreto 1122 de 1998, no solamente para los que se consideran negros, sino para todos los 

descendientes de negros; la JEP en sus sentencias y resoluciones, para garantizar una justicia 

prospectiva con enfoque étnico, debería ordenar al Estado de Colombia enseñar en todos los 

establecimientos educativos, la historia del genocidio, la barbarie cometida en contra de nuestros 

ancestros, para garantizar la no repetición del conflicto armado en Colombia y como ejemplo 

para el mundo entero.   

     La Comisión de Genero de la JEP puede “Promover y recomendar medidas a favor de las 

víctimas que son sujetos de especial protección constitucional” las mujeres han sido victimizadas 

y re victimizadas en los territorios en donde los grupos armados ejercían su poder abuzando de 

ellas. Acuerdo 001, 2018, art. 105, g. También, garantizará que las “víctimas mujeres, niñas y 

personas pertenecientes a la comunidad LGBTI tengan representación judicial en los 

procedimientos de la JEP. Acuerdo 001, 2018, art. 105, k, l. El enfoque de género se encuentra 

acorde con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, I, 8, (p. 144), que trata sobre los principios basicos y el 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.3.3.3, (p.180) respecto a los planes nacionales de reparación colectiva.  

     Las organizaciones de género y trabajo con mujeres en la JEP son: 1. Corporación de Mujeres 

Ecofeministas –COMUNITAR. 2. Corporación casa de la Mujer. 3. Fundación Nidia Erika 

Bautista. 4. SISMA. 5. Iniciativa de Mujeres por la Paz 6.Asocolemad- Mujeres al derecho. 7. 

Corporación Humanas. 8 Corporación de Mujeres Ecofeministas –COMUNITAR. 

     En el Capítulo 17, del Acuerdo 001, 2018, para la protección, manejo, reserva, archivo y 

publicidad de la información, se mencionan los tipos de información y los criterios para el acceso 
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a la información y a los archivos de la JEP, se debe tener en cuenta el artículo 6 de la Ley 1712 

de 2014 y los literales a, b y c del artículo 109, que tratan sobre la información pública, 

información pública clasificada, y la información pública reservada. 

     Independientemente de la etapa procesal en la JEP, las víctimas deben ser protegidas y para 

esto, sus datos deben ser restringidos, pues debido a que se está reclamando justicia, pueden ser 

amenazadas, violentadas o asesinadas. Acuerdo 001, 2018, art. 109, b, inc. 2. Lo anterior, se 

encuentra acorde con la Constitución Política de 1991, art. 15, que trata sobre la intimidad 

personal y 20, libertad de expresión; la Ley Estatutaria 1581 de 2012 que trata sobre la 

protección de datos personales; la Ley 1712 de 2014
14

, art. 2; Decreto 1078 de 2015
15

; Circular 

SIC 002 de 2015, de la Superintendencia de Industria y Comercio; y el Acuerdo AOG No. 005 

de 2019, del Órgano de Gobierno de la JEP.  

     Finalmente, en el Reglamento General se indica que el ejercicio de la Unidad de Búsqueda de 

Personas dadas por Desaparecidas UBPD, aportará a las víctimas dentro del procedimiento ante 

la JEP, por ejemplo, cuando se encuentren los restos óseos de sus seres queridos desaparecidos. 

Acuerdo 001, 2018, art. 126. Se han encontrado 54 cuerpos en el Cementerio de Dabeiba – 

Antioquia, de personas que fueron víctimas de ejecuciones extrajudiciales en contexto del 

conflicto armado; se espera encontrar en otras regiones del país más cuerpos de personas dadas 

por desaparecidas.  

6. Las Víctimas en la Ley 1922, 2018  

     En el presente capitulo, se filtraran las normas relacionadas con las víctimas, únicamente de la 

Ley 1922 de 2018, esto teniendo en cuenta, que el artículo 72, remite a las siguientes normas: 

Ley 1592 de 2012, que trata sobre la reincorporación de miembros de grupos armados 

organizados; Ley 1564 de 2012, que es el Código General del Proceso; la Ley 600 de 2000, es el 

Código Penal; la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal; las Reglas de Procedimiento 

y la Prueba del Estatuto de Roma; la Ley 1257 de 2008 que trata sobre la violencia y 

                                                 
14

 Por medio del cual se crea la ley de transparencia y del derecho de acceso a la información pública nacional. 
15

 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones. 
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discriminación sobre las mujeres y la Ley 1719 de 2014 que trata sobre el acceso a la justicia de 

las víctimas de violencia sexual con ocasión del conflicto armado.    

     En la Ley 1922 de 2018, se adoptaron unas reglas de procedimiento para la JEP, esta Ley, fue 

declarada exequible, por la Honorable Corte Constitucional en su sentencia C – 112 de 2019, 

(Corte Constitucional, Sentencia C-112, 2019) en el Titulo Primero que trata sobre la Centralidad 

de los Derechos de las Víctimas, esta ley se indica que dentro del proceso las víctimas, pueden 

participar por: 

(i) sí mismas, o por medio de: (ii) apoderado de confianza; (iii) apoderado designado por la organización de 

víctimas; (iv) representante común otorgado por el Sistema Autónomo de Asesoría y Defensa administrado 

por la Secretaría Ejecutiva de la JEP; (v) de manera subsidiaria a las anteriores, apoderado que designe el 

sistema de defensa pública. Ley 1922, 2018, art. 2, inc. 1. 

     Como puede observase, las víctimas pueden ser asistidas de varias formas, además, el 

gobierno colombiano se comprometió a: “desarrollar un Plan Especial de Reparaciones, así como 

realizar los ajustes y reformas necesarias para garantizar la participación de las víctimas, 

individual y colectivamente consideradas, y la no repetición de lo ocurrido.” Acuerdo Final, 

2016, 5.1.3.3.3, inc. 4, (p. 181). Lo anterior, dentro de los planes nacionales de reparación 

colectiva, teniendo en cuenta que en la participación de las víctimas es importante su acceso a la 

justicia transicional JEP. 

     Cuando la víctima sea menor de edad, o sujeto de especial protección, y no tenga 

representación deberá ser representada por el defensor de familia; en el caso de colectivos de 

víctimas los magistrados de Salas y de Tribunal deberán ordenar que estas sean representadas por 

uno o varios abogados comunes, así se podrán “agenciar de forma colectivas sus derechos” La 

PGN y la Defensoría del Pueblo “promoverán conjuntamente mecanismos de organización y 

participación colectiva de las víctimas” Ley 1922, 2018, art. 2, parágrafos. La participación 

colectiva de víctimas, se da con las organizaciones de víctimas, a través del fenómeno de la 

macrovictimización, además de dar celeridad al proceso también puede dar hallazgos de patrones 

de macrocriminalidad y contribuir sustancialmente a la verdad.  

     En el proceso de acreditación de las víctimas, se es garante, porque se da la oportunidad de 

que una víctima comparezca al proceso ante cualquier órgano de la JEP, y en cualquier etapa 

procesal, allegando pruebas del hecho victimizante. Ley 1922, 2018, art. 3. Se tendrá que decir el 
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tiempo, modo y lugar de los hechos; quienes estén incluidos en el Registro Único de Víctimas 

RUV, no se les podrá controvertir su condición de víctimas. 

     Ya acreditada la víctima, es importante tener presente quienes son los sujetos procesales y los 

intervinientes especiales en la JEP, estos son: a. la UIA, b. el compareciente y su defensa. Los 

intervinientes especiales son: a. la víctima, b. la autoridad étnica, c. el Ministerio Público, este 

último, participará conforme al Acto legislativo 1, 2017, art. 12, inc. 2; Ley 1957, 2019, art. 77; 

Ley 1957, 2019, art. 79, b; Ley 1957, 2019, art. 110, 14 y a la Ley 1922, 2018, art. 2, parágrafo 

3; Ley 1922, 2018, art. 4 y el Ley 1922, 2018, art. 74. 

 

Figura 38. Intervinientes Especiales. Elaboración propia 

     Respecto a la celebración de las audiencias, usualmente se han hecho en las salas de audiencia 

destinadas a los despachos judiciales, ahora, las Salas y Secciones de la JEP, realizarán 

audiencias en cualquier lugar del país, con el fin de garantizar el acceso a la justicia de las 

víctimas, Ley 1922, 2018, art. 9. La JEP ha realizado audiencias judiciales con colectivos de 

victimas con distintos enfoques, étnico, de género, territorial y extrajudiciales con la UBPD y la 

CEV incluso audiencias de rendición de cuentas en distintos territorios de Colombia.  

     Ya en audiencia las víctimas, cuentan con el recurso de apelación al que pueden acudir, por 

ejemplo, cuando no se les reconozca su calidad, este recurso se interpone en contra de una 

resolución o auto proferido en las salas o secciones de la JEP, Ley 1922, 2018, art. 13, 3. Acorde 
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al recurso de apelación el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, I, 14; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, 

inc. 3, 4, 5; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, parágrafo, inc. 3; Ley 1820, 2016, art. 49; Acto 

Legislativo 1, 2017, art. 7, inc. 2; Legislativo 1, 2017, art. 8, inc. 3; Ley 1957, 2019, art. 21, inc. 

4; Ley 1957, 2019, art. 25, 96, 144, 147 y la Ley 1922, 2018, art. 14, 15, 16, 25, 43, 46, 48, 53, 

59, 60. 

     En el Capítulo Quinto de la Ley 1922, 2018, el sujeto procesal de la Unidad de Investigación 

y Acusación UIA, en el proceso adversarial, iniciará indagaciones por remisión de la: Sala de 

Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad SRVR; Sección de Revisión del Tribunal SRT; 

Sala de Definición de Situaciones Jurídicas SDSJ; Sala de Amnistía e Indulto SAI. Esta 

indagación tendrá un término máximo de 12 meses, prorrogable a 6 meses. La investigación 

tendrá un término máximo de 12 meses; vencido este término la UIA podrá solicitar la 

preclusión ante la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas SDSJ o podrá acusar ante la 

Sección de Primera Instancia para Casos de Ausencia de Reconocimiento de la Verdad SARV. 

Ley 1922, 2018, art. 8. Se observa que en este procedimiento no se hace mención a las víctimas.   

  

Figura 39. Ley 1922, 2018, art. 8, inc. 1. Elaboración propia 
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Figura 40. Ley 1922, 2018, art. 8, parágrafos. Elaboración propia 

     Sin embargo, más adelante en esta Ley 1922, 2018, se indica que entre los actos de 

investigación se debe “Identificar a las víctimas y las condiciones particulares que les ocasiones 

afectaciones diferenciadas.” Ley 1922, 2018, art. 11. La diferenciación que hace la JEP con 

relación a las víctimas se hace respecto a unos enfoques: territorial, étnico – racial y de género; 

lo que conlleva a hallazgos de patrones de macrocriminalidad o grandes casos. 

     En el titulo cuarto de pruebas, capítulo primero, técnicas de investigación y recolección de 

elementos materiales probatorios en el marco de la JEP; se mencionan las funciones de la policía 

judicial que es la misma Unidad de Investigación y Acusación UIA; quienes podrán recoger 

elementos materiales probatorios EMP, los magistrados de Salas y Secciones podrán solicitarle 

al Director de la UIA que les asigne un equipo de policías judiciales. Ley 1922, 2018, art. 17, 

inc. 1. Uno de los órganos que mas cumulo de trabajo tiene es la UIA, este órgano trabaja en el 

procedimiento dialógico y en el procedimiento adversarial.    

     Los Magistrados de las salas y secciones podrán ordenar la elaboración de informes de: a. 

Análisis preliminares, b. Análisis de fondo, c. Análisis temáticos, d. Análisis de contexto, e. 

Informes con patrones de criminalidad, f. Informes con patrones de macrovictimización, g. 

Informes de análisis de casos, h. Redes de vínculos y otros; los cuales no pueden ser usados 

como prueba, sin embargo, los que hayan sido acreditados y controvertidos, podrán ser 
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empleados en futuros procesos judiciales. Los informes por patrones de macrovictimización 

pueden revelar los territorios que fueron más afectados, el número de víctimas, los delitos 

cometidos, los actores armados, entre otros. Ley 1922, 2018, art. 17, parágrafo y la Ley 1922, 

2018, art. 18. 

     Los magistrados, magistradas y fiscales de la UIA de la JEP, tienen amplias facultades para 

obtener EMP y evidencia física EF, a pesar de ello, deben tener presente no re victimizar a las 

víctimas cuando se les confronte con el agresor, especialmente las víctimas de violencia basada 

en género y de violencia sexual. Ley 1922, 2018, art. 19; en concordancia con la Ley 906, 2004, 

art. 284, que trata sobre la prueba anticipada, art. 285, conservación de la prueba anticipada.  

     Cuando se presenten situaciones de gravedad y urgencia con las víctimas los magistrados o 

magistradas de conocimiento de la JEP decretarán medidas cautelares debidamente motivadas, 

las que sean solicitadas por la víctima deberán ser resueltas de forma prioritaria y prevalente, Ley 

1922, 2018, art. 22. El 19 de octubre de 2020, a través del Auto AI 023, la Sección de Ausencia 

de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad SARV, decretó medidas cautelares, para 

proteger cuerpos de víctimas de desaparición forzada en el Cementerio de la Dolorosa en Puerto 

Berrío (Antioquia). 

     Los magistrados y magistradas de las salas y secciones de la JEP deben promover el proceso 

dialógico entre los sujetos procesales e intervinientes. La SRVR cuando emita su resolución de 

conclusiones en su contenido debe tener el proyecto de una sanción y como se reparará a las 

víctimas. Ley 1922, 2018, art. 27. De este proceso dialógico depende el éxito de la JEP, está 

diseñado para aportar verdad a las víctimas y a la sociedad colombiana.  

     Las organizaciones de víctimas y las víctimas podrán participar en la audiencia pública de 

reconocimiento de verdad y responsabilidad llevada a cabo por la SRVR, esta se realizará con un 

enfoque territorial, de género y étnico-racial, Ley 1922, 2018, art. 27C. La violencia del conflicto 

armado ha perjudicado territorios geoestratégicamente claves, para ejecutar proyectos de 

empresarios nacionales e internacionales de mono cultivos y de mega minería que atentan contra 

el medio ambiente; territorios por donde existen rutas y cultivos del narcotráfico; entre otros 

problemas graves. 
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     En cuanto al enfoque de género, las mujeres han puesto a sus hijos, esposos, hermanos, 

padres, tíos, sobrinos; de manera voluntaria e involuntaria en esta guerra; algunos se los han 

regresado muertos o heridos gravemente, lo que les ha causado daños psicológicos, ellas esperan 

ser reparadas dentro del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 

SIVJRNR y en especial quieren asistir a las audiencias en la JEP.     

     La participación étnico-racial se encuentra acorde con la presentación de informes por parte 

de: “organizaciones de víctimas, indígenas, negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, y 

Rrom y de derechos humanos, de conformidad con el literal c) del numeral 48 del punto 5 del 

Acuerdo Final” y la Ley 1922, 2018, art. 27 D, 1. Acorde con lo anterior, se tiene el Documento 

guía para la presentación de informes elaborados por organizaciones de víctimas, indígenas, 

negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, Rrom y de derechos humanos colombianas 

(2018), este documento fue elaborado por la SRVR. 

    El anterior documento guía fue utilizado en el caso 004 de la JEP “Situación territorial en la 

región de Urabá” en este caso se debe aplicar el enfoque étnico-racial, pues en el territorio la 

mayoría que lo habitan son personas negras, afrocolombianas e indígenas, se debe tener en 

cuenta para determinar los posibles daños a sus costumbres, culturas, creencias, a los territorios 

en su medio ambiente. Como antecedentes, se presentaron  múltiples desplazamientos forzados 

lo que llevó a que la Corte Constitucional se pronunciará en la Sentencia T-025 2004 y más 

adelante se expidió la Ley 1448 de 2011, para contrarrestar los efectos del desplazamiento 

forzado y el despojo de tierras. Respecto a las tierras concluyeron Restrepo Restrepo, R. E., & 

Vargas Ángel, R. E. (2018) que: 

El problema de la tierra en Colombia no solo ha sido uno de los factores más determinantes para la pobreza 

y la desigualdad social del campesinado, y de la población en general, sino que también ha sido la causa 

por excelencia de la violencia, proliferación de conflictos armados y guerras civiles. (p. 187) 

     Por lo anterior, es que en los acuerdos de paz 2016, el primer punto es la reforma rural 

agraria, con la que se pretende que el campo se conecte con las ciudades, mejorando la 

infraestructura, los servicios públicos; que se construya el Estado desde los territorios; este 

primer punto se encuentra relacionado con los 6 puntos de los acuerdos, pero en mayor medida 

con el fin del conflicto que es el punto 3, y con el punto 4 que trata sobre las drogas ilícitas; en 

este último, se están presentando injusticias por parte del gobierno nacional y en contra de los 
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campesinos; pues la erradicación de drogas ilícitas se pactó en los acuerdos que iba a ser de 

manera voluntaria y negociada, lo cual, no ha sido cumplido.   

     Ahora, volviendo al punto quinto de víctimas, para contrarrestar los efectos del conflicto 

armado en el territorio, las victimas en la JEP tienen la garantía de priorización y pueden ser: “2. 

Ser oídas en los supuestos de priorización y selección de casos.” Ley 1922, 2018, art. 27D, 2. Al 

respecto de estos procesos la SRVR y la SDSJ deben tener en cuenta sus “Criterios y 

Metodología de Priorización de Casos y Situaciones” que fueron publicados el 28 de junio de 

2018, como una herramienta que les otorgó la Constitución Política, modificada por el Acto 

Legislativo 1, 2017, art. 7.  

     Dentro de dicha priorización, las víctimas presentarán: “Observaciones a través de sus 

organizaciones.” Ley 1922, 2018, art. 27D, 3. Por la multiplicidad de víctimas en cada uno de los 

casos de manera general las víctimas debieron acudir o deben acudir a la JEP a través de 

organizaciones de víctimas, lo que da celeridad al proceso y aporta mayor conocimiento de lo 

que ocurrió en el marco del conflicto armado interno.  

     También, pueden: “Aportar pruebas y, con posterioridad a la recepción de versiones 

voluntarias, presentar observaciones a éstas y recibir copia del expediente.” Ley 1922, 2018, art. 

27D, 4. Estas observaciones ayudan a que la SRVR determine, si realmente, se está aportando 

verdad plena por parte del compareciente. Como ejemplo de lo anterior, dentro del caso 001, de 

secuestro cometido por las extintas las FARC – EP, hasta el 28 de febrero de 2020, las víctimas 

presentaron ante la SRVR, 272 observaciones a las versiones presentadas por las FARC.   

     Las víctimas pueden: “Asistir a la audiencia pública de reconocimiento y dentro de los 15 días 

hábiles posteriores, presentar observaciones finales escritas sobre todos los aspectos 

concernientes a la Resolución de Conclusiones.” Ley 1922, 2018, art. 27D, 5. Lo anterior quiere 

decir que la SRVR celebrará la audiencia de reconocimiento de verdad en donde participan las 

víctimas, y luego, en 15 días hábiles elaborará la resolución de conclusiones a la que las víctimas 

puedan hacerle observaciones finales. Véase también lo relacionado con la resolución de 

conclusiones en el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, j, p, t y en el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, 

III, 50, a, e. 
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     Las víctimas pueden sugerir la forma en que desean ser reparadas: “Presentar observaciones 

en relación con los proyectos restaurativos presentados por la persona compareciente.” Ley 1922, 

2018, art. 27D, 6. Lo anterior, para satisfacer el derecho a ser reparadas, estas observaciones se 

presentan ante la SRVR y posteriormente serán tenidas en cuenta por la Sección de primera 

instancia para casos de reconocimiento de verdad y responsabilidad SRV. Lo antepuesto, en 

relación con la justicia restaurativa del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, I, 6, inc. 2; con las sanciones 

del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 60, inc. 1; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 60, inc. 3, b y el 

Acuerdo Final, Listado de Sanciones, I, inc. 1, 4. 

 

Figura 41. Participación SRVR. Elaboración propia 

     Hay que tener presente que no todos los daños causados en el conflicto armado pueden ser 

restaurados, sin embargo, se debe perseverar en que las víctimas queden satisfechas, por eso es 

importante la participación de las víctimas en la SRVR que se da en 5 escenarios: 1. Presentación 

de informes orales o escritos. 2. Entrega de la información sobre las versiones voluntarias a las 

víctimas. 3. Presentación de observaciones a las versiones voluntarias. 4. Participación en las 

audiencias públicas. 5. Definición del componente de sanción propia y reparación.  

     Respecto a las audiencias públicas los magistrados y magistradas tienen el deber de no re 

victimizar a las víctimas, por esta razón: “Las víctimas de violencia basada en género, 

incluyendo aquellas de violencia sexual, tienen derecho a no ser confrontadas con su agresor.” 

Ley 1922, 2018, art. 27D, 7. Este artículo está en concordancia con el Acuerdo Final, 2016, 
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5.1.2, III, 67, inc. 2, que trata sobre la Unidad de Investigación y Acusación UIA, quienes 

tendrán un equipo para casos de violencia sexual y el Acuerdo Final, 2016, 5.1.3.4.1, inc. 1, (p. 

181) de las medidas de recuperación emocional a nivel individual. 

     En el Capítulo Segundo, procedimientos ante la Sección de Primera Instancia en casos de 

Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad SRV. En la SRV se llevará el trámite después de 

recibida la resolución de conclusiones proveniente de la Sala de reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad SRVR: A. La SRV someterá a reparto de un magistrado o magistrada quien 

actuará como ponente y este dentro de los tres (3) días siguientes informará a la SRVR, a los 

sujetos procesales y a los intervinientes. Ley 1922, 2018, art. 28. Lo anterior, se encuentra en 

concordancia con las funciones de la SRV del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 53 y con las 

funciones de la SRVR del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48. 

  

Figura 42. Sometimiento Reparto - Ponente. Elaboración propia 

     Dentro de los intervinientes que serán informados, se encuentran las víctimas, organizaciones 

de víctimas, autoridades étnicas de NARP y gitanos o Rrom quienes sabrán a que magistrado o 

magistrada le correspondió su caso y así poder participar en el trámite ante la Sección de 

Reconocimiento de Verdad SRV. La evaluación de correspondencia tendrá varios trámites, entre 

estos, el estudio preliminar de la resolución de conclusiones: 

     El magistrado ponente de la SRV, “dentro de los treinta (30) días siguientes, realizará el 

estudio preliminar de la resolución de conclusiones y sus anexos” Ley 1922, 2018, art. 29, inc. 1, 
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debido a la extensión de los informes fue acertado el termino de treinta días, para el estudio 

preliminar, teniendo en cuenta que se contarán en días hábiles, porque en la norma no se indicó 

que fuesen calendario.  

     Luego, vencido este término el magistrado ponente: “presentará a la Sección su informe 

preliminar, donde se discutirá el enfoque” Ley 1922, 2018, art. 29, inc. 1. La Sección se 

encuentra conformada por los magistrados y magistradas: Ana Manuela Ochoa Arias, quien es la 

Presidenta de la Sección,  Zoraida Anyul Chalela Romano Vicepresidenta de la Sección, Juan 

Ramón Martínez Vargas, Roberto Carlos Vidal López, y Camilo Andrés Suárez Aldana, estas 

cinco personas discutirán el informe preliminar.  

     En esta sección “si se hace necesario se orientará el estudio, en un término máximo de 

noventa (90) días para presentación de la ponencia.” Ley 1922, 2018, art. 29, inc. 1. Este término 

igual al anterior se debe computar en días hábiles. En concordancia con el Código General del 

Proceso se indica que: “En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial 

ni aquellos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el juzgado.” Ley 1564, 2012, 

art. 18, inc. 8. Por efectos de la pandemia COVID 19, ahora, los despachos judiciales operan 

desde la virtualidad y se encuentran cerrados. 

 

     Ahora, indica la norma que la Sección SRV fijará el término para el estudio de la ponencia: 

“la Sección fijará el termino para el estudio de la ponencia, dentro de la cual se determinará” Ley 

1922, 2018, art. 29, inc. 2. 1. La correspondencia entre los hechos; 2. Las conductas reconocidas; 

3. Las pruebas allegadas; 4. Las calificaciones realizadas;  5. Los responsables;  6. La propuesta 

de la sanción; 7. Analizando las condiciones de contribución a la verdad y reparación en el 

marco del SIVJRNR. 

 

     En total la SRV verificará siete (7) requisitos que deberán estar acordes con el principio de la 

integralidad, que busca reparar integralmente a las víctimas, por eso en el último, se menciona el 

análisis del SIVJRNR. Esta integralidad se encuentra acorde con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, 

III, 53, d, que trata sobre las funciones de la SRV; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 61, 

integralidad en las sanciones; Acuerdo Final, 2016, 5.2, inc. 4, integralidad en los derechos 

humanos; Ley 1820, 2016, art. 6, de las amnistías e indultos; 33, contribución integral a la 



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 81 

satisfacción de los derechos de las víctimas; 41, reparación integral; 42, reparación integral; 46, 

integralidad para la paz; 48, reparación integral; 50, contribución a la satisfacción de los 

derechos de las víctimas. 

     Artículo 51, beneficios para agentes del Estado; 52, beneficios para agentes del Estado; 56, 

beneficios para agentes del Estado; 57, beneficios para agentes del Estado y su relación con la 

integralidad del sistema; Acto Legislativo 1, 2017, art. 1, 5, 12, 18; Ley 1957, 2019, art. 2, 7, 9, 

13, 22, 31, 38, 39, 41, 45, 47, 49, 51, 52, 56, 57, 92, 153, 155; Acuerdo 001, 2018, art. 1, 4, 19, 

94, 124, 132; Ley 1922, 2018, art. 70, parágrafo, inc. 2. Las anteriores normas se encuentran 

relacionadas con el principio de la integralidad, que pertenece al Sistema Integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y No Repetición SIVJRNR. 

 

Figura 43. Trámite – Estudio de la Correspondencia. Elaboración propia 

 

     Continuando con el procedimiento dialógico que involucra a la Sala de Reconocimiento de 

Verdad y Responsabilidad SRVR, y a la Sección de Reconocimiento de Verdad SRV, la norma 

indica que: “La decisión que corresponda se adoptará por la Sección mediante decisión que 

admite recurso de reposición.” Refleja el contenido de esta norma que la decisión tomada en esta 

etapa procesal es de trámite y que no procede la apelación. Luego, de que la Sección haya 

tomado su decisión, esta, admitirá el recurso de reposición que se encuentra normado en la Ley 

1922, 2018, art. 12 y en concordancia con 1564, 2012, art. 318, inc. 1, 3 y la Ley 906, 2004, art. 

176, inc. 2. En la siguiente norma se menciona la audiencia de verificación: 
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Establecida la correspondencia dentro de los treinta (30) días siguientes, la Sección realizará audiencia 

pública, a la cual se deberá convocar a los sujetos procesales y los intervinientes, con el fin de verificar el 

cumplimiento de las condiciones de contribución a la verdad y a la forma de reparación en el marco del 

SIVJRNR. Ley 1922, 2018, art. 30, inc. 1. 

     La SRV verificará dos situaciones en audiencia pública: 1. “el cumplimiento de las 

condiciones de contribución a la verdad” el compareciente tiene que aportar verdad plena, 

detallada y exhaustiva de conformidad a lo establecido en el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 63. 

Y a la “forma de reparación en el marco del SIVJRNR.” Se puede reparar a las víctimas por 

parte de los comparecientes, participando en los órganos extrajudiciales como la Unidad de 

Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas UBPD y en la Comisión de Esclarecimiento de 

Verdad CEV, entre otras. 

 

Figura 44. Audiencia de Verificación. Elaboración propia. 

     Después de la audiencia pública: “dentro de los veinte (20) días siguientes la Sección SRV 

dictará sentencia fijando las condiciones y modalidades de la sanción.” Ley 1922, 2018, art. 30, 

inc. 2. Estas sanciones deberán estar acordes con el listado de sanciones del Acuerdo Final, 2016, 

(pp. 171 – 175). Las sentencias se relacionan, con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, inc. 2, 

respecto a que las sentencias deben estar debidamente motivadas; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 

48, b, e, acerca de las sentencias proferidas en la justicia ordinaria.  

     Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 50, b, sentencias de la justicia ordinaria; Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 52, que menciona las sentencias y su relación con la SRV, SARV y la SRT; Acuerdo 
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Final, 2016, 5.1.2, III, 53, a, d, se menciona la SRV y la sentencia que emitirá; Acuerdo Final, 

2016, 5.1.2, III, 54, c, que trata sobre la SARV y sus sentencias; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 

55, que las sentencias deberán ser remitidas a la CEV. 

     Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 56, la cosa juzgada de las sentencias; Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 58, a, b, acerca de la revisión de las sentencias de la justicia ordinaria por parte de la 

SRT; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 58, d, acerca de la revisión de sentencias de la misma JEP; 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 61, contenido de la sentencia; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 62, 

inc. 2, cumplimiento de la sentencia.  

     En el anterior, procedimiento se muestra como de manera sencilla y rápida se llega a la 

sentencia, sin embargo, en el supuesto de que la Sección de Reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad SRV determine la inexistencia de correspondencia de la resolución de 

conclusiones se alargará el procedimiento con el fin de proferir una sentencia en debida forma, 

en la norma se indica que: 

Establecida la no correspondencia se citará, dentro del término de veinte (20) días, a la Sala de 

Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad, a los sujetos procesales e intervinientes a audiencia, para 

conocer la metodología empleada en la elaboración de la resolución, ampliar sus explicaciones, 

complementar la resolución, absolver preguntas sobre las conductas reconocidas, los responsables, la 

propuesta de sanciones. Ley 1922, 2018, art. 31, inc. 1. 

 

Figura 45. No Correspondencia. Elaboración propia. 

     La inexistencia de correspondencia se declarará mediante auto proferido por la SRV, frente al 

cual, solo procederá el recurso de reposición, después se citará a la SRVR, a los sujetos 
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procesales e intervinientes, dentro de los 20 días siguientes a audiencia para: 1. Conocer la 

metodología empleada en la elaboración de la resolución, 2. Ampliar sus explicaciones, 3. 

Complementar la resolución, 4. Absolver preguntas sobre las conductas reconocidas, 5. Los 

responsables, 6. La propuesta de sanciones. En caso de haber insuficiencia en la respuesta de la 

SRVR, los sujetos procesales e intervinientes:  

Si la Sección considera insuficiente la respuesta dada por la Sala de Reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad, por los sujetos procesales o por los intervinientes, se suspenderá la audiencia, por un 

término máximo de treinta (30) días para continuarla y disponiendo que se corrija esa insuficiencia; para 

estos efectos la Sección podrá decretar y practicar pruebas de oficio. Ley 1922, 2018, art. 31, inc. 2. Al 

respecto ver el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 53. 

     Ante las insuficiencias la SRV podrá suspender la audiencia hasta por treinta (30) días, y 

ordenar que se corrijan las insuficiencias, además, podrá decretar y practicar pruebas de oficio, 

esta facultad conlleva a que se esclarezcan los hechos ocurridos, que la resolución de 

conclusiones quede debidamente motivada en sus sanciones y que las víctimas queden 

satisfechas con los hechos aceptados por los comparecientes. 

Reiniciada la audiencia se escuchará a la Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad, a los 

sujetos procesales e intervinientes, con el fin de establecer si se corrigió la insuficiencia. Superado lo 

anterior se dispondrá por la Sección mediante auto, la respectiva correspondencia, contra la cual procede 

recurso de reposición. Ley 1922, 2018, art. 31, inc. 3. 

     Corregidas las insuficiencias la SRV, decretará la correspondencia de la resolución de 

conclusiones, frente a esta decisión solo procederá el recurso de reposición, este recurso 

ordinario puede ser usado por los intervinientes especiales, entre estos, se encuentran las 

víctimas quienes pueden solicitar a los magistrados que adicionen, aclaren o corrijan su 

pronunciamiento frente a los hechos, sanciones y argumentos del auto proferido en audiencia o 

por escrito. 

     Luego, “Ejecutoriada la decisión de correspondencia se procederá conforme lo dispuesto en el 

Artículo 31 sobre la audiencia de verificación.” Ley 1922, 2018, art. 31, parágrafo 1. Analizando 

el trámite se puede determinar que a la norma que remite el parágrafo 1 es el artículo 30 y no el 

31. Por lo tanto, el trámite a seguir después de ser correspondiente la resolución de conclusiones 

es que dentro de los (30) días siguientes, la Sección realizará audiencia pública en los términos 

del artículo 30, inciso 1.  
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     Ahora, finalizada la audiencia pública “la Sección de Primera Instancia para Casos de 

Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad proferirá la respectiva sentencia dando a conocer 

la sanción, sus condiciones y modalidades.” Ley 1922, 2018, art. 31, parágrafo 2. Este parágrafo 

2, se encuentra en concordancia con el artículo 30, inciso 2; con las sanciones del Acuerdo Final, 

2016, 5.1.2, III, 61, 62 y el Acuerdo Final, 2016, Listado de Sanciones, (pp. 171 – 175) 

     A pesar de que los comparecientes en la JEP, se comprometen a decir la verdad plena, no va a 

ocurrir siempre esto, “Reconocimientos Parciales. Si se establece que el reconocimiento de 

verdad y responsabilidad no es sobre todas las conductas endilgadas, se dispondrá por la Sección 

la ruptura de la unidad procesal y el envío de la actuación a la UIA.” Ley 1922, 2018, art. 32. Lo 

anterior, quiere decir que un compareciente puede tener en el sistema “Legali” para magistrados 

y magistradas o “Conti” para la UIA, varios números de radicados de expedientes. 

Anteriormente, la JEP manejaba un único sistema llamado “Orfeo”. 

 

Figura 46. Ruptura Procesal. Elaboración propia. 

     Se reitera en la siguiente norma que se deberá dar: “Comunicación de la sentencia. Agotado el 

trámite anterior, la Sección de Primera Instancia para Casos de Reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad proferirá la respectiva sentencia dando a conocer la sanción, sus condiciones y 

modalidades.” (Ley 1922, 2018, art. 33, inc. 1). Respecto a lo anterior, en el Acuerdo Final, 

2016, se señala que: “Las resoluciones y sentencias deberán ser debidamente motivadas y 

fundadas en derecho. Podrán ser breves en la parte correspondiente a la comprobación de los 

requisitos del SIVJRNR.” (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, inc. 2). 
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     Si las víctimas consideran que la sentencia no se encuentra debidamente motivada la JEP 

según el Acuerdo Final, 2016: “Tendrá también una Sección de Apelación para decidir las 

impugnaciones de las sentencias proferidas por cualquiera de las secciones de primera instancia. 

En segunda instancia no se podrá agravar la condena cuando el único apelante sea el 

sancionado.” (Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, inc. 3).  

     Continuando con lo relacionado con las sentencias: “En firme la sentencia, se remitirá copia a 

la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, y a las 

dependencias, órganos y mecanismos encargados del monitoreo y verificación del cumplimiento 

de sanciones.” Ley 1922, 2018, art. 33, inc. 2. Este principio hace referencia a que las víctimas 

deben ser reparadas integralmente, por eso, se adoptaron varios mecanismos de justicia en donde 

la CEV realizando un informe general, teniendo en cuenta la sentencias proferidas por la JEP, 

esclarecerá la verdad. Queda un interrogante: ¿Qué pasará con las sentencias después del 29 de 

noviembre de 2021, cuando termine el mandato de la CEV? 

     Después de haber abordado el procedimiento dialógico, se procederá a abordar el título 

segundo del procedimiento adversarial, con el fin de proteger los derechos de las víctimas y de la 

sociedad, la UIA, tiene la carga argumentativa y probatoria, para solicitar medidas de 

aseguramiento, y así, garantizar que los comparecientes no obstruyan y asistan al proceso. Ley 

1922, 2018, art. 34. El procedimiento adversarial nace del Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 45, 2; 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, r, que trata sobre el envió del caso a la UIA; Acuerdo Final, 

2016, 5.1.2, III, 51, funciones de la UIA; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, inc. 1, que 

menciona por primera vez a la SARV; y el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 54, funciones de la 

SARV. 

     Como se observa en estas normas concordadas en el párrafo anterior, los órganos que son 

protagonistas en el procedimiento adversarial son la SRVR, la SRV, la UIA y la SARV; los 

primeros dos órganos determinan, si el compareciente debe ir o no a un procedimiento 

adversarial, cuando no haya reconocimiento de la verdad y responsabilidad por las conductas 

cometidas; se enviará el caso total o parcialmente ante la Unidad de Investigación y Acusación 

quien determinará, si acusa o no, ante la SARV, antes de acusar se deberá surtir la etapa de 

indagación y luego la de investigación.   
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     Terminada la etapa de investigación, la UIA dentro del término de sesenta (60) días enviará a 

la Secretaria Judicial de la JEP - SEJUD JEP el escrito de acusación, además de los demás 

contenidos, tendrá la relación de las víctimas. Ley 1922, 2018, art. 36, 6. Al momento de radicar 

el escrito de acusación y sus anexos, dará copias físicas o digitales en igual número para los 

sujetos procesales e intervinientes, dentro de los intervinientes se encuentran las víctimas. Ley 

1922, 2018, art. 36, 7, inc. 2. Los documentos serán de acceso público con las excepciones de la 

información relacionada con las víctimas que les pueda afectar. 

 

Figura 47. Etapas Procesales – Proceso Adversarial. Elaboración propia. 

     El escrito de acusación debe contener siete (7) puntos: “1. La individualización de los 

acusados, incluyendo sus nombres, los datos que sirvan para identificarlos y el domicilio de 

citaciones.” Ley 1922, 2018, art. 36, 1. Al respecto de este numeral el Código de Procedimiento 

Penal indica que: “La Fiscalía General de la Nación estará obligada a verificar la correcta 

identificación o individualización del imputado, a fin de prevenir errores judiciales.” Ley 906, 

2004, art. 128. Debe entenderse en este caso que quien tiene la obligación de individualizar al 

compareciente es la UIA. 

     En segundo lugar, “2. Una relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes.” 

Ley 1922, 2018, art. 36, 2. Estos hechos estarán relacionados con el conflicto armado por la 
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comisión de delitos de lesa humanidad, crímenes de guerra e infracciones al DIH, los 

relacionados con el Estatuto de Roma, en los cuatro Convenios de Ginebra y en especial al 

Protocolo II Adicional de estos, desarrollado del artículo 3 común y que trata sobre los conflictos 

armados no internacionales, y además, todos los ratificados por el Estado de Colombia. El 

anterior numeral, se encuentra relacionado con el siguiente numeral tercero, porque los 

fundamentos de derecho se deben asemejar a los mismos hechos:  

3. Una enunciación específica de los tipos penales en los que se adecúan los hechos jurídicamente 

relevantes, con referencia expresa a la forma de autoría o participación, así como la modalidad de la 

conducta punible. Se incluirá la identificación de los patrones de macrocríminalidad y el análisis de 

contexto. Ley 1922, 2018, art. 36, 3.  

     La macrocriminalidad se encuentra acorde con la Ley Estatutaria de Administración de 

Justicia de la JEP, en donde por primera vez se menciona de manera indirecta en las normas Ley 

1957, 2019, art. 19, inc. 2, 2, que trata sobre el principio de selección; Ley 1957, 2019, art. 155, 

inc. 2, sobre el desmantelamiento de organizaciones criminales; también se menciona en el 

Acuerdo 001, 2018, art. 71, b, del Grupo de Análisis de Información GRAI; Acuerdo 001, 2018, 

art. 124, inc. 2, desmantelamiento de organizaciones criminales; y de manera directa en la Ley 

1922, 2018, art. 10, que menciona el patrón de macrocriminalidad; Ley 1922, 2018, art. 11, 2; 

Ley 1922, 2018, art. 17, parágrafo y con la Ley 1922, 2018, art. 18, inc. 2. Según el Acuerdo 

Final, 2016, los tipos penales de manera general se encuentran enmarcados en estos: 

No serán objeto de amnistía ni indulto ni de beneficios equivalentes los delitos de lesa humanidad, el 

genocidio, los graves crímenes de guerra -esto es, toda infracción del Derecho Internacional Humanitario 

cometida de forma sistemática -, la toma de rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las 

ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia 

sexual, la sustracción de menores, el desplazamiento forzado, además del reclutamiento de menores, todo 

ello conforme a lo establecido en el Estatuto de Roma. Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, II, 40 

     Las anteriores conductas además de estar estipuladas en el Código Penal Colombiano, se 

encuentran enmarcadas en el Derecho Internacional Humanitario DIH; en algunas normas del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos DIDH; en el Derecho Penal Internacional y en 

las decisiones de los tribunales internacionales como el de Núremberg; Tribunal Penal 

Internacional para la ex-Yugoslavia; Tribunal Penal Internacional para Rwanda; Tribunal 

Especial para Sierra Leona; Salas especiales en los tribunales de Camboya; Tribunal Especial 

para el Líbano; Tribunal Especial Residual para Sierra Leona/Tribunal Especial para Sierra 

Leona y la Corte Penal Internacional CPI. 

http://www.unictr.org/
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     Para ejercer el derecho de defensa y tener seguridad jurídica los comparecientes, el escrito de 

acusación debe contener en cuarto lugar: “4. El nombre y lugar de citación de la defensa de 

confianza o, en su defecto, la que designe alguno de los sistemas de defensa pública dispuestos 

en el ordenamiento jurídico.” Ley 1922, 2018, art. 36, 4. Para este numeral hay que tener 

presenta a la SEJEP y su SAAD encargado de ejercer defensa de los sujetos procesales ante la 

JEP; además, la Defensoría del pueblo, también podrá designar un defensor para el procesado o 

compareciente. En quinto lugar, el escrito de acusación contendrá: 

5. El descubrimiento material de la totalidad de los elementos materiales probatorios, la evidencia física e 

información legalmente obtenida, recaudados por la UIA, información de los testigos, peritos o expertos 

cuya declaración se solicite en el juicio, documentos, objetos u otros elementos que quieran aducirse y la 

indicación del material probatorio favorable al acusado en poder de la UIA. Ley 1922, 2018, art. 36, 5.  

     Para tener igualdad de “armas” la defensa del compareciente debe tener conocimiento de las 

pruebas que la UIA, tiene en su contra, para poder controvertirlas en el juicio oral, allegando 

Elementos Materiales Probatorios EMP, Evidencia Física EV, información Legalmente Obtenida 

ILO, información de testigos, peritos, o expertos que se hayan pedido para que declaren en el 

juicio oral. 

     La UIA como lo señala el Acuerdo Final, 2016: “(…) debe satisfacer el derecho de las 

víctimas a la justicia cuando no haya reconocimiento colectivo o individual de responsabilidad.” 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, e; por esta razón en su escrito de acusación debe hacer: “6. 

La relación de las víctimas.” Ley 1922, 2018, art. 36, 6. Lo anterior, para garantizar la 

participación de las víctimas y el acceso efectivo a la justicia. En el Acuerdo Final, 2016, se 

reconoce que conductas se han cometido por parte de los actores armados y quienes son las 

víctimas: 

El conflicto armado, que tiene múltiples causas, ha ocasionado un sufrimiento y un daño a la población sin 

igual en nuestra historia. Son millones los colombianos y colombianas víctimas de desplazamiento forzado, 

cientos de miles los muertos, decenas de miles los desaparecidos de toda índole y un amplio número de 

familias, colectivos y poblaciones afectadas a lo largo y ancho del territorio, incluyendo comunidades 

campesinas, indígenas, afrocolombianas, negras, palenqueras, raizales, y Rom, personas en razón de sus 

creencias religiosas, partidos políticos, movimientos sociales y sindicales, población LGBTI y gremios 

económicos, entre otros. Sin olvidar otras formas menos visibles pero no menos dolorosas de victimización, 

como la violencia sexual, las afectaciones psicológicas, o la simple convivencia con el miedo. Acuerdo 

Final, 2016, 5, inc.17, (p. 126) 

    El párrafo anterior muestra que tipo de daños serán los que se encontrarán en el escrito de 

acusación de la UIA, estos son crímenes atroces, de lesa humanidad, crímenes de guerra, 
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genocidios, etnocidios y ecocidios, la UIA, el 5 de junio de 2019, día internacional del medio 

ambiente, reconoció como víctima silenciosa al medio ambiente., por esta razón es que se debe 

hacer en el escrito de acusación: “7. La identificación de los daños causados con las conductas.” 

Ley 1922, 2018, art. 36, 7.  

 

     En el conflicto armado se han cometido ecocidios como ocurrió con bombardeos y 

ametrallamientos de los bosques, acabando con la fauna, flora y fuentes hídricas, en general el 

medio ambiente. Otro delito grave que se ha cometido es el genocidio que incluso se encuentra 

en curso una investigación de la JEP en el “Caso 06: Victimización de miembros de la Unión 

Patriótica” En relación con el genocidio como manifestó Cepeda, I. (2006): “Mientras continúe 

aconteciendo un hecho de la magnitud y el significado del genocidio prolongado de todo un 

grupo político, la sociedad colombiana no podrá ser considerada una sociedad auténticamente 

democrática.” (p. 11), se hace referencia al genocidio político de la UP, personas que por pensar 

distinto fueron ejecutados de manera extrajudicial.  

 

     Continuando con el procedimiento adversarial, recibido el escrito de acusación por el 

magistrado ponente de la SARV, correrá traslado para que dentro de los diez (10) días siguientes, 

las víctimas soliciten la nulidad, impedimento,  recusación y solicitudes de aclaración o 

corrección al escrito; además, podrán solicitar pruebas y EMP y EF. La SARV resolverá en un 

término de diez (10) días las solicitudes y convocará a audiencia preparatoria en un plazo 

máximo de treinta (30) días. Ley 1922, 2018, art. 37, inc. 1, 2. Esta norma se encuentra acorde 

con el Código de Procedimiento Penal, Ley 906, 2004, art. 343, inc. 2. 

     Los sujetos procesales en la audiencia preparatoria deberán manifestar la legalidad, 

pertinencia, conducencia, necesidad y utilidad de los EMP, EF, e ILO, que fueron descubiertos; 

luego el magistrado se pronunciará sobre los EMP, EF, e ILO de los cuales puede excluirlos o 

inadmitirlos, sino reúnen los requisitos; el magistrado decretará las pruebas y finalmente, le dará 

la oportunidad al compareciente de declararse responsable o no. Ley 1922, 2018, art. 38A   

     En la audiencia preparatoria, además de los otros procedimientos, las víctimas, cuando sus 

pruebas sean excluidas, inadmitidas e incorporadas podrán apelar y sustentar dentro de los cinco 

(5) días siguientes. Luego, vencido el anterior término el magistrado tendrá (5) cinco días para 
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resolver el recurso de apelación, mediante auto se concederá o no se concederá el recurso de 

apelación ante la SAT. Ley 1922, art. 38A, 4, inc. 2. Respecto a la apelación se asemeja al 

Código de Procedimiento Penal la Ley 906, 2004, art. 363, 1. El término para la fijación de la 

fecha de inicio del juicio oral será:   

Artículo 365. Fijación de la fecha de inicio del juicio oral. Concluida la audiencia preparatoria, el juez 

fijará fecha, hora y sala para el inicio del juicio que deberá realizarse dentro de los treinta (30) días 

siguientes a la terminación de la audiencia preparatoria. Ley 906, 2004, art. 365. 

     Las víctimas podrán asistir a la audiencia de juzgamiento, practicar pruebas, y quince días 

después realizar alegatos de conclusión, se podrá solicitar dentro del término para presentar 

alegatos que se dé una audiencia de sustentación de alegatos y esta se celebrará quince (15) días 

después. En esta audiencia de juicio oral, el magistrado interrogará al acusado sobre si acepta o 

no la responsabilidad, en estas actuaciones, se deberá tener en cuenta la Ley 906 de 2004. Ley 

1922, 2018, art. 39, 40, 41.  

     El derecho de última palabra, que tiene el compareciente acusado de declararse culpable hasta 

antes de proferirse la sentencia, beneficia a las víctimas, porque estas, pueden obtener la verdad y 

el restablecimiento de los derechos, Ley 1922, 2018, art. 42. Vencido el término de quince (15) 

días para los alegatos de conclusión, la SARV, deberá proferir sentencia escrita dentro de los 

sesenta (60) días siguientes, y deberán ser notificadas las víctimas. Ley 1922, 2018, art. 43, inc. 

1. 

     Después de surtirse las notificaciones se podrá interponer el recurso de apelación contra la 

sentencia, el cual, deberá ser interpuesto dentro de los (3) tres días siguientes y sustentado dentro 

de los (10) diez días siguientes, ante la SAT por escrito. En caso de no sustentarse se declarará 

desierto el recurso de apelación. Las víctimas podrán solicitar que se delante de manera motivada 

la audiencia de lectura de la sentencia, con el fin de obtener reparación. Ley 1922, 2018, art. 43, 

inc. 2. Dentro de este procedimiento adversarial también pueden los condenados reparar el daño 

causado según el Acuerdo Final, 2016, Listado de Sanciones, III, inc. 2:  

Se podrán aplicar a los condenados los subrogados penales o beneficios adicionales siempre y cuando el 

destinatario se comprometa a contribuir con su resocialización a través del trabajo, capacitación o estudio 

durante el tiempo que permanezca privado de la libertad, y a promover actividades orientadas a la no 

repetición del daño causado una vez liberado. (p. 175) 
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     Sin embargo, existe otra ruta procesal que conduce a las sanciones alternativas en donde las 

víctimas o comparecientes acusados podrán: “En caso de reconocimiento tardío de 

responsabilidad y antes de iniciación del juicio oral” solicitar una audiencia restaurativa en 

presencia del Magistrado, para la resolución de conflictos y el restablecimiento de los derechos 

de las víctimas, Ley 1922, 2018, art, 44, inc. 1, 2.  

     Este reconocimiento se encuentra relacionado con el procedimiento del Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 45, 2, que trata sobre el procedimiento adversarial; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, 

e, creación del órgano UIA; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, r, procedimiento adversarial; 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51, funciones de la UIA; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, inc. 

1, creación de la SARV; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 54, funciones de la SARV; Acuerdo 

Final, 2016, 5.1.2, III, 60, inc. 5, sanción propia y alternativa; Acuerdo Final, 2016, II, inc. 3, (p. 

175), sanción alternativa. 

     En el Titulo Tercero, Otros Procedimientos ante las Salas y Secciones de la JEP, Capitulo 

Primero, Procedimientos ante la Sala de Amnistía o Indulto. Dentro del procedimiento ante la 

SAI, cuando avoque conocimiento de un caso la sala, deberá ordenar “el traslado al Ministerio 

Público para la defensa de los derechos de las víctimas” para esta defensa tendrá cinco (5) días 

para pronunciarse. Acto Legislativo 1, 2017, art. 12, inc. 2; la Ley 1922, 2018, art. 46, 4. 

     El procedimiento de la SAI se relaciona con el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, II, 35, la protesta 

pacífica; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, II, 39, inc. 2, 3, del delito político; Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 46, c, creación de la SAI; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 48, e, l, competencia; 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 49, funciones de la SAI; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 50, a, b, 

f, procedimiento de la SDSJ - SAI; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51, e, procedimiento UIA - 

SAI; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 54, g, procedimiento de la SARV - SAI y el Acuerdo Final, 

2016, 5.1.2, II, 23, inc. 1, 2, 4, respecto a la amnistía. Lo anterior, refleja que el marco jurídico 

de la SAI, es el más extenso, comparado con el de otros órganos.     

     La mayoría de casos y procedimientos de la SAI están relacionados con los ex miembros de 

las FARC – EP, y otros con la protesta social, a través de la SEJUD JEP, se debe notificar a 

todas las víctimas de la ex guerrilla de las FARC – EP, los rebeldes que se alzaron en armas 
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contra el Estado y que tienen garantías judiciales para obtener la amnistía y el indulto, dando le 

participación a las víctimas en este procedimiento.  

     Las víctimas en la Ley 1820, 2016, se relacionan con las normas: Ley 1820, 2016, art. 6, inc. 

1, de la integralidad; Ley 1820, 2016, art. 14, contribución a la satisfacción de los derechos de las 

víctimas; Ley 1820, 2016, art. 28, 7, priorización de casos de la SDSJ; Ley 1820, 2016, art. 33, 

contribución a la satisfacción de los derechos de las víctimas; Ley 1820, 2016, art. 35, parágrafo, 

inc. 6, obligación de reparar a las víctimas; Ley 1820, 2016, art. 41, inc. 1, reparación integral de 

las víctimas; Ley 1820, 2016, art. 42, inc. 1; Ley 1820, 2016, art. 48, 5; Ley 1820, 2016, art. 50; 

Ley 1820, 2016, art. 52, 4, reparación inmaterial de las víctimas y Ley 1820, 2016, art. 57, 4.  

     En estas normas de manera general, se resalta que a pesar de los beneficios que recibirán los 

comparecientes en la Jurisdicción Especial para la Paz JEP, las víctimas tienen derecho a la 

reparación integral, relacionada con el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No 

Repetición SIVJRNR, además, que podrán acceder a indemnizaciones administrativas, a través 

de la Ley 1448 de 2011, Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras. 

     El procedimiento ante la SAI, se resuelve con una resolución que otorgue o niegue la amnistía 

o el indulto con la celebración de una audiencia pública, en donde las víctimas podrán asistir e 

interponer el recurso de apelación frente a la decisión, Ley 1922, 2018, art. 46, inc. 4. Los 

agentes del Estado y los terceros tienen varios procedimientos especiales para ingresar a la JEP, 

los cuales se encuentran en la, Ley 1922, 2018, art. 47. 

     En el Capítulo Segundo, Procedimientos ante la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas, 

Sección Primera Procedimiento. Estos agentes del Estado y terceros comparecerán ante la SDSJ, 

cuando se profiera la resolución con la que se avoca conocimiento, se informará dentro de los 

siguientes cinco (5) días “a las víctimas, a su representante y al Ministerio Público. Contra esta 

decisión procede el recurso de reposición por la víctima o su representante.” Ley 1922, 2018, art. 

48, inc. 2.  

     En relación con el procedimiento ante la SDSJ se encuentra el Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, II, 

35; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 46, d, es donde se creó este órgano; Acuerdo Final, 2016, 

5.1.2, III, 48, e, n, p, sobre su competencia; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 50, sobre sus 
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funciones; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 51, a, e, sobre el procedimiento ante la UIA; Acuerdo 

Final, 2016, 5.1.2, III, 54, g, procedimiento de la SARV y la SDSJ; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, 

III, 58, a, procedimiento entre la SDSJ y la SRT; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 64, delitos 

relacionados con la protesta social; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, II, 23, inc. 4, (p. 177) de la 

obligación de comparecer a la JEP.  

     La SDSJ diez (10) días posteriores a la resolución que avocó conocimiento, decidirá mediante 

resolución sobre su competencia y el “reconocimiento de quien tenga la calidad de víctima” Ley 

1922, 2018, art. 48, inc. 6, frente a la competencia procederá el recurso de reposición, y la 

decisión de remitir a la SAI o a la SRVR tendrá recurso de apelación. En caso de duda respecto a 

la competencia, se citará dentro de los diez (10) días siguientes a los sujetos procesales e 

intervinientes a una audiencia pública, terminada esta audiencia dentro de los cinco (5) días 

siguientes emitirá resolución de competencia. 

     Contra la resolución que declara la incompetencia proceden los recursos de reposición y en 

subsidio el de apelación. En caso de asumir competencia la SDSJ, “reconocerá o negará la 

calidad de víctima y decretará la apertura a pruebas por un término de veinte (20) días.” Ley 

1922, 2018, art. 48, inc. 12. Se notificará la resolución que abre a pruebas y vencido el término 

para allegar las pruebas, dentro de los diez (10) días siguientes la SDSJ citará a audiencia a los 

sujetos procesales e intervinientes.  

     Luego, se pondrá en marcha el cumplimiento al SIVJRNR, Ley 1922, 2018, art. 48, inc. 15. 

El recurso de apelación y reposición se encuentra acorde con: “Las resoluciones y sentencias de 

las salas y secciones pueden ser recurridas en apelación o reposición a solicitud del destinatario 

de las mismas.”Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, II, 14; Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, inc. 3, 4, 5; 

Acuerdo Final, 2016, 5.1.2, III, 52, parágrafo, inc. 3; Ley 1922, 2018, art. 12, 13, 14, 15, 16, 25, 

38A, 43, 46, 48, 53, 59, 60.  

     Sección Segunda, Formas de Terminación Anticipada del Proceso, En el procedimiento de la 

renuncia a la persecución penal, se garantizarán los derechos de las víctimas, cuando los 

comparecientes siendo menores de 18 años hayan cometido delitos no amnistiables y cuando no 

hayan tenido “participación determinante en la comisión de las conductas graves y 

representativas” Ley 1922, 2018, art. 49, inc. 5, lo anterior, dentro del marco del régimen de 
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condicionalidad. Se podrá solicitar la preclusión “siempre y cuando se hayan satisfecho los 

criterios de verdad, reparación y garantía de no repetición.” Ley 1922, 2018, art. 50, inc. 2, al 

respecto véase la Ley 906, 2000, art. 332, en donde, se indican las causales para la solicitud de 

preclusión.  

     La preclusión será resuelta por la SDSJ y/o el TP. Ley 1922, 2018, art. 50, preclusión; Ley 

1922, 2018, art. 8, parágrafo 2, preclusión en la indagación e investigación; y la Ley 1922, 2018, 

art. 69, revocatoria de la preclusión. Respecto a la preclusión en el Código de Procedimiento 

Penal: Ley 906, 2004, art. 331, preclusión; 332, causales para la preclusión; 333, trámite; 334, 

efectos de la preclusión y el 335, rechazo de la solicitud de preclusión.  

     Capítulo Tercero, Procedimientos ante la Sección de Revisión. En los casos de solicitudes de 

la sustitución de la sanción penal, será competente para resolverlas la SRT, cuando provengan de 

la SDSJ o de la SRVR, en este procedimiento las víctimas serán escuchadas. Ley 1922, 2018, art. 

52, sustitución de la sanción penal y 52A trámite de la revisión de sentencias, este trámite será 

excepcional y se hará sobre las sentencias condenatorias proferidas por la JEP, deberá cumplir 

con unos requisitos para ser procedente; además, la SRT conocerá del trámite de acciones de 

tutela; de las solicitudes de no extradición; realizará autorizaciones a la UBPD; resolverá 

conflictos de competencia y la protección de las decisiones de la JEP.   

     Libro Tercero, Disposiciones Complementarias, Titulo Primero, Disposiciones Generales. En 

el caso de que las víctimas consideren que existe un incumplimiento al régimen de 

condicionalidad, por parte del compareciente, podrán solicitar con la Sala y la Sección la 

revocatoria de la libertad condicionada, libertad condicional, libertad transitoria, condicionada y 

anticipada, ante la UIA, “adelantar las averiguaciones y diligencias pertinentes y presentar un 

informe en un término no superior a diez (10) días.” La Sala o la Sección iniciará un incidente a 

través de resolución y notificará a los sujetos procesales e intervinientes, los términos procesales 

serán así: cinco (5) días para pruebas de oficio, cinco (5) días para dar traslado y cinco (5) días 

para decidir. Ley 1922, 2018, art. 61. 

     Las víctimas, salas y secciones podrán solicitar abrir un procedimiento para la revocatoria de 

la sustitución de la privación de la libertad intramural por la privación de libertad en Unidad 

Militar o Policial, este beneficio que puede perder un compareciente, se encuentra normado en la 
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Ley 1820 de 2016 en los artículos 57 y 58, la UIA coadyuvará en este incidente realizando un 

informe en donde realizará diligencias, inspecciones. Las Salas y Secciones adoptarán el trámite 

del artículo que antecede a este. Ley 1922, 2018, art. 62. En relación con la sustitución de la 

privación de la libertad la Ley 1922, 2018, art. 13, 13. 

     La individualización de la sanción al compareciente o comparecientes debe ser fundamentada 

y dentro de los paramentos a tener en cuenta en relación con las víctimas son: “la magnitud del 

daño causado, en particular a las víctimas y familiares”, “la especial vulnerabilidad de las 

víctimas” las sanciones pueden ser propias, alternativas y ordinarias; las propias van de 5 a 8 

años de restricción a la libertad, las alternativas de 5 a 8 años intramural y las ordinarias de 15 a 

20 años. Ley 1922, 2018, art. 64.  

     Las víctimas podrán solicitar a las Salas o Secciones iniciar un incidente de incumplimiento al 

régimen de condicionalidad, el cual, luego de abierto mediante resolución en donde se dará un 

término de cinco días para allegar pruebas. Vencido el termino anterior, se decretaran las pruebas 

y se podrá solicitar otras pruebas de oficio, se podrá comisionar a la UIA para que se realice un 

informe dentro de los treinta (30) días siguientes. Terminada la práctica de pruebas, se allegarán 

los alegatos y dentro de los diez (10) días siguientes se tomará la decisión. Ley 1922, 2018, art. 

67. 

     Finalmente, y como se había mencionado en la introducción de este capítulo, en esta ley de 

procedimiento, aparece una clausula remisoria que indica que se aplicarán las siguientes normas: 

Ley 1592, 2012; Ley 1564, 2012; Ley 600, 2000 y la Ley 906, 2004; Estatuto de Roma, Ley 

1257, 2008 y Ley 1719, 2014. “En todos los procesos que se adelanten ante la JEP se 

garantizaran los derechos de las víctimas de violencia basada en genero y en especial la violencia 

sexual” Ley 1922, 2018, art. 72.    
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Conclusiones 

     Como resultado de la investigación de sistematización de las normas de procedimiento de las 

víctimas en la JEP, es posible concluir que existe una relación entre las víctimas, y los órganos: 

la SRVR, la UIA, la SRV, la SARV, la SRT, la SEJEP y demás órganos de la JEP, con altos 

niveles de participación; el primer órgano la SRVR es donde las víctimas participan de manera 

más activa, debido a que es donde los comparecientes reconocen verdad y responsabilidad frente 

a los informes de las organizaciones de víctimas, y estas pueden pronunciarse de manera oral y 

escrita en el procedimiento dialógico. 

     Por otro lado, al comparar los análisis de normas de procedimiento de los órganos de la JEP, 

se observa que en el procedimiento adversarial en las etapas de indagación, investigación de la 

UIA, hay poca participación de las víctimas en las normas de procedimiento, sin embargo, existe 

una herramienta que seguramente hará uso la UIA y es el protocolo de comunicación con las 

víctimas; en adelante, en la etapa de formulación de acusación, audiencia preparatoria y 

audiencia de juicio oral, las normas de procedimiento dan participación a las víctimas. 

     Es debido a esto que se puede concluir que uno de los principales usos de esta herramienta de 

sistematización de las normas, es identificar los múltiples procedimientos que tienen las víctimas 

en la JEP, a través de los cuales participan, y que puede ser usada por los apoderados de 

víctimas, organizaciones de víctimas, funcionarios de la JEP, PGN, defensoría del pueblo, 

comparecientes y la misma víctima. 

     Respecto a las características de las normas que se encuentran sistematizadas en este trabajo, 

hay que concluir que existen normas incompletas que se clasifican según Larenz (2001), en: 

“aclaratorias, las restrictivas y las remisivas.” (p.250). Las aclaratorias, se presentaron cuando en 

un principio no se tenía claro con el Acuerdo Final, cómo iba a ser la participación de las 

víctimas; las restrictivas, por ejemplo en cuanto a que los funcionarios de la JEP deben evitar la 

re victimización de las víctimas y las remisivas cuando se remite a otras normas nacionales e 

internacionales; e incluso con el ejercicio que se hizo en este trabajo realizando una 

sistematización normativa.  



LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 98 

Referencias 

Ambos, K. (1999). La responsabilidad del superior en el Derecho Penal Internacional. Anuario 

de Derecho Penal y ciencias penales, 52(1), 527-594.Recuperado de: 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/298290.pdf 

BECERRA MORALES, R. A. (2020). LA COMPETENCIA MATERIAL DE LA JEP FRENTE 

A LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA AL CONOCER DE CONDUCTAS CONEXAS O 

RELACIONADAS CON EL CONFLICTO ARMADO (Doctoral dissertation). Recuperado de: 

http://repositorio.ufpso.edu.co/bitstream/123456789/432/1/33698.pdf   

Becerra, A., & Saldaña, A. T. (2012). Psicología y acompañamiento a víctimas. Ministerio de 

Justicia. Recuperado de: 

https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=

&response-content-

disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&S

ignature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZep

JwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-

yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-

DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a

9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6gh

U-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-

O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA 

Botero, E. S. (2005). Reflexiones en torno de la jurisdicción especial indígena en 

Colombia. Revista del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 41, 227. Recuperado de: 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r08062-9.pdf 

Braconnier Moreno, L. (2018). Los Derechos Propios De Los Pueblos Étnicos En El Acuerdo De 

Paz De Agosto De 2016 (The Own Rights of Ethnical People in the Colombian Peace Agreement 

of August 2016). Revista derecho del Estado, (40). Recuperado de: 

https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=3113721 

http://repositorio.ufpso.edu.co/bitstream/123456789/432/1/33698.pdf
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/40797191/ps_y_atencion_a_victimas1.pdf?1450368993=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DPs_y_atencion_a_victimas1.pdf&Expires=1606510183&Signature=KT9XU47LCE~5bgYpNjQGMd7eMc01l7MJ7Uv7fnn4TSabPYKpLmnI1V2LqwyZepJwaIHuxmLvz3i~xzaTZPL7nNoP8M6qnW-yvLW7GbxkFoSMHgTGuyVO5fPuKeWS6B2FGZ-DHF1IpNuIFeS4a9wbJtPP0Hnf7v4bEKy1xzs~tDqBHHAfveuu1DiEc9SU5w0g06PRgME5R5a9X1aJSS2fhXKQxpnQkFPLRicfL~GotwZMYx9gCr88q3gBts~zxHndMSP8uWaF25FqcFL6ghU-kimAV~F8mf4b3sfbbaoontsGAv0e-9QxwFK-O1pf7OpQBkuZtYKE1r6Deb9cIIbQ8g__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r08062-9.pdf
https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=3113721


LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 99 

Centro Internacional para la Justicia Transicional ICTJ (2019) CACARICA: 22 AÑOS DE 

RESISTENCIA. Recuperado de:  https://www.ictj.org/es/node/25164  

Cepeda, I. (2006). Genocidio político: el caso de la Unión Patriótica en Colombia. Revista 

Cetil, 1(2), 101-112. Recuperado de: https://mronline.org/wp-

content/uploads/2019/12/r24797.pdf 

Checa Hidalgo, D. (2011). Intervenciones Internacionales Noviolentas para la transformación de 

conflictos violentos. Historia y modelo de Brigadas Internacionales de Paz. Recuperado de: 

https://digibug.ugr.es/bitstream/handle/10481/17585/19720713.pdf?sequence=1&isAllowed=y 

Colombia. (2016). Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 

estable y duradera. Recuperado de: 

https://www.jep.gov.co/Marco%20Normativo/Normativa_v2/01%20ACUERDOS/N01.pdf 

de la Corte, E. D. R. (2002). Penal Internacional (1998) art. 124. Recuperado de 

http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1667619 

Española, C. R. (2018). Definición del Derecho Internacional Humanitario. Online. Recuperado 

de: 

http://www.cruzroja.es/portal/page?_pageid=878,12647036&_dad=portal30&_schema=PORTA

L30 

García, Y. E. G. (2013). Las políticas de justicia y paz en el reconocimiento a las víctimas del 

conflicto armado en Colombia. Pensamiento Americano, 6(10). Recuperado de: 

http://publicaciones.americana.edu.co/index.php/pensamientoamericano/article/view/130/148 

Herkrath Sanclemente, A. E. (2011). Evaluación del impacto ambiental asociado a la pérdida de 

cobertura vegetal en el Parque Natural Nacional Los Katíos por la posible construcción de la 

transversal de las Américas (Bachelor's thesis, Bogotá-Uniandes). Recuperado de: 

https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/24499/u468944.pdf?sequence=1 

https://www.ictj.org/es/node/25164
https://mronline.org/wp-content/uploads/2019/12/r24797.pdf
https://mronline.org/wp-content/uploads/2019/12/r24797.pdf
https://digibug.ugr.es/bitstream/handle/10481/17585/19720713.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://www.jep.gov.co/Marco%20Normativo/Normativa_v2/01%20ACUERDOS/N01.pdf
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1667619
http://www.cruzroja.es/portal/page?_pageid=878,12647036&_dad=portal30&_schema=PORTAL30
http://www.cruzroja.es/portal/page?_pageid=878,12647036&_dad=portal30&_schema=PORTAL30
http://publicaciones.americana.edu.co/index.php/pensamientoamericano/article/view/130/148
https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/24499/u468944.pdf?sequence


LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 100 

Humanos, C. A. S. D. (1969). Convencion Americana sobre derechos humanos suscrita en la 

Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. Art. 8, h. Recuperado de: 

https://www.poderjudicialchiapas.gob.mx/archivos/manager/Pacto_San_Jose.pdf 

HUMANOS, C. I. D. D. (2016). Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

de 20 de octubre de 2016. Recuperado de: 

https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/operaciongenesis_20_10_16.pdf 

LA CORTE, I. P. A. (2013). Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la 

cuenca del río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia. Sentencia del, 20. Recuperado de:  

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_270_esp.pdf 

LA CORTE, I. P. A. (2013). Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la 

cuenca del río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia. Sentencia del, 20. Recuperado de: 

https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/SCS/colombia/genesis/genesisc.pdf 

Larenz, K. (2001). Metodología de la ciencia del derecho, trad. Marcelino Rodríguez Molinero, 

Barcelona. Ariel, 199. 

Latorre Latorre, V. (2012). BASES METODOLÓGICAS DE LA INVESTIGACIÓN 

JURÍDICA. Recuperado de: 

https://scholar.google.es/scholar?hl=es&as_sdt=0%2C5&q=Latorre+Latorre%2C+V.+%282012

%29.+BASES+METODOL%C3%93GICAS+DE+LA+INVESTIGACI%C3%93N+JUR%C3%8

DDICA&btnG=   

León, G. D., Krsticevic, V., & Obando, L. (2010). Debida diligencia en la investigación de 

graves violaciones a derechos humanos. Recuperado de: http://up-

rid2.up.ac.pa:8080/xmlui/handle/123456789/2192 

Macia, J. (1912). Amnistía e indulto. Estudios de Derecho, 1(1), 28. Recuperado de: 

file:///D:/Descargas/333485-Texto%20del%20art%C3%ADculo-149267-1-10-20180612.pdf 

marco del Consejo, D. (2001). 220/JAI, de 15 de marzo de 2001 relativa al Estatuto de la 

Víctima en el Proceso Penal. DOUE L, 82, 1-4. Recuperado de: 

file:///D:/Descargas/l_08220010322es00010004.pdf.es.pdf 

https://www.poderjudicialchiapas.gob.mx/archivos/manager/Pacto_San_Jose.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/operaciongenesis_20_10_16.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_270_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/SCS/colombia/genesis/genesisc.pdf
https://scholar.google.es/scholar?hl=es&as_sdt=0%2C5&q=Latorre+Latorre%2C+V.+%282012%29.+BASES+METODOL%C3%93GICAS+DE+LA+INVESTIGACI%C3%93N+JUR%C3%8DDICA&btnG
https://scholar.google.es/scholar?hl=es&as_sdt=0%2C5&q=Latorre+Latorre%2C+V.+%282012%29.+BASES+METODOL%C3%93GICAS+DE+LA+INVESTIGACI%C3%93N+JUR%C3%8DDICA&btnG
https://scholar.google.es/scholar?hl=es&as_sdt=0%2C5&q=Latorre+Latorre%2C+V.+%282012%29.+BASES+METODOL%C3%93GICAS+DE+LA+INVESTIGACI%C3%93N+JUR%C3%8DDICA&btnG
file:///D:\Descargas\333485-Texto%20del%20artículo-149267-1-10-20180612.pdf
file:///D:\Descargas\l_08220010322es00010004.pdf.es.pdf


LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 101 

Martínez, G. C. M., Tamayo, R. S., & Padilla, A. M. I. (2021). Violaciones graves a derechos 

humanos de comunidades LGBTI en el conflicto armado interno colombiano como crimen de 

lesa humanidad. Estudios Políticos, (60). Recuperado de: 

https://revistas.udea.edu.co/index.php/estudiospoliticos/article/download/342915/20804696?inlin

e=1  

Moreno Castiblanco, E. A. (2019). Propuesta de sistematización: normas del procedimiento en la 

(UIA). Recuperado de: https://repository.ucatolica.edu.co/password-

login;jsessionid=71382AAA28919629656B8C75C0FEA99C 

Naciones Unidas, Asamblea General “Carta de las Naciones Unidas”, (23 de junio de 1945), 

disponible en: https://www.un.org/es/about-us/un-charter/full-text 

Nikken, P. (1994). El concepto de derechos humanos. IIDH (ed.), Estudios Básicos de Derechos 

Humanos, San José, I, 15-37.Recuperado 

de:http://datateca.unad.edu.co/contenidos/90150/Curso_AVA/Curso_AVA_8-

02/Entorno_de_Conocimiento_8-

02/Bibliografia_Unidad_2/Concepto_de_Derechos_Humanos.pdf 

Organización Internacional del Trabajo (OIT), Convenio (N. 169) sobre pueblos indígenas y 

tribales en países independientes, 27 Junio 1989, C169. Recuperado de: 

https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/CONVENIO-

OIT-169.pdf 

Protocolo, I. I. (1977). adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de 

las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional. Consultado el, 11. Recuperado 

de: https://www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/protocolo-ii.htm 

Quiñonez, S. A. (2016). Plan Colombia: descivilización, genocidio, etnocidio y destierro 

afrocolombiano. Nómadas, (45), 75-89. Recuperado de: 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=5890457  

Restrepo Restrepo, R. E., & Vargas Ángel, R. E. (2018). La tierra como eje central del conflicto 

armado en Colombia, una mirada a la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de 

https://revistas.udea.edu.co/index.php/estudiospoliticos/article/download/342915/20804696?inline=1
https://revistas.udea.edu.co/index.php/estudiospoliticos/article/download/342915/20804696?inline=1
https://repository.ucatolica.edu.co/password-login;jsessionid=71382AAA28919629656B8C75C0FEA99C
https://repository.ucatolica.edu.co/password-login;jsessionid=71382AAA28919629656B8C75C0FEA99C
http://datateca.unad.edu.co/contenidos/90150/Curso_AVA/Curso_AVA_8-02/Entorno_de_Conocimiento_8-02/Bibliografia_Unidad_2/Concepto_de_Derechos_Humanos.pdf
http://datateca.unad.edu.co/contenidos/90150/Curso_AVA/Curso_AVA_8-02/Entorno_de_Conocimiento_8-02/Bibliografia_Unidad_2/Concepto_de_Derechos_Humanos.pdf
http://datateca.unad.edu.co/contenidos/90150/Curso_AVA/Curso_AVA_8-02/Entorno_de_Conocimiento_8-02/Bibliografia_Unidad_2/Concepto_de_Derechos_Humanos.pdf
https://www.icrc.org/es/doc/resources/documents/misc/protocolo-ii.htm
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=5890457


LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 102 

Tierras, sus antecedentes, implementación y problemáticas (Bachelor's thesis, Universidad 

EAFIT). Recuperado de: 

https://repository.eafit.edu.co/bitstream/handle/10784/13295/RonaldEsteban_RestrepoRestrepo_

RicardoEsteban_VanegasAngel_2018.pdf?sequence=2 

Rosero-Labbé, C. M. (2007). Reparaciones para negros, afrocolombianos y raizales como 

rescatados de la Trata Negrera Transatlántica y desterrados de la guerra en Colombia. ROSERO-

LABBÉ, Claudia Mosquera; BARCELOS, Luiz Claudio. Afro-reparaciones: memorias de la 

esclavitud y justicia reparativa para negros, afrocolombianos y raizales. Bogotá: Universidad 

Nacional de Colombia. Facultad de Ciencias Humanas. Centro de Estudios Sociales (CES), 213-

276. Recuperado de: 

https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-

disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires

=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-

110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-

bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-

kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LS

Y7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-

3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBY

EIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-

Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA  

Ruiz Delgado, T. E. (2016) Impacto de la sentencia de la CIDH en relación a las comunidades 

afrodescendientes desplazadas de la cuenca del Río Cacarica-operación génesis. Recuperado de: 

https://repository.unimilitar.edu.co/handle/10654/16222 

Trujillo, J. V., & Villarreal, J. G. ¿ Cómo participan las víctimas ante la JEP?. Recuperado de: 

https://www.instituto-capaz.org/wp-content/uploads/2021/01/Policy-Brief-Azul-7-2020-Vargas-

y-Galindo-Web.pdf 

Uprimny, R., & Saffon, M. P. (2005). Capítulo 7 Justicia transicional y justicia restaurativa: 

tensiones y complementariedades. Entre el perdón y el paredón: preguntas y dilemas de la 

justicia transicional, 211. Recuperado de: 

https://repository.eafit.edu.co/bitstream/handle/10784/13295/RonaldEsteban_RestrepoRestrepo_RicardoEsteban_VanegasAngel_2018.pdf?sequence=2
https://repository.eafit.edu.co/bitstream/handle/10784/13295/RonaldEsteban_RestrepoRestrepo_RicardoEsteban_VanegasAngel_2018.pdf?sequence=2
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://d1wqtxts1xzle7.cloudfront.net/26443460/07capi06.pdf?1345547499=&response-content-disposition=inline%3B+filename%3DAfro_reparaciones_memorias_de_la_esclavi.pdf&Expires=1615148394&Signature=AAWkKuUvpIqdAJAlot8aa5-P5sB7dBYP4KwmPKYilvJgjVW9zK-110zpcuEFZOMPADKvxMKKirlGySouDzEy-NcbP9bbptJugWN2-bQulseIqsKUIv7gNYpXoWN9u9KQ-kNy47jphl0SQyZ1oMuSLFaOyLyp7Ou8CyRz3XzpFD5HavIYfQ7CMRbvNJKb5ZFbYjG9LSY7Vk6Bv1w7GoC1pKz9-3Og4NNQwgo80Oj3LDBhTWvuBd6JnjBpfrH5OvKYk3LzHG1atXzclRpXMHmiumXYLJyBYEIO3bkJFkt3YwQy3Pw1t5ruyiUvIMlK4bH8aQeDOxmb~K8C7nL84PyVuQ__&Key-Pair-Id=APKAJLOHF5GGSLRBV4ZA
https://repository.unimilitar.edu.co/handle/10654/16222
https://www.instituto-capaz.org/wp-content/uploads/2021/01/Policy-Brief-Azul-7-2020-Vargas-y-Galindo-Web.pdf
https://www.instituto-capaz.org/wp-content/uploads/2021/01/Policy-Brief-Azul-7-2020-Vargas-y-Galindo-Web.pdf


LAS VÍCTIMAS Y LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO DE LA JEP 

 

 103 

https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=dRaZs568V_8C&oi=fnd&pg=PA211&dq=justicia

+restaurativa+en+colombia&ots=PhvLbBOjn9&sig=kC6qkCQ66Q_PUZLwtAgT4fLZbug#v=o

nepage&q=justicia%20restaurativa%20en%20colombia&f=false 

Vega Lasso, F. J. (2020). El Derecho a la verdad con enfoque diferencial para el 

restablecimiento de los derechos de las comunidades negras y afrodescendientes (Doctoral 

dissertation, Universidad Santiago de Cali). Recuperado de: 

https://repository.usc.edu.co/bitstream/handle/20.500.12421/4669/EL%20DERECHO%20A%20

LA%20VERDAD.pdf?sequence=2&isAllowed=y 

Woolcott-Oyague, O. (2017). El daño al proyecto de vida: una categoría autónoma y necesaria 

en la jurisprudencia de la CIDH. Agudelo Giraldo, ÓA, Castro Buitrago, CE, Cubides Cárdenas, 

J., Reyes García, DI, León Molina, JE, Torres Ávila, J. & Woolcott-Oyague, O.(2017). Análisis y 

aplicación de los derechos humanos en el contexto de la Corte Interamericana. Bogotá: 

Universidad Católica de Colombia. Recuperado de: 

https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/18442/1/Analisis-y-aplicacion-derechos-

humanos_Cap03.pdf 

https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=dRaZs568V_8C&oi=fnd&pg=PA211&dq=justicia+restaurativa+en+colombia&ots=PhvLbBOjn9&sig=kC6qkCQ66Q_PUZLwtAgT4fLZbug#v=onepage&q=justicia%20restaurativa%20en%20colombia&f=false
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=dRaZs568V_8C&oi=fnd&pg=PA211&dq=justicia+restaurativa+en+colombia&ots=PhvLbBOjn9&sig=kC6qkCQ66Q_PUZLwtAgT4fLZbug#v=onepage&q=justicia%20restaurativa%20en%20colombia&f=false
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=dRaZs568V_8C&oi=fnd&pg=PA211&dq=justicia+restaurativa+en+colombia&ots=PhvLbBOjn9&sig=kC6qkCQ66Q_PUZLwtAgT4fLZbug#v=onepage&q=justicia%20restaurativa%20en%20colombia&f=false
https://repository.usc.edu.co/bitstream/handle/20.500.12421/4669/EL%20DERECHO%20A%20LA%20VERDAD.pdf?sequence=2&isAllowed=y
https://repository.usc.edu.co/bitstream/handle/20.500.12421/4669/EL%20DERECHO%20A%20LA%20VERDAD.pdf?sequence=2&isAllowed=y
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/18442/1/Analisis-y-aplicacion-derechos-humanos_Cap03.pdf
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/18442/1/Analisis-y-aplicacion-derechos-humanos_Cap03.pdf

